Boletín Nº 2263-07-1.

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que reforma el Código Orgánico de Tribunales.

______________________________________________________

Honorable Cámara:

	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República.�

--------

Durante el estudio de esta iniciativa legal, asistieron a vuestra Comisión la señora Ministra de Justicia, doña María Soledad Alvear Valenzuela; el Subsecretario de Justicia y Ministro Subrogante de esa Cartera de Estado, don José Antonio Gómez; � el Coordinador General de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia, don Rafael Blanco Suárez; los asesores del Ministerio de Justicia, don Mauricio Decap Fernández, don Raúl Tavolari Oliveros y don Carlos Briceño; el profesor de la Universidad Católica de Valparaíso, don Juan Vrsalovic Mihoevic; el Presidente de Asociación Nacional de Magistrados, don Haroldo Brito Cruz, la directora de la misma Asociación, doña María Teresa Letelier Ramírez, y el Presidente de la Asociación de Magistrados, Regional Santiago, don Mario Carroza Espinosa. 

I. Fundamentos del proyecto.

	Para el Gobierno, el proyecto en informe constituye uno de los pilares fundamentales de la modernización del sistema de administración de justicia que ha emprendido, con el fin de adecuar el conjunto de las instituciones que participan de la administración de justicia a los procesos de desarrollo político y económico que ha experimentado Chile en las dos últimas décadas.

	Junto con lo anterior, reafirma, una vez más, la necesidad de modernizar el sistema judicial para garantizar la gobernabilidad del sistema político, la integración social y la viabilidad del modelo de desarrollo económico, entendiendo, además, que a través de la modernización de la justicia, se contribuye a consolidar el Estado democrático de Derecho.

	Se destaca en el mensaje que la proyección de la reforma procesal penal debe producirse a través de dos mecanismos principales.

El primero, representado por la creación del Ministerio Público, tema que fuera abordado sobre la base de la reforma constitucional contenida en la ley Nº  19.519, de 16 de septiembre de 1997, y de un proyecto de ley que fija la ley orgánica constitucional del referido organismo (BOL. 2152-07), que cumple su segundo trámite constitucional en el H. Senado.

	El segundo, plasmado por la creación de nuevos tribunales que,  inspirados en los principios de oralidad, publicidad, contradictoriedad y oportunidad, permitan cambiar fundamentalmente el modo en que se desarrolla el procedimiento penal, proyectando ese cambio hacia el trabajo de los organismos policiales, el funcionamiento del sistema penitenciario y, en general, respecto del conjunto de las actividades estatales que constituyen la respuesta represiva a la criminalidad. �

	Este proyecto establece las bases orgánicas que harán posible el funcionamiento de los tribunales del nuevo sistema procesal penal, que pretende abandonar el modelo inquisitivo y avanzar hacia otro con una orientación de carácter acusatorio basado en un juicio oral público, ante jueces de derecho, que consagre y garantice los principios de inmediación, imparcialidad y publicidad. 

Enfatiza el Gobierno que las reformas al Código Orgánico de Tribunales que propone han sido diseñadas con estas orientaciones, por lo que este proyecto debe ser analizado, comprendido, criticado y evaluado en esa perspectiva. 

	La creación de los juzgados de garantías y de los juzgados en lo penal � se ha llevado a cabo mediante una configuración que minimice los costos totales para el país, que permita una administración de justicia eficaz y que haga un uso eficiente de los recursos.

	Para lograr lo anterior se han establecido ciertos criterios orientadores para la formulación de un modelo de localización de estos juzgados a lo largo del país, en base al estudio desarrollado por la Escuela de Ingeniería Industrial de la Universidad Católica de Valparaíso, por encargo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, denominado "Formulación y aplicación de un modelo de localización de tribunales y fiscalías de la justicia criminal oral".

	Tales criterios orientadores son los siguientes:

1. Demanda.

	Para toda causa que ingrese al sistema judicial, existirá siempre la entidad correspondiente que pueda atenderla, esto es, la demanda por justicia siempre será satisfecha.

2. Optimización.

	Dado que los recursos disponibles son escasos, la localización y número de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal, serán óptimos desde la perspectiva de los costos de instalación, de operación, de ampliación y del desplazamiento de las personas. 

3. Equidad.

	La distancia que se deba recorrer para acceder a los juzgados y tribunales  será similar a lo largo del país, considerando las distancias que normalmente recorren las personas en cada región para realizar actividades de naturaleza semejante.

4. Eficiencia.

	Las entidades tendrán una carga de trabajo proporcional a su capacidad de atención y relativamente homogénea en cada una de ellas a lo largo del país.

5. Competencia.

	Todas las causas que se originan en una comuna determinada serán atendidas por la fiscalía, los juzgados de garantías y los tribunales orales en lo penal correspondientes a esa comuna.

6. Estabilidad Territorial.

	Las entidades no cambiarán de ubicación geográfica durante el horizonte de planificación, como tampoco cambiará la jurisdicción territorial asignada a cada entidad durante el mismo período, salvo que se instale una nueva entidad en la región.

7. Regionalización.

	Todas las causas que se generen en una región serán atendidas en la misma, sin excepción.

--------

	Se da a conocer en el mensaje que el proyecto en informe ha sido elaborado con la colaboración de académicos, abogados y magistrados convocados con el objeto de buscar la más amplia representatividad al interior del sistema jurídico y de las diversas sensibilidades políticas, culturales e ideológicas. 

Particular importancia se da a la participación de la Comisión de Ministros designados por el Pleno de la Corte Suprema para efectuar el seguimiento a la reforma procesal penal, integrada por el Presidente de la Corte Suprema, don Roberto Dávila, y por los Ministros señores Marcos Libedinsky, Mario Garrido, Ricardo Gálvez y José Benquis.

II. Minuta de la idea matriz o fundamental del proyecto.

	La idea matriz o fundamental del proyecto, esto es, la situación o materia que aborda o el problema específico que con él se desea resolver en ejercicio de la potestad normativa legal del Presidente de la República, es el establecimiento de las bases orgánicas que harán posible el funcionamiento de los tribunales del nuevo sistema procesal penal.  

III. Relación descriptiva del contenido del proyecto.

	El proyecto de ley incluido en el mensaje consta de seis artículos permanentes y seis disposiciones transitorias.

	El artículo 1º modifica el Código Orgánico de Tribunales, básicamente, con el fin  de incorporar los juzgados de garantías y los juzgados en lo penal �como integrantes del Poder Judicial y con la calidad de tribunales ordinarios de justicia, con funciones y una estructura administrativa diametralmente opuesta a la que hoy en día tienen los juzgados de letras. 

Nuevos juzgados en materia penal.

	El título II, que comprendía los artículos 14 al 26, relativos a los juzgados de distrito y de subdelegación, actualmente sin contenido por haberse suprimido estos tribunales y derogado las normas pertinentes por la ley 18.776, de 1989, es reemplazado por otro, con la finalidad de incorporar los juzgados de garantías y los tribunales orales en lo penal.

	El nuevo título II es dividido en tres párrafos que tratan, respectivamente, de los juzgados de garantías, de los tribunales orales en lo penal y del comité de jueces.�

El juzgado de garantías se define, en el artículo 14, como aquél que estará conformado por uno o más jueces, con competencia en un mismo territorio jurisdiccional, que podrá dividirse en secciones de dos o tres jueces de garantías que actúan y resuelven unipersonalmente y cuya finalidad esencial es asegurar los derechos de los intervinientes durante la investigación.

	Los tribunales orales en lo penal se definen, en el nuevo artículo 20 del Código Orgánico de Tribunales, como aquellos tribunales que, integrados por una o más salas de tres jueces, conocerán y juzgarán los juicios por crimen o simple delito.

Localización de juzgados en materia penal.

	Los artículos 15 y 20 del Código Orgánico de Tribunales señalan los lugares del territorio nacional en donde existirán juzgados de garantías y tribunales orales en lo penal, con su respectiva competencia. �

Asignación de funciones como jueces de garantías.

	En función de la proyección de causas criminales contenido en el mismo estudio antes indicado y al porcentaje de utilización del juzgado de letras con competencia común existente, que es baja, se opta por atribuir a 46 juzgados de letras de comunas o agrupación de comunas, la competencia para conocer como juzgados de garantías durante la investigación de un crimen o simple delito, racionalizando y haciendo más eficiente la inversión en justicia que este proyecto involucra.�

Creación de nuevos juzgados de letras.

	En el proyecto se crean seis nuevos juzgados de letras, �en localidades en que, por su bajo índice anual de causas, no se justifica la creación de un juzgado de garantías, pero que, por el principio del acceso a la justicia, exige que en dichos lugares se cree un nuevo tribunal con competencia común, asignándole, en forma complementaria, la propia de los juzgados de garantías, en los términos antes indicados.





Distribución de casos e integración de salas.

	Los diferentes juzgados de letras existentes en el país tiene un juez cada uno.

	En cambio, los juzgados de garantías pueden tener uno, dos, tres, cuatro, cinco, seis, siete, ocho, nueve, diez, once, doce, catorce o diecisiete jueces de garantías. 

	Los tribunales orales en lo penal, que funcionan integrados por una o más salas de tres jueces cada una, pueden tener tres (es el mínimo), seis, nueve, doce, quince, dieciocho, veintiún, veinticuatro o veintisiete jueces en lo penal.�

Esta novedosa situación obliga a establecer reglas para la distribución de los casos entre los jueces que integran un mismo tribunal.

Para tal efecto, en el caso de los juzgados de garantías, se dispone que la distribución se realizará de acuerdo con un procedimiento objetivo y general, aprobado anualmente por el juez coordinador, a propuesta del administrador del respectivo tribunal.

En el caso de los tribunales orales en lo penal, el procedimiento  es aprobado por el comité de jueces, a propuesta del juez coordinador. Dicho procedimiento sirve, además, para la integración de las diferentes salas de estos tribunales. �

Diseño organizacional de los nuevos tribunales.

	Con la finalidad de tener una percepción clara del diseño organizacional de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal, parece conveniente resaltar algunos de sus elementos fundamentales.

	Como cuestión previa, cabe destacar que en estos tribunales no existirá el cargo de secretario, que desaparece.

	El diseño organizacional de estos tribunales es casi igual y sólo difiere en cuanto a la existencia de la unidad de testigos y peritos, que se organiza exclusivamente en los tribunales orales en lo penal.

El diseño en cuestión contempla las siguientes unidades y cargos.

	1. Comité de jueces.

Existe en cada juzgado de garantías de composición plural, y en cada tribunal oral en lo penal. Está integrado por todos los jueces del juzgado, si su número no excede de cinco, o por cinco de éstos, si su número es superior.

Adopta sus acuerdos por mayoría, decidiendo en caso de empate el voto del juez coordinador.

A dicho comité le corresponde designar al administrador del tribunal de la terna que le presente el juez coordinador; evaluar la gestión del administrador y calificarlo; resolver acerca de la apelación de la remoción del administrador por parte del juez coordinador y sobre las demás resoluciones que adopte el juez coordinador y que afecten al personal, y decidir sobre el proyecto de plan presupuestario anual que le presente el juez coordinador, para ser propuesto a la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

En los juzgados de garantías integrados por un solo juez, las atribuciones anteriores corresponderán a la respectiva Corte de Apelaciones, con la excepción de la última, que recaerá en el propio juez. �

2. Dirección administrativa.

	A esta unidad pertenecen el juez coordinador, el administrador general y el subadministrador general (en aquellos juzgados en los cuales, producto de la magnitud de la planta administrativa, se justifica su presencia).

a.  Juez coordinador.

	El juez coordinador existirá en cada juzgado de garantías en los que sirvan dos o más jueces de garantías, y en cada tribunal oral en lo penal.

Será elegido por la mayoría de los jueces que componen el juzgado y durará en el cargo dos años, pudiendo ser reelecto. 

Debe velar por el adecuado funcionamiento del juzgado, para lo cual debe relacionarse con la Corporación Administrativa del Poder Judicial, aprobar el procedimiento objetivo y general de distribución de causas e integración de las salas del tribunal oral en lo penal, en su caso; .elaborar la cuenta de la gestión jurisdiccional del tribunal; aprobar tanto el diseño de la gestión administrativa del tribunal como la propuesta de designación, evaluación y calificación del personal que le presente el administrador; presentar al comité de jueces una terna para la designación del administrador, así como una evaluación de su desempeño; aprobar la remoción de los funcionarios administrativos a propuesta del administrador; resolver la remoción del administrador; presidir el comité de jueces, y desempeñar las demás funciones que le señale la ley o que sean propias de la naturaleza de las funciones asignadas.�

b. Administrador general.

	El administrador general es un funcionario auxiliar de la administración de justicia encargado de organizar y controlar la gestión administrativa necesaria para el adecuado funcionamiento de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías. �

c. Subadministrador general.

	Este funcionario será un apoyo para el administrador general en el desempeño de sus funciones, con el fin de realizar un mejor manejo administrativo del juzgado.

	Este cargo es eventual y se contempla sólo en aquellos juzgados en que se justifique su existencia.

d. Unidad de atención de público. 

	Le corresponde otorgar una adecuada atención, orientación e información al público que concurra al juzgado, especialmente a la víctima, al defensor y al imputado, recibir la información que éstos entreguen, y manejar la correspondencia del juzgado. �

En los tribunales pequeños es apoyada por la secretaria, quien a su vez apoya en las funciones de telefonista.

	Esta unidad considera los siguientes cargos:

Jefe de unidad.

Encargado de atención de público.

Secretaria.

Telefonista.

e. Unidad de servicios.

	Asumirá las labores de contabilidad y de apoyo a la actividad administrativa del tribunal, y la coordinación y el abastecimiento de todas las necesidades físicas y materiales para la realización de las audiencias penales.

Se contemplan las funciones de bodega (custodiar las especies incautadas, elementos que constituyan las pruebas, materiales de oficina y equipos del tribunal), administración contable (realizar las funciones de recepción de dineros, emisión de egresos y registro de operaciones) y labores auxiliares (mensajería, aseo, conducción, etc.). 

En los tribunales de menor tamaño, en los cuales no existe subadministrador general, esta unidad dependerá directamente del administrador general. 

Esta unidad considera los siguientes cargos:

Jefe de unidad.

Encargado contable.

Bodeguero.

Auxiliar.

f. Unidad de administración de causas.

	Tiene a su cargo toda la labor relativa al manejo de causas y registros del proceso penal en el juzgado.

Esta unidad considera los siguientes cargos:

Jefe de unidad.

Encargado de causas y expedientes.

Encargado informático.

g. Unidad de sala.

	Es la unidad encargada de optimizar el recurso audiencia disponible. Para ello debe colaborar con el juez en la administración de la agenda de audiencias y desarrollar las funciones de preparación, registro y ejecución de las audiencias. 

Esta unidad considera los siguientes cargos:

Ejecutivo de Sala.

Ayudante de Audiencias.

Encargado de Toma de Actas.

h. Unidad de testigos y peritos.

Le corresponde asumir la adecuada y rápida atención, información y orientación a los testigos y peritos citados a declarar en el transcurso de un juicio oral.

	En la práctica, es la encargada de realizar dos funciones de gran importancia para la ejecución del juicio, como son, verificar la concurrencia de los testigos y peritos a las audiencias de acuerdo al programa del juicio oral, y coordinar la participación en la audiencia de los testigos y peritos una vez presentes en el tribunal.

Esta unidad, que sólo existe en los tribunales orales en lo penal, considera los siguientes cargos:

Jefe de unidad.

Encargado de testigos y peritos.

Supresión de juzgados.

Con el proyecto desaparecen todos los actuales juzgados del crimen y algunos juzgados de letras con competencia común. Los que se mantienen, pierden su competencia en asuntos penales. �

Competencia.

	La creación de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal, con la consecuente supresión de los actuales juzgados del crimen, obliga a modificar las normas sobre competencia de los juzgados de letras, contempladas en los artículos 43 al 46 del C.O.T.

	Lo mismo sucede con la competencia de los presidentes y ministros de Corte como tribunales unipersonales, de las propias Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema,  materias a que se refieren los artículos 50 al 53, 63, 65 y 69, y 87 y 98 del C.O.T., respectivamente.

	Por la misma razón ya indicada, se modifican las reglas que determinan la competencia en materias criminales entre tribunales de igual jerarquía, contenidas en los artículos 157, 158, 159, 160, 161, 163, 164, 165, 168, 169, 170 y 170 bis.�

	De igual forma, se modifican las reglas sobre competencia civil de los tribunales en lo criminal, contenidas en los artículos 171 y 173  del C.O.T.

Acuerdos.

	Los artículos 72 al 89 y 103 del C.O.T. establecen las reglas a las que deberán sujetarse los acuerdos de las Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema.

	Son objeto de enmiendas puntuales, como consecuencia de las funciones que se asignan a los tribunales orales en lo penal.

	En cuanto a los acuerdos que estos tribunales adopten, se establecen reglas específicas en los artículos 20 y 21, teniendo en consideración, como principio básico, que sólo pueden concurrir a las decisiones del tribunal oral en lo penal los jueces que hubieren asistido a la totalidad del juicio oral.

Subrogación e integración.

	La creación de los nuevos juzgados en lo penal obliga a establecer reglas especiales de subrogación e integración para los casos en que falte o no pueda intervenir en determinadas causas un juez de garantías o un juez en lo penal.

	Con tal propósito, se establecen reglas especiales en los artículos 206 al 210 bis B, que estaban sin contenido por haber sido derogados.

	Si falta un juez  de garantías o no puede intervenir en determinadas causas, es subrogado por otro juez del mismo tribunal. Si este juzgado cuenta con un solo juez, es subrogado por el juez de letras con competencia común de la comuna, y a falta de éste, por el secretario de ese tribunal.

	De no ser posible aplicar esas reglas, es subrogado por el juez de garantías de la comuna más cercana. A falta de éste, se aplican análogamente las reglas anteriores.

	En defecto de las reglas indicadas, la subrogación se hará por los jueces de garantías de las restantes comunas de la misma jurisdicción de la Corte de Apelaciones a la cual pertenecen, conforme a criterios de cercanía territorial.

	Cuando no resultare aplicable ninguna de las reglas anteriores, actúa como subrogante un juez de garantías, a falta de éste un juez con competencia común o, en defecto de ambos, el secretario letrado de este último, que dependan de una Corte de Apelaciones distinta.

	En todos los casos que se han indicado, el juez de garantías subrogante se constituirá en el juzgado que subroga.

	Si un tribunal oral en lo penal no pudiere constituirse por falta de jueces pertenecientes al mismo, se convocará por el Presidente de la sala como subrogante a un juez perteneciente a algún tribunal oral en lo penal de la misma jurisdicción.

	De no ser posible, actuará como subrogante un juez perteneciente a algún tribunal oral en lo penal que dependa de una Corte de Apelaciones distinta.

	En defecto de las reglas anteriores, se posterga el juicio oral.

	Salvo en los casos indicados, los jueces de garantías y los jueces en lo penal no pueden ser llamados a subrogar a otros jueces.

Referencias legales.

	Salvo disposición legal en contrario, las referencias que en el C.O.T. se hagan a los jueces letrados o jueces de letras, se entenderá que incluyen también a los jueces de garantías y a los jueces en lo penal.

Escalafón primario del Poder Judicial.

	El escalafón primario agrupa a los ministros, fiscales judiciales, relatores y secretarios de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones; a los jueces de letras y a los secretarios de juzgados de letras.

Se modifica el artículo 267 con el objeto de incluir en él a los jueces de garantías y a los jueces en lo penal.

Escalafón secundario del Poder Judicial.

	El escalafón secundario agrupa a los auxiliares de la administración de justicia: defensores públicos, notarios, conservadores y archiveros, procuradores del número, receptores, asistentes sociales y bibliotecarios. 

	Se modifica el artículo 268, con el fin de incluir a los administradores, subadministradores y jefes de unidades de los  juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal.

Formación del escalafón de antigüedad y calificación del personal.

	Se modifican las normas pertinentes, contenidas en los artículos 270 al 278 bis, como consecuencia de la creación de los nuevos tribunales, del ministerio público  y de los cargos de administradores.

	Se adecuan todos estos artículos con el fin de cambiar la expresión “fiscal” o “fiscales” por “fiscal judicial” o “fiscales judiciales”, para distinguirlos del “fiscal” o de los “fiscales” del ministerio público, que no integran el Poder Judicial. 

	De esta forma, se utiliza en el Código la denominación que les da la Constitución Política de la República.

	Al margen de las enmiendas anteriores, se modifica el artículo 277, con el objeto de encomendar al administrador de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal la tarea de llevar la hoja de vida de cada persona que deba ser evaluada.

Nombramientos

	Las normas sobre nombramiento, contenidas en los artículos 279 al 291 son objeto de algunas adecuaciones formales, con el fin de hacer mención en ellos a los fiscales judiciales, para diferenciarlos de los fiscales del ministerio público  (arts. 279, 282, 283, 284 y 285 bis). 

	En forma complementaria, se modifica la letra b) del artículo 284, con el fin de permitir que en las ternas para integrantes de las categorías tercera y cuarta (jueces letrados de juzgados asiento de Corte de Apelaciones y secretarios de estas últimas, jueces letrados de ciudad capital de provincia), puedan participar, en vez de los jueces de letras en lo civil o criminal, los jueces de letras y los jueces de garantías. �

Escalafón del personal de empleados.

	Se modifica el escalafón de empleados, contemplado en el artículo 292, con el objeto de incluir en las diferentes categorías del mismo al personal que habrá de desempeñarse en los juzgados de garantías y en los tribunales orales en lo penal.

Deberes y prohibiciones de los jueces.

	Entre los deberes a los que están afectos los jueces de acuerdo con el artículo 312, está la de asistir todos los días a la sala de su despacho, durante cuatro horas, o cinco si el despacho estuviere atrasado.

	En el caso de los jueces de garantías y de los jueces en lo penal, se les exige la obligación de asistir a su despacho por 44 horas semanales. Para los primeros, además, debe establecerse un turno para que el día sábado funcione al menos uno de ellos por un lapso de ocho horas. �

Ministerio público.

	Hoy por hoy existen dos organismos diferentes con esta denominación.

	El del Código Orgánico de Tribunales, integrado por el fiscal de la Corte Suprema y los fiscales de las Cortes de Apelaciones, y el de la Constitución, integrado por el fiscal nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos, ambos con atribuciones diferentes.

	Se cambia la expresión “Ministerio Público” por “Fiscal judicial”, reservando la expresión reemplazada para el organismo creado en los artículos 80 A y siguientes de la Constitución Política de la República.

	Como corolario de lo expresado, se modifican los artículos 350 al 364, con la finalidad de adecuar la terminología que en ellos se emplea y, también, para suprimir la intervención de este organismo en asuntos penales, dado que en adelante sólo actuará en negocios civiles.

	En los asuntos criminales le cabe participación a los fiscales del ministerio público. 

	Por último, se cambia, en todo el Código Orgánico de Tribunales, la denominación de “ministerio público” por “fiscalía judicial”, y la expresión “fiscal” o “fiscales” por fiscal judicial” o “fiscales judiciales”.

Secretarios.

	En los artículos 378 y siguientes, se habla de los “secretarios” de las Cortes y juzgados de letras, y de sus funciones.

	Como ya se ha señalado, en los nuevos juzgados de garantías y en los tribunales orales en lo penal no existen los secretarios.

	Por eso mismo, se modifican los artículos que se refieren a estos funcionarios, con el objeto de hacer referencia a los secretarios de los juzgados de “letras en lo civil” y a los secretarios de las “Cortes” y no de los “tribunales colegiados”, pues los tribunales orales en lo penal son también colegiados pero no tienen secretarios en su planta.

	En forma consecuencial, se suprimen todas las disposiciones que se refieren a los secretarios de los juzgados del crimen y también la obligación que tenían de llevar un registro de las sentencias definitivas en materia criminal.

Administradores de tribunales en lo penal.

	Se incorpora, entre los auxiliares de la administración de justicia, a los administradores de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal. �

Expiración y suspensión de funciones de los jueces.

	Se modifican las causales de expiración del cargo de juez, con el objeto de establecer que ello sucede, entre otras causales previstas en el artículo 332, cuando se hubiere dictado auto de apertura del juicio oral. En la actualidad, ello sucede por hallarse procesado por crimen o simple delito.�

	Se modifica también la causal de suspensión de funciones por hallarse el juez procesado por crimen o simple delito cometido en el ejercicio de sus funciones, o a que se aplique pena aflictiva, por otra en virtud de la cual la suspensión procederá cuando se encuentre ejecutoriada la sentencia que declare haber lugar a la querella de capítulos en delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, y tratándose de delitos comunes, desde que se emita el auto de apertura del juicio oral.



Procesos de amovilidad por mal comportamiento.

	El Código Orgánico de Tribunales establece ciertas presunciones de derecho para determinar que un juez no tiene buen comportamiento, lo que habilita para removerlo a través del respectivo juicio de amovilidad.

	Los tribunales pueden proceder de oficio o a requisición del oficial del ministerio público del mismo tribunal.

	Se aclara en el artículo 338 que esa requisición debe provenir del “fiscal judicial”.

	En estos procesos los tribunales proceden breve y sumariamente oyendo al juez inculpado y al “fiscal judicial”.

	Se innova en el artículo 339, en cuanto los tribunales fallarán estas causas apreciando la prueba conforme a la “sana crítica” y no “en conciencia”, como es en la actualidad.� 

Administradores de tribunales con competencia en lo criminal.

	Se incorpora, entre las normas relativas a los auxiliares de la administración de justicia, un párrafo nuevo, que comprende los artículos 389 bis al 389 bis E., con el propósito de incorporar entre ellos a los administradores de estos tribunales, que serán los encargados de organizar y controlar la gestión administrativa de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías.

Receptores.

	Los receptores son ministros de fe pública encargados de notificar a las partes las resoluciones de los tribunales de justicia.

	Se propone agregar un artículo 393 bis, con el objeto de establecer que las notificaciones que deban practicarse en los procesos criminales estarán entregadas a los funcionarios de los tribunales y a un cuerpo especial de receptores, de acuerdo a lo que señale el respectivo reglamento, el que en todo caso se sujetará a las disposiciones del párrafo relativo a los receptores. �

Corporación Administrativa del Poder Judicial.

	Es el organismo a través del cual la Corte Suprema ejerce la administración de los recursos humanos, financieros, tecnológicos y materiales destinados al funcionamiento de los tribunales.

	Acorde con el artículo 506, Nº 6, le corresponde “Asesorar técnicamente y formular proposiciones a la Corte Suprema en materias de personal e indicadores de gestión y ejecutar la administración de los recursos humanos del Poder Judicial conforme a las directrices que ésta le imparte.

	Se propone agregar un inciso final a este artículo, para establecer que, tratándose de los juzgados con competencia en lo criminal, tendrá especialmente la función de dictar políticas generales de selección de personal, de evaluación, de administración de recursos materiales y de personal, de diseño y análisis de la información estadística y la aprobación de los presupuestos que le presenten dichos tribunales. �

De las visitas.

	De acuerdo con el artículo 559, los tribunales superiores de justicia están facultados para decretar visitas extraordinarias por medio de alguno de sus ministros en los juzgados de su respectivo territorio jurisdiccional, siempre que el mejor servicio judicial lo exigiere.

	El artículo 560 señala los casos en que el tribunal ordenará especialmente estas visitas.

	En el nuevo proceso penal ellas no tienen cabida, razón por la cual se modifica este precepto, con el fin de eliminar la investigación, por un ministro en visita, de hechos delictuales o de pesquisar delitos, o la investigación y juzgamiento de crímenes o delitos que produzcan alarma pública y exijan pronta represión por su gravedad y perjudiciales consecuencias.

	Se propone, en consecuencia, que estas visitas procedan cuando se tratare de causas civiles que puedan afectar las relaciones internacionales y que sean de competencia de los tribunales de justicia.

Se mantiene el otro caso actual, que permite decretar estas visitas cuando sea necesario investigar hechos que afecten a la conducta de los jueces en el ejercicio de sus funciones, o cuando hubiere retardo notable en el despacho de los asuntos sometidos al conocimiento de dichos jueces. �

El Código también consulta visitas de los jueces del crimen a las cárceles y establecimientos penitenciarios ubicados en la localidad en donde funcione el tribunal y en los cuales haya detenidos o presos.

Se propone sustituir el artículo 567, con el fin de establecer que esas visitas las practicará un juez de garantías y un juez en lo penal, a fin de indagar si los detenidos o presos sufren vejaciones indebidas o si se prolonga ilegalmente la tramitación de su proceso.

La participación de los fiscales del ministerio público en estas visitas judiciales se regulará en la ley orgánica constitucional de ese organismo. �

Se propone también sustituir los artículos 569, 570 y 579, y modificar los artículos 571, 572, 573 y 574, todos los cuales regulan la forma en que habrá de desarrollarse la vista.�

Regula también el Código las visitas semestrales a las cárceles y establecimientos penitenciarios, cuyos integrantes varían según se trate o no de una comuna asiento de una Corte de Apelaciones.

Se propone modificar el artículo 580, con el fin de que la visita esté constituida, en vez del Presidente, un ministro y el fiscal de cada Corte, por un ministro, un juez en lo penal y un juez de garantías.

En los lugares que no sean asiento de Corte, en vez de constituir la visita todos los jueces del crimen, se propone que ella esté constituida por un juez de garantías  designado por la Corte, de acuerdo a un turno mensual.

En vez del secretario de la Corte o del juzgado, se propone que asista a estas visitas un auxiliar judicial. �

Normas adecuatorias varias.

	De las diferentes modificaciones que se introducen en el Código Orgánico de Tribunales, existe un número significativo de ellas que sólo contienen meros reemplazos de una expresión por otra.

	Así, por vía ejemplar, puede indicarse que: 5 reemplazan “procesados” por “reclusos”; o “detenidos o “presos” o “internos; 29, “fiscal” por “fiscal judicial”; 21, “fiscales” por “fiscales judiciales”; 2, “ministerio público” y “ministerio” por “fiscal judicial; 12, “2, oficial del ministerio público” por “fiscal judicial” o “funcionario de los fiscales judiciales; 4, “ministerio público” por “fiscal judicial”; 1, “fiscal de la Corte de Apelaciones” por “fiscal judicial de la Corte de Apelaciones”; 3, “juzgado” por “tribunal”; 3, “juzgados” por “juzgados de letras en lo civil”; 2, “juez del crimen” por “tribunal con competencia en lo criminal”;2, juez de letras civil o criminal” por “juez de letras, juez en lo penal o juez de garantías”; 3, “tribunales colegiados” por “Cortes”; 2, “secretario” por “secretario o administrador”; 2, “expediente” por “registro”, etc.

	En suma, existen un número significativo de enmiendas simplemente adecuatorias que no requieren de mayor comentario ni explicación, por lo que se ha considerado inoficioso analizarlas en particular.

Imputación presupuestaria.

	El mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley se financiará con los recursos asignados al Poder Judicial en la ley de Presupuestos del Sector Público del año correspondiente.

	Ha de hacerse constar que el proyecto viene acompañado del respectivo informe financiero y presupuestario del Ministerio de Hacienda, y de un detallado y completo informe técnico del Ministerio de Justicia, Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal, los cuales serán analizados más adelante.

Transición.

	En este proyecto se incluye, además, el régimen de transición del sistema vigente al nuevo que se viene estableciendo, que se aplicará una vez aprobado el Código Procesal Penal y la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. 

	Se destaca en el mensaje que la experiencia comparada enseña que uno de los aspectos más complejos de la reforma procesal penal es el que se relaciona con la entrada en vigencia de las modificaciones propuestas.

	El principio general que regirá esta entrada en vigencia es el de la gradualidad, tal como fuera definida en la reforma constitucional que creara el Ministerio Público, de manera tal que se diseña todo un sistema de transición que tiene por objeto establecer la manera en que se designarán los cargos de jueces y demás personal de los nuevos juzgados que se crean; la instalación de los nuevos tribunales; el traspaso de personal de los juzgados que se suprimen, y el traspaso de causas que se mantengan pendientes al cierre de los respectivos tribunales que son suprimidos. 

	Se ha optado por un sistema sumamente flexible, que amén de fijar algunos criterios de actuación, posibilite que los órganos jurisdiccionales y administrativos dotados de las potestades respectivas, puedan adoptar las decisiones más coherentes con la oportunidad que ofrezca el caso concreto.

	En esa misma perspectiva, se ha optado por incorporar dentro de las normas de transición, la creación de una instancia de coordinación interinstitucional, que reúna al Poder Judicial, al Ministerio Público y al Poder Ejecutivo, con la finalidad de monitorear el proceso de transición, otorgándole algunas atribuciones sustantivas tendientes a la implementación de la reforma procesal penal. 

	Se establece, además, una instancia de coordinación entre el Ministerio de Justicia y la Corporación Administrativa del Poder Judicial, con los Ministerios de Hacienda, de Planificación y Cooperación y de Obras Públicas, a fin de obtener la aprobación presupuestaria y técnica de los proyectos de inversión y la construcción de los nuevos tribunales.

	Se precisa cuáles serán los órganos competentes para investigar y juzgar en aquellos casos en que no se pueda establecer con precisión el lugar en que acaeció el o los hechos respectivos, en el período en que se encuentren vigentes el Código de Procedimiento Penal y el Código Procesal Penal.

	Si el hecho pudo haber ocurrido en un lugar en que rija el nuevo Código Procesal Penal o en uno en que ello no acontezca, serán competentes los órganos existentes en la región en que ya esté rigiendo el nuevo sistema.

	Por último, se establece que las comunicaciones de cualquier especie expedidas por los tribunales del crimen subsistentes, se rigen por las normas pertinentes del Código Procesal Penal. Lo mismo rige respecto de las comunicaciones que otras autoridades u organismos les hagan llegar.

IV. Antecedentes.

	Para una más acertada comprensión de esta iniciativa, cabe tener en consideración los siguientes antecedentes. 

	1. Constitución Política del Estado.

El artículo 73 de la Carta Fundamental previene que la facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley.

Para hacer ejecutar sus resoluciones, y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que determine la ley, los tribunales ordinarios de justicia y los especiales que integran el Poder Judicial, pueden impartir órdenes directas a la fuerza pública o ejercer los medios de acción conducentes de que dispusieren.

	La reforma constitucional contenida en la ley N° 19.519, de 16 de septiembre de 1997 creó e incorporó, con rango constitucional y con la denominación de “Ministerio Público”, un nuevo órgano del Estado, para hacer posible el reemplazo del procedimiento penal vigente, de carácter inquisitivo, en el cual el órgano judicial ( léase tribunal ( asume las funciones investigadoras, acusadoras y juzgadoras, por otro, de perfil acusatorio, en el cual se atribuyen a sujetos diferentes la instrucción y el juzgamiento. 

Al Ministerio Público le compete, con arreglo al artículo 80-A, de la Carta Fundamental, dirigir en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, cuando corresponda, ejercer la acción penal pública en la forma prevista por la ley, esto es, en el Código Procesal Penal.

	El ejercicio de la acción penal por parte del Ministerio Público no priva al ofendido y a las demás personas que determine la ley para ejercer igualmente la acción penal, en alguna de las formas que el Código del ramo determine.

En forma complementaria, le corresponde al Ministerio Público adoptar medidas para proteger a las víctimas y a los testigos, atribución que  antes no estaba radicada determinadamente en ninguna autoridad y que requiere, por lo general, de la adopción de medidas urgentes o inmediatas para ser eficaz.

En caso alguno el Ministerio Público puede ejercer funciones jurisdiccionales.

A efectos de practicar o hacer practicar actos de instrucción, los fiscales del Ministerio Público pueden impartir órdenes directas durante la investigación a las Fuerzas de Orden y Seguridad. Con todo, las actuaciones que priven al imputado o a terceros del ejercicio de sus derechos constitucionales, o lo restrinjan  o perturben, requerirán de aprobación judicial previa. La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite dichas órdenes y no podrá calificar su fundamento, oportunidad, justicia o legalidad, salvo requerir la exhibición de la autorización judicial previa, en su caso.

El Ministerio Público, encargado de la instrucción, intervendrá antes y durante el proceso penal, en las etapas de investigación preliminar, de la formalización de la instrucción, del cierre de la investigación, de la acusación y del juicio oral.

2. Código Orgánico de Tribunales.

En cumplimiento del mandato constitucional contenido en el artículo 73, el Código Orgánico de Tribunales entrega a los juzgados del crimen y a los juzgados de letras con competencia común, incluida la penal, la facultad de conocer de las causas por crimen o simple delito y de ciertas causas por faltas del Código Penal. (arts. 1º y 45, letras d) y f) del Nº 2º del artículo 45).

De acuerdo con el proyecto, que suprime los juzgados del crimen y quita a los juzgados de letras con competencia común la facultad de conocer causas criminales, estos cometidos pasan a los nuevos juzgados de garantías y tribunales orales en lo penal.

	3. Informe  financiero.

	De acuerdo con el informe financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, que es del 11 de noviembre de 1998, el proyecto irrogará los siguientes gastos:

	1. Gastos de operación del nuevo régimen.

		Miles de $

	— Remuneraciones	37.813.173

	— Bienes y servicios de consumo	  6.806.371

	2. Arriendos	  2.424.000

	3. Capacitación	  1.435.697

	4. Inversiones

	— Equipamiento	     724.211

	— Infraestructura	86.594.519

	— Computación 	  4.206.667

	— TOTAL	91.525.397

	5. Recursos que libera el actual sistema	15.333.048

	6. Costo total neto                                                                124.671.590

	En el referido informe se deja constancia de la gradualidad de la puesta marcha del nuevo sistema procesal penal.

	En el año 1 (1999):

	—  Inicio a la construcción y remodelación de tribunales que pasan al nuevo sistema, en las regiones piloto, esto es, la IV y la IX.

	— Selección del personal nuevo y del personal que pasará del antiguo sistema.

	— Capacitación del personal, tanto letrado como de apoyo, de las regiones piloto.

	En el año 2 (2000)

	— Puesta en marcha del nuevo sistema en las regiones piloto.

	— Inicio construcción y remodelación tribunales que pasan al nuevo sistema, en las regiones II, III y VII.

	— Selección y capacitación del personal de estas regiones.

	Año 3 (2001)

	— Puesta en marcha del nuevo sistema en las regiones II, III y VII.

	— Inicio construcción y remodelación de tribunales que pasan al nuevo sistema, en la Región Metropolitana de Santiago.

	— Selección y capacitación del personal de esta región.

	Año 4 (2002)

	— Puesta en marcha del nuevo sistema en la Región Metropolitana de Santiago.

	— Inicio construcción y remodelación de tribunales que pasan al nuevo sistema, en el resto de las regiones.

	— Selección y capacitación del personal de estas regiones.

	Año 5 (2003)

	— El sistema opera por año completo en todo el país.

	El rubro arriendos rige mientras se construye la totalidad de los tribunales.

	La gradualidad de las inversiones es:

	— Equipamiento: 2 años.

	— Infraestructura: 4 años. 

— Computación: 3 años.

	Se hace constar, por último, que la aplicación del proyecto tiene un costo fiscal para el año 1999 de $ 5.230.539 miles.

	4. Informe técnico.

	El informe técnico del proyecto, elaborado por la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia, contiene información técnica, financiera y presupuestaria sobre el actual diseño organizacional de los juzgados; los beneficios asociados al término de funcionamiento del conjunto de juzgados del crimen y de competencia común que pasarán al nuevo sistema; antecedentes generales de la estimación del número de jueces en lo penal y de garantías; los perfiles de los diferentes cargos; los costos, evaluación consolidada y comentarios y gradualidad del gasto; bibliografía y anexos varios.

	Atendida la naturaleza de estos antecedentes y por incidir en materias de competencia de la Comisión de Hacienda, no se ha estimado necesario reproducirlas en este informe.

	Con todo, los antecedentes relacionados con el número de tribunales y jueces, su localización territorial, su diseño organizacional y de personal, se han recogido en notas al pie, tanto en el informe mismo como en el texto aprobado, con el objeto de facilitar el conocimiento, comprensión y alcance de la iniciativa en informe.

	5. Opinión de la Corte Suprema 

	La Corte Suprema, por oficio N° 0178, de 15 de marzo de 1999, emitió el informe que le fuera requerido de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución Política del Estado.

	Después de hacer una breve descripción de las principales disposiciones del proyecto, particulariza las funciones de juez coordinador y de administrador de los nuevos tribunales con competencia en lo criminal, “puesto que los deberes y atribuciones de estos funcionarios constituyen uno de los aspectos más importantes de la modernización de la justicia perseguida en este proyecto de ley que reforma el Código Orgánico de Tribunales”.

	Destaca, a la vez, lo novedoso que resulta en nuestra legislación procesal, que para ser administrador de un tribunal con competencia en lo criminal el proyecto requiera poseer un título profesional relacionado con las áreas de administración y gestión, otorgado por una Universidad, de una carrera con a lo menos 8 semestres de duración y que, excepcionalmente, en los juzgados de garantías de asiento de comuna o agrupación de comunas, la Corte de Apelaciones respectiva pueda autorizar el nombramiento de un administrador con un título técnico de nivel superior o título profesional de las mismas áreas, de una carrera con una duración menor a la señalada.

	Termina la Corte con confirmar la participación de una comisión de cinco ministros en la elaboración del proyecto, lo que contribuye a que estime que “cumple con su finalidad de establecer, en forma adecuada, las bases orgánicas que posibiliten el correcto funcionamiento del nuevo sistema procesal penal que hace necesarias estas modificaciones al Código Orgánico de Tribunales”.

	6. Informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

	La Corporación fue consultada específicamente sobre el artículo 18 del proyecto original, que fija las atribuciones del juez coordinador, entre ellas, la de relacionarse con la Corporación Administrativa del Poder Judicial en todas las materias relativas a la competencia de ésta, y aprobar el procedimiento objetivo y general de distribución de causas entre los jueces miembros del juzgado, que anualmente le deberá presentar el administrador, en conformidad a los criterios generales que dictamine la referida Corporación.

	Destaca la Corporación que, en el caso de la distribución de causas por las Cortes de Apelaciones, ella cumple una labor de carácter técnico y de asesoría mediante el suministro de apoyo computacional destinado a facilitar la distribución equitativa de las causas y optimizar el tiempo de respuesta de los tribunales frente a las necesidades de la comunidad, a través de un mecanismo ágil, objetivo y expedito.

	Repara en que el proyecto entregue esta facultad de distribuir a un ente ajeno al Poder Judicial mismo — el administrador del tribunal— el cual sólo debe ajustarse a las políticas generales en materia de distribución de causas que dictamine la Corporación, pero de la cual no depende, como se señala en el proyecto.

	De este modo, el administrador se constituye en una entidad con facultades jurisdiccionales, que elabora su propio programa en base a políticas generales que incluso podría enmendar, entregándole al juez coordinador sólo la atribución de aprobar o no el procedimiento que el administrador someta a su conocimiento.

	A su juicio, el administrador sólo debería tener la calidad de interlocutor entre el juez coordinador y la Corporación, quienes resultan los entes idóneos para adoptar las decisiones técnicas pertinentes.

--------

	La Comisión tuvo en consideración las observaciones anteriores y modificó la norma consultada.

	Acorde con los artículos 23 y 24 nuevos del C.O.T., el juez coordinador propone al comité de jueces los procedimientos objetivos y generales para la distribución de casos e integración de las salas de los tribunales orales en lo penal, al cual le corresponde aprobarlos.

	7.- Informe final para la formulación y aplicación de un modelo de localización de tribunales y fiscalías de la justicia criminal oral.

	La Comisión obtuvo de la Corporación Administrativa el informe indicado en el epígrafe, elaborado por la Escuela de Ingeniería Industrial de la Universidad Católica de Valparaíso, elaborado en el marco del convenio vigente que esa Casa de Estudios Superiores mantiene con esa Corporación.

	Dicho estudio entrega una proposición fundamentada respecto de la ubicación geográfica a lo largo del territorio nacional de las fiscalías del Ministerio Público, de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantía.

	Consta de tres tomos. El tomo I, relativo a la formulación del modelo y al resumen de resultados; el tomo II, contiene los resultados de las Regiones I a VII; el tomo III, los resultados de las Regiones VIII a XII y Metropolitana de Santiago.

	El referido estudio fue explicado y comentado en el seno de la Comisión por el Ingeniero Juan Vrsalovic Mihoevic, M. Sc, profesor de la Escuela de Ingeniería Industrial, autor del mismo y, a la vez, Coordinador del Convenio al cual se ha hecho mención.

	Los aspectos más relevantes de este estudio se recogen en este informe. 

V. Discusión y aprobación en general y particular del proyecto.

	La discusión del proyecto, atendida su naturaleza, se hizo en general y particular a la vez.

	Atendida la particular naturaleza de este proyecto, en gran parte simplemente adecuatorio, la Comisión acordó omitir las menciones reglamentarias del informe, motivo por el cual sólo se consigna en él, cuando corresponde, la discusión y el debate de aquellas disposiciones que experimentaron cambios de mayor profundidad y extensión.

	Muchas de ellas ya han sido comentadas, en notas al pie de página, al hacerse la relación descriptiva del proyecto original.

Reestructuración del proyecto.

	El proyecto de ley que se informa modifica directamente el Código Orgánico de Tribunales, entre otras razones, para incorporar en él los nuevos tribunales que se crean, y para suprimir los juzgados del crimen y algunos juzgados de letras con competencia común.

	Lo usual en este tipo de iniciativas, ha sido crear o suprimir, derechamente en la ley,  los juzgados; dar denominación a los que se crean, de existir más de uno en la misma comuna; determinar el lugar de asiento y su competencia; fijar su planta y remuneraciones, y establecer las normas de instalación y formación de las ternas correspondientes.

	Luego de lo anterior, se contemplan las normas adecuatorias del Código Orgánico de Tribunales, para actualizarlo y hacerlo concordante con las nuevas disposiciones aprobadas.

	La Comisión tuvo presente que el tema de la creación y supresión de juzgados aparece bastante diluido al incorporarse directamente los preceptos en el Código Orgánico de Tribunales, con el agravante, en este último caso, que no se indica, con precisión, cuáles son los que se suprimen. Por citar un ejemplo. En Copiapó existen el Primer, Segundo, Tercer y Cuarto Juzgado de Letras. Se suprime uno y no se indica cuál. Lo mismo sucede en la Serena y Coquimbo, en Linares, San Carlos, Arauco, Valdivia, Osorno, Puerto Varas, Coihaique, Punta Arenas y Buin.

	Para la creación de nuevos juzgados de letras, en cambio, se vuelve al método tradicional, como se comprueba con la lectura del artículo 6º.

	La Comisión tuvo en consideración, además, que la supresión de juzgados produce externalidades, como la expiración obligada de funciones de los funcionarios y empleados que conforman la planta, lo que hace aconsejable un mandato expreso y más explícito del legislador.

	La Comisión estimó, por último, que la presentación del proyecto mejoraría substancialmente si en los primeros artículos contemplará derechamente la creación de los nuevos juzgados, al aparecer de inmediato y de modo muy nítido la nueva estructura de la justicia procesal penal.

	Por todas las consideraciones anteriores, dispuso que el Secretario de la Comisión reformulara el proyecto, sobre la base de los criterios anteriores, decisión que fue compartida por el Ministerio de Justicia.

	El nuevo texto fue estructurado en 12 artículos permanentes y 6 transitorios.

	El artículo 1º crea, agrupados por regiones, los juzgados de garantías, fija la comuna asiento de ellos, el número de jueces que los integran y su competencia.

	El artículo 2º crea nuevos juzgados de letras.

	El artículo 3º señala los jueces de letras con competencia común que cumplirán, además de sus funciones propias, las de juez de garantías.

	El artículo 4º, crea, agrupados por regiones, los tribunales orales en lo penal, fija la comuna asiento de ellos, el número de jueces que los integran y su competencia.

	El artículo 5º fija la planta de los nuevos juzgados de letras.

	Los artículos 6º y 7º fijan la planta esquemática de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal.

	Los artículos 8º y 9º fijan la remuneración de los jueces, funcionarios y empleados de los nuevos tribunales con competencia penal, acorde con la Escala de Sueldos base Mensuales del Escalafón Superior del Poder Judicial.

	El artículo 10 suprime los actuales juzgados del crimen.

	El artículo 11 contiene las modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales.

	El artículo 12 establece la imputación presupuestaria del mayor gasto que irrogará esta iniciativa.

	El artículo 1º transitorio regula la instalación y la formación de las ternas de los nuevos juzgados de letras.

	El artículo 2º transitorio regula la instalación de los nuevos tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías;  la designación de los jueces en ellos y la formación de las ternas; las normas de resguardo para los jueces cuyos tribunales son suprimidos; la gradualidad de la entrada en vigencia del nuevo sistema, y el derecho de los funcionarios y empleados a optar a cargos en los nuevos tribunales.

	El artículo 3º transitorio faculta a la Corte de Apelaciones respectiva para determinar las fechas de cierre de los antiguos juzgados del crimen y las de apertura de los nuevos, así como para fijar las competencias territoriales de los juzgados del crimen que subsistan, al interior de las regiones, hasta que haya comenzado a regir el Código Procesal Penal.

	El artículo 4º transitorio crea la Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal y regula su funcionamiento.

	El artículo 5º transitorio crea, además, una instancia de coordinación entre el Ministerio de Justicia y la Corporación Administrativa del Poder Judicial, con los Ministerios de Hacienda, de Planificación y Cooperación y de Obras Públicas, a fin de obtener la aprobación presupuestaria y técnica de los proyectos de inversión y la construcción de los nuevos tribunales.

	El artículo 6º transitorio precisa cuáles serán los órganos competentes para investigar y juzgar en aquellos casos en que no se pueda establecer con precisión el lugar en que acaeció el o los hechos respectivos, en el período en que se encuentren vigentes el Código de Procedimiento Penal y el Código Procesal Penal.

	El artículo 7º transitorio establece que las comunicaciones de cualquier especie expedidas por los tribunales del crimen subsistentes, se rigen por las normas pertinentes del Código Procesal Penal. Lo mismo rige respecto de las comunicaciones que otras autoridades u organismos les hagan llegar.

Subcomisión de estudio.

	Con el objeto de facilitar el estudio de esta iniciativa, la Comisión acordó crear una subcomisión de trabajo, con los Diputados Aldo Cornejo González, Sergio Elgueta Barrientos y María Pía Guzmán Mena, la que trabajó directamente con los abogados asesores del Ministerio de Justicia.

	La subcomisión revisó todos los artículos y fue proponiendo, a medida que avanzaba en su trabajo, su aprobación o rechazo, o las adiciones o enmiendas del caso, adoptando la Comisión los acuerdos pertinentes para validar esas proposiciones.

	Las disposiciones que requerían de mayor análisis o de la adopción de criterios discrecionales fueron dejadas pendientes, con el objeto de que fueran discutidas y resueltas directamente por la Comisión.

Presentación del proyecto.

	Vuestra Comisión inició el estudio del proyecto con la presentación que hiciera el Ministro Subrogante de Justicia, el Subsecretario de esa Cartera de Estado, don José Antonio Gómez, quien concurrió acompañado del encargado de la Unidad Coordinadora  de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia, el abogado Rafael Blanco, y de los asesores del Ministerio de Justicia señora Soledad Puente y señores Mauricio Decap y Carlos Briceño.

	El señor Gómez expresó que la reforma del proceso penal pretende transformarlo en un juicio genuino, con igualdad de armas entre el Estado y el inculpado y con plena vigencia de la oralidad, la publicidad, la contradictoriedad, la oportunidad y la inmediación.  

	Para esto, se requieren nuevos tribunales que permitan cambiar el modo en que se desarrolla el procedimiento penal.

Para que la estructuración del sistema sea completa, éste debe proyectarse hacia el trabajo de los organismos policiales, hacia el funcionamiento del sistema penitenciario y, en general, respecto del conjunto de las actividades estatales que constituyen la respuesta represiva a la criminalidad. Urge modificar el sistema penitenciario, particularmente en su infraestructura, y el sistema de atención interno, de manera que las personas que cumplan condenas puedan ser rehabilitadas y reinsertadas en la sociedad.

	Las viejas prácticas observadas en los actuales juzgados del crimen desaparecerán completamente con el nuevo diseño de los tribunales.  

	Se termina con el sistema inquisitivo, conforme al cual una sola persona —un juez— es la encargada de realizar las funciones de investigar, de dar órdenes a la policía, de acusar y, posteriormente, de fallar.  También se pone término a los actuarios, que son los intermediarios entre las personas que asisten a los tribunales y el juez, y que, en algunas oportunidades, asumen atribuciones que no les corresponden para resolver situaciones que afectan a las personas.

	Se modifican las normas relativas a las unidades administrativas de apoyo de la labor jurisdiccional y se profesionaliza la gestión del despacho judicial.

	El proyecto de ley establece las bases orgánicas que harán posible el funcionamiento de los tribunales considerados en el nuevo sistema procesal penal. Se debe tener presente que se trata de un proyecto conflictivo, que atraviesa la reforma del sistema procesal penal, porque es el que estructurará el sistema. El proyecto debe ser analizado desde la perspectiva del país y no de la distrital.

	Desde el punto de vista del acceso a la justicia y de la presencia territorial de los tribunales, se está estructurando un sistema inédito en el país. 

	La inversión en justicia que se hace en este proyecto, que alcanza a más de ciento cuarenta mil millones de pesos, significa agregar anualmente al presupuesto del Poder Judicial cuarenta y cuatro mil seiscientos  millones de pesos.  También se deben tener presentes los noventa y un mil millones de pesos que significará el Ministerio Público, de los cuales cuarenta mil millones de pesos se destinarán anualmente al sistema.

	El proyecto incluye, además, el régimen de transición del sistema vigente al que en él se contiene, el cual se aplicará una vez aprobados el Código Procesal Penal y la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. También debe considerarse el proyecto sobre defensa penal.

	Una vez finalizada la instalación del nuevo sistema, se contará con 91 juzgados de garantías, servidos por 347 jueces de garantías; con 59 juzgados de letras con competencia común, a los cuales se asigna, además, la función de juez de garantías, y con 42 tribunales orales en lo penal servidos por un total de 378 jueces en lo penal.

	El aumento porcentual de jueces que se produce en el país es de una magnitud jamás vista y originará un cambio substancial en la administración de justicia en el ámbito penal.  

	En la actualidad, los jueces del crimen especializados son, apenas, 75.

	Acerca del personal de los juzgados de garantías, dio a conocer que se considera la incorporación de 1.370 setenta personas.

	En los tribunales orales en lo penal el personal no letrado ascenderá a 822 personas.

	Desde la perspectiva presupuestaria, hizo notar que la puesta en plena vigencia del sistema de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal significa un costo total cercano a los ciento cuarenta mil millones de pesos.  De esta suma, cuarenta y cuatro mil seiscientos diecinueve millones, aproximadamente, corresponden a costo total variable, que se agregan al presupuesto del Poder Judicial, que en la actualidad alcanza a más o menos setenta y cinco mil millones de pesos.  

	El costo total fijo asciende a noventa y cinco mil trescientos ochenta y cinco millones de pesos, aproximadamente.

	El señor Blanco (Coordinador General de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia), expresó que la maximización del acceso a la justicia es el norte sobre el cual se ha construido el sistema de ubicación de las fiscalías y de los distintos tribunales.  

	Tras la decisión legislativa está el modelo desarrollado por el Poder Judicial en base a un estudio elaborado por el Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad Católica de Valparaíso, el cual, a través del tiempo, se ha reformulado por la incorporación de nuevos antecedentes, como ser, los datos proporcionados por el Instituto Geográfico Militar que aún no han sido publicados y que actualizan los antecedentes sobre facilidades de comunicación y de acceso.

	Este modelo, a su juicio, es lo más avanzado que existe en el país desde la perspectiva de los criterios objetivos desde los cuales se pueden compatibilizar una serie de variables, que son, fundamentalmente, criterios sobre población, sobre facilidad de las comunicaciones, sobre distancias entre las zonas pobladas de una misma región, sobre calidad de los caminos y sobre carga de trabajo, que es la capacidad utilizada útil de un tribunal.

	Realizado el primer ejercicio de localización, una serie de instituciones participaron en la reformulación del mismo, al objeto de ajustar algunas variables relativas a los criterios de acceso.

	La reforma produce doble ganancia para los ciudadanos desde el punto de vista del acceso a la justicia, porque para la función de la investigación se consideran 625 fiscales adjuntos y 550 ayudantes de fiscal, que tendrán como función recibir las denuncias de los delitos que se cometan y perseguir los delitos en representación de la comunidad.  

	Esto significará una ventaja para las víctimas de los delitos, quienes en la actualidad deben preocuparse de presentar las pruebas ante los tribunales, ya que esta tarea será asumida por el Ministerio Público, lo que favorecerá el acceso de la víctima al tribunal.  

	La lógica del sistema acusatorio, con juicio oral y público, es que los testigos y los peritos significan una pieza fundamental desde la cual el tribunal puede lograr cierta convicción.

	Desde el punto de vista del juzgamiento, a 75 juzgados del crimen especializados y 168 juzgados de letras con competencia común les suceden 347 jueces de garantías y 378 jueces en lo penal. Además, a 59 juzgados de letras con competencia común se les asigna, además, la función de juzgados de garantías.

	La ubicación de los juzgados de garantías y en lo penal se ha determinado conforme a los criterios de acceso, de facilitación de las comunicaciones y de cercanía a las fiscalías para crear ciertas unidades.  

	La primera unidad básica es la relación entre la policía y el fiscal.  Se debe recordar que la fiscalía tiene atribuciones para promover procedimientos alternativos de resolución de conflictos, por lo que no siempre los casos llegarán a los juzgados en lo penal.  

	La situación análoga hoy existente es la de las Cortes de Apelaciones, que están situadas una en cada región y, en algunos casos, dos por región.

	Pretender aplicar a los juzgados en lo penal los criterios de maximización distintos de los que hoy informan a los tribunales grandes, como las Cortes de Apelaciones, es un error, porque toda la experiencia comparada y la lógica con las que se armó el proyecto de Código Procesal Penal han sido las de estructurar un sistema que permita que no siempre se tenga que utilizar el juicio oral.  Esto no es posible en ningún país por más recursos que se inviertan.  

	El rango de las causas que llegan a juicio oral es equivalente al 10%.  Esto hace que sea muy importante la localización de los juzgados de garantías en relación con la fiscalía y con la policía.

	Expresó que se tenía que pensar sobre el tema de los turnos para mejorar los estándares de garantías de las personas, sobre todo en lo relativo a las detenciones.

	Respecto de la intervención del juez de garantías en la fase de la ejecución de la pena, señaló que se optó por crear estándares de intervención jurisdiccional en la fase de ejecución penal que respondieran a mínimos internacionales, lo que se logró a través de la norma transitoria considerada en el Código Procesal Penal,  que le otorga al tribunal que dicta la condena la facultad de efectuar el seguimiento de los derechos que las personas condenadas puedan esgrimir. 

	Le pareció razonable considerar una norma transitoria que otorgue esta facultad al juez de garantías de la jurisdicción que conoció del proceso.

Opiniones vertidas después de la presentación del proyecto.

	El Diputado señor Coloma estimó necesario discutir, de manera previa, los criterios conforme a los cuales se asignan los distintos tipos de juzgados a un determinado territorio.

	Esta es la parte más sensible de la reforma procesal penal, porque se relaciona con un aspecto práctico, que consiste en la forma como cada individuo percibe el acceso a la justicia.  

	Los procedimientos y los sistemas se pueden discutir desde el punto de vista teórico, pero distinto es cómo llega el nuevo sistema a los individuos.

	Expresó tener serias inquietudes acerca de los criterios que se han tenido en cuenta para determinar la ubicación de los juzgados y respecto de las posibilidades que existen para variarlos.

	Un criterio que se debe adoptar es que los lugares o sectores del país que en la actualidad sean asiento de un juzgado del crimen deben mantener el juzgado, asignándoles un juzgado de garantías, a lo menos.

	Esto, que debe ser un principio básico, no ocurre en varios casos. Mencionó, como ejemplo, a la localidad de Combarbalá, la cual, conforme al proyecto de ley en discusión, perdería su juzgado, porque el juzgado de garantías estará situado en Illapel y el tribunal oral en lo penal tendrá asiento en Ovalle.  En este caso, la ubicación de los juzgados de garantías y en lo penal significará para los habitantes de Combarbalá traslados de hasta cinco horas.

	Otro ejemplo es el que dice relación a las localidades de Talagante y Peñaflor, cuyos juzgados, que han sido creados recientemente, desaparecerían con la reforma.

	Fue enfático en señalar que no estaba dispuesto a aprobar ninguna norma que en la práctica signifique que personas que en la actualidad tienen acceso a la justicia se les perjudique su acceso a los tribunales.

	En este proyecto de ley es necesario considerar de manera substancial el componente histórico.  Es fundamental entender que, para las personas, es muy importante la cercanía de los tribunales.  

	Durante los últimos años se ha afirmado, en los mensajes mediante los cuales se han iniciado los proyectos de ley que han creado nuevos juzgados, que la cercanía de la justicia constituye un valor. La idea ha sido crear un juzgado por comuna, a lo menos, tal como lo señala el propio Código Orgánico de Tribunales.  Es muy sensible, para las personas que cuentan con un juzgado penal, dejar de tenerlo a su disposición.  

	Consideró indispensable disponer de un mapa comparativo de la ubicación de los juzgados para entender el nuevo esquema.  

	Solicitó flexibilidad del Gobierno para adecuar la ubicación de los tribunales, porque, tal como está el proyecto, se presentan situaciones imposibles de aceptar, por la desaparición de juzgados penales históricos, los cuales son trasladados.  

	El bien del acceso a la justicia es paralelo a la justicia misma.

	El Diputado señor Bustos coincidió en que el problema básico es el del acceso a la justicia.  

	Dentro de esto, se debe considerar la existencia del fiscal, que es el que debe estar “in situ”.  

	El juez de garantías es el que interviene en los asuntos que dicen relación a los derechos de las personas; como, por ejemplo, es el que decide sobre la libertad de los imputados, por lo que es muy importante que se acceda a él con facilidad.  

	El juez de garantías no puede estar situado a cinco horas del lugar en que las personas lo necesiten, porque se crea un problema de acceso.  

	Si se coordina bien la ubicación del fiscal con la del juez de garantías, no habrá problemas.

	No obstante estar de acuerdo en que los tribunales en lo penal no serán los que reciban el primer impacto, podría presentarse un problema si estuvieran situados a mucha distancia.  

	Al tribunal en lo penal comparecerán los testigos y su traslado es un problema que debe ser considerado desde el punto de vista del acceso a la justicia, ya que, por ejemplo, el testigo puede ser un campesino que no tenga dinero suficiente para trasladarse desde Talagante hasta Melipilla.

	Estimó que otro tema relacionado con el acceso a la justicia es el considerado en la modificación que agrega un nuevo inciso segundo al artículo 312 del Código Orgánico de Tribunales, el cual establece que, tratándose de los jueces de garantías, éstos deberán asistir a su despacho por cuarenta y cuatro horas semanales, debiendo establecerse un sistema o turno que permita que el día sábado haya al menos un juez de garantías en la respectiva jurisdicción por el lapso de ocho horas. Los jueces integrantes de juzgados en lo penal tendrán la obligación de asistir a su despacho por cuarenta y cuatro horas semanales.

	Dio a conocer que la Academia Judicial ha planteado que debe existir el debido acceso al juez de garantías, lo que implica turnos que deben efectuarse incluso los días sábados y domingos en la noche y en las noches de los días de la semana.  

	Si se trata de acceso a la justicia, no puede haber diferencia entre la detención realizada el día viernes y la efectuada el día lunes. Como funciona hoy el sistema, quien es detenido el viernes a las veintidós horas está mucho más tiempo privado de libertad que la persona que es detenida el mismo día pero a las dieciocho horas.

	Le pareció importante establecer instancias de coordinación, como la que se propone en el artículo 3º con la creación de la Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal. Sin embargo, llamó la atención sobre la no inclusión del Defensor Penal Público entre sus integrantes.

	Se refirió también a las visitas a las cárceles, que siendo tradicionales en Chile, nunca han surtido efectos.  

	Estimó que al juez de garantías se le deberían otorgar atribuciones desde el punto de vista de la ejecución de la sanción.  

	Además de la visita, el juez de garantías podría preocuparse de recibir las presentaciones sobre las restricciones abusivas de los derechos de los privados de libertad.  

	El nuevo reglamento penitenciario considera esta situación sólo respecto de la reiteración de una medida disciplinaria, lo que considera extraño, porque la primera medida disciplinaria también puede ser abusiva.  

	La falta del juez de ejecución y del  fiscal de ejecución, que significan mayores costos, se puede paliar ampliando las funciones del juez de garantías.

	Se refirió, por último, a la dispersión de votos en relación con los fundamentos de la sentencia condenatoria o con la determinación de la pena. En tal caso, se establece que el juez que sostuviere la opinión más desfavorable al condenado deberá optar por alguna de las otras. Si se produjere desacuerdo acerca de cuál es la opinión que favorece más al imputado, prevalecerá la que cuente con el voto del presidente de la sala.  

	Sugirió que a lo menos, debería oírse al imputado para determinar qué es lo que más le favorece, como se establece en la mayoría de los códigos modernos.

	El Diputado señor Bartolucci estuvo de acuerdo en que es muy importante no dejar en la gente la impresión de que ha sido despojada de un juzgado.

	Se refirió luego a la situación de los juzgados que se crean en la V Región y a la necesidad de establecer una relación entre el número de salas de los juzgados en lo penal y el número de comunas. Observando que el número de salas es inferior al número de comunas, concluyó en la necesidad de analizar con detenimiento esta relación.

	La Diputada señora Guzmán manifestó que se estaba comenzando la discusión del proyecto de ley de la reforma judicial que tiene mayor grado de conflictividad.  

	Hasta ahora se habían tratado los proyectos en los que existían importantes grados de consenso en lo relativo a los principios o ejes que debían inspirar el nuevo proceso penal, como, por ejemplo, la división de las funciones, la creación del Ministerio Público, el juicio oral de carácter público y contradictorio, etcétera.  

	En este proyecto de ley se empiezan a conocer los casos concretos y debe tenerse cuidado en que no se produzca una suerte de remate de tribunales. Es claro que, si se elimina un tribunal o se lo traslada de ubicación, el parlamentario de la zona afectada podría pagar el costo.

	Reparó en el hecho de que el nuevo sistema funcionará de manera diferente de como funciona hasta ahora, porque se separa la función administrativa de la propiamente jurisdiccional.  Se suprime el cargo de secretario en los nuevos tribunales y se crea, en su reemplazo, el cargo de administrador de tribunales, así como distintas unidades, como la de sala, la de administración de causas y expedientes y la de atención de testigos y peritos, siendo importante conocer el funcionamiento de cada una de ellas. 

	Propuso que se invitara a los ingenieros industriales de la Universidad Católica de Valparaíso al objeto de que expliquen la aplicación del modelo que elaboraron en cada una de las localidades y ver cómo se ajusta a los criterios preestablecidos.

	La Diputada señora Sciaraffia precisó que, en lo atinente al distrito que representa, la reforma soluciona un problema de muchos años de falta de un tribunal y que no ha podido ser resuelto antes por restricciones presupuestarias.  

	En Iquique existen cuatro juzgados con competencia común que se encuentran colapsados, porque conocen un promedio mayor a las ocho mil causas por cada uno.

	Se mostró preocupada por la situación de los actuales empleados de los tribunales que se suprimen y sobre su eventual incorporación a los nuevos tribunales.

	El Diputado señor Elgueta expresó que la modificación del Código Orgánico de Tribunales es una tarea inmensa, porque implica la satisfacción de numerosos intereses distintos, sobre todo respecto de la localización de todos aquellos órganos de la justicia o, a lo menos, de alguno de los instrumentos de esta nueva justicia, esto es, de un fiscal, un juez de letras, un juez de garantías o un tribunal oral en lo penal.

	Después de analizar la situación de su distrito y mencionar el caso de las ciudades de Ancud y Castro, opinó que el proyecto de ley debe ser revisado porque es posible que las normas que propone hayan sido elaboradas sobre la base de estadísticas relativas a factores socioeconómicos, pero, ha observado que no existe un estudio sobre las distancias reales entre las localidades.

	Destaco, como un aspecto positivo de la reforma procesal penal, la subsistencia de los juzgados de letras, salvo escasas excepciones, los que conocerán de las materias de competencia civil, comercial, laboral, etcétera, tal como en la actualidad.  Además, estarán los nuevos juzgados especializados en materia penal, que en la actualidad son setenta y cinco, multiplicados en cinco o seis veces en cuanto al número de jueces.  Existirán los juzgados de garantías y el fiscal que investigará.  El número de personas a cargo de investigar, juzgar y decidir los asuntos penales aumenta también considerablemente.

	Le preocupó la jerarquía que el proyecto de ley otorga a los juzgados en lo penal.  

	El proyecto considera jueces en lo penal de comuna o de agrupación de comunas, jueces en lo penal de capital de provincia y jueces en lo penal de asiento de Corte de Apelaciones.  Los tres juzgados tendrán la misma competencia, tal como ocurre hoy en día.  

	Así las cosas, un juez de comuna drástico, que es más joven e inexperto, puede imponer la pena de muerte, lo que en el sistema actual es revisado por la Corte de Apelaciones y por la Corte Suprema, pero no en el nuevo sistema, ya que el tribunal oral en lo penal resuelve en única instancia asuntos que pueden ser complejos y delicados.  Sólo se dispondrá del recurso de casación, del recurso de revisión y del recurso de nulidad, que esta Comisión agregó al Código Procesal Penal.  

	Fue partidario de establecer un procedimiento que permita la revisión de las sentencias, ya que los tratados internacionales establecen que ninguna sentencia condenatoria puede quedar firme sin que exista la posibilidad de que sea modificada.

	Expresó tener dudas sobre las normas que regulan la subrogación de los jueces en lo penal y sobre las normas que regulan la situación del fallo pendiente al que no puede concurrir uno de los jueces que estuvo presente en el juicio, lo que produce como efecto la nulidad del juicio, situación esta última que producirá demora e ineficiencia.  

	El Diputado señor Rincón consideró que en este proyecto de ley se puede apreciar el acercamiento de la justicia a la gente.  

	Se refirió, en concreto, a la realidad de la VI Región en relación con el tema de la ubicación de los juzgados y de la descentralización de las regiones, observando que hay algunas comunas nuevas que no han sido consideradas en el proyecto.

	Pidió que se invitara a la Comisión a los representantes del Instituto Geográfico Militar, en atención a la información de que disponen y a los aportes que han realizado al Ministerio de Justicia para la elaboración del proyecto en discusión.  

	Asimismo, solicitó  que el Ministerio de Justicia diera a conocer los criterios que permitieron el desarrollo del estudio de la Universidad Católica de Valparaíso, y que hiciera llegar a la Comisión un mapa de la distribución territorial de los juzgados en todo el país, tanto de los actualmente vigentes como de los que se crean en este proyecto de ley.

	El Diputado señor Walker, don Ignacio, expresó que el proyecto de ley constituye un gran avance cualitativo para el país.  

	El proyecto considera 725 jueces, sumados los 347 jueces de garantías y los 378 jueces en lo penal, que suceden a los 75 jueces con competencia especializada en materia penal.  

	Este solo dato es significativo desde el punto de vista del acceso a la justicia y de la seguridad ciudadana.  

	Además, se debe sumar el personal de apoyo, que asciende a 2.195 personas.  

	Entre jueces y personal, se contará con cerca de 3.000 personas especializadas en la materia, a los que se agregarán más de 700 fiscales del Ministerio Público y el personal de apoyo administrativo no letrado en un número superior a las 2.500 personas.  

	El resultado es que aproximadamente 5.000 personas se dedicarán exclusivamente a combatir la delincuencia.

	Las cifras sobre costos que se han proporcionado significan un aumento del 60% del presupuesto del Poder Judicial, sólo por el concepto de la judicatura penal. 

	Las cifras indicadas merecen, como punto de partida, una actitud favorable al proyecto de ley en discusión, porque el tema de fondo es el de la seguridad ciudadana.

	Estuvo de acuerdo en que, a partir de este proyecto de ley, la reforma judicial comienza a tener visibilidad física y se conoce, en términos concretos, qué es lo que se está hablando desde el punto de vista geográfico.  

	Solicitó del Ministerio de Justicia un cuadro que considere a los jueces de garantías, juzgados en lo penal y fiscalías, geográficamente ubicados, lo que permitirá integrar la fase de la investigación con la fase judicial propiamente tal y lograr una imagen acerca de cuál será la realidad territorial y física.

	La gente se preguntará cómo estaba antes y cómo estará con el nuevo sistema, en relación con el problema del acceso a la justicia.  

	Señaló tener la impresión de que a lo que las personas desean tener acceso expedito es a la investigación, esto es, al fiscal que investiga.  

	Con este proyecto, se tiene que lograr que todos sientan que ganan en comparación con la situación hoy existente.

	Se refirió luego a la situación específica de los juzgados de la V Región

	Concluyó en que, respecto del número de fiscalías y de juzgados de garantías, existe ganancia, pero que el problema se presenta con los juzgados en lo penal, el cual tendrá que ser analizado detalladamente, porque se aleja el lugar en el que se toma la decisión, donde se dicta la sentencia.  Mencionó el caso de Quillota, que tendrá tribunal oral en lo penal en San Felipe.  

	De no poder crearse uno en Quillota, podría estudiarse la posibilidad de juzgados móviles.

	El Diputado señor Luksic señaló que el proyecto de ley es un aporte y una pieza fundamental de la gran construcción que constituye la reforma del sistema procesal penal.

	Destacó que los criterios que hacen más eficiente la labor jurisdiccional, en una materia que es sensible y que es demandada por la población, como la seguridad ciudadana, son los de la cooperación y de la coordinación que deben existir entre los jueces o entre instituciones como el Ministerio Público, el Poder Judicial y el Poder Ejecutivo.  Estas prácticas de cooperación se realizan, pero no están normadas y es importante promoverlas.

	La labor del administrador de tribunal también debe ser destacada, porque se trata de una idea necesaria, ya que, además de las tareas de investigar y de juzgar, se debe regular y reconocer la tarea de administrar y gestionar el funcionamiento de los tribunales. La población que demanda justicia observa que es extraordinariamente lenta e insatisfactoria la tramitación de los asuntos.  

	El proyecto de ley conjuga el cumplimiento de la función propiamente jurisdiccional con la satisfacción del criterio de la eficiencia.

	Se refirió en particular a la situación de la provincia de Chacabuco, que comprende las comunas de Colina, Tiltil y Lampa.  Observó que, seguramente, los juzgados que se han considerado para ellas se relacionan con las proyecciones urbanísticas y territoriales de esa zona.

	El Diputado señor Cornejo, don Aldo, estimó pertinente precisar que las diversas situaciones puntuales indicadas en las exposiciones de los señores Diputados constituyen sólo ejemplos y que la Comisión, en el análisis que realice, velará por los intereses de los habitantes de todo el país.  

	No debe quedar la impresión de que quienes no están representados en la Comisión quedarán en la indefensión ante algún error o alguna injusticia cometidos en el proyecto.

Modelo para la localización de tribunales.

	En la sesión siguiente a la presentación del proyecto por parte del Gobierno, la Comisión recibió en audiencia al profesor Juan Vrsalovic, de la Escuela de Ingeniería Industrial de la Universidad Católica de Valparaíso, para que explicara el modelo para la localización de tribunales y fiscalías en el país requeridos por la reforma procesal penal.

	El profesor Vrsalovic explicó que el estudio fue realizado por la Universidad Católica de Valparaíso en virtud de un encargo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. Dos estudios efectuados por la Corporación Paz Ciudadana, sobre costos de la justicia criminal oral y el Ministerio Público y sobre una simulación del funcionamiento del Código Procesal Penal, constituyeron los antecedentes del trabajo llevado a cabo por la Universidad Católica de Valparaíso.

	El estudio considera al Ministerio Público, a los tribunales de garantías y a los tribunales del juicio oral, que son las entidades sujetas a planificación. 

	La filosofía de la defensoría pública es que sea orientada por un criterio de mercado y no por un criterio de planificación anticipada.

	El problema por resolver consistió en establecer un procedimiento que, cumpliendo con criterios orientadores, determinara en forma óptima el número de tribunales orales en lo penal, juzgados de garantías y fiscalías necesarios; el lugar geográfico en que deben estar localizadas las entidades y el territorio jurisdiccional de su competencia, de modo que el Poder Judicial pueda cumplir en mejor forma su misión de administrar justicia.

	Destacó luego los criterios orientadores tenidos en vista, que son la demanda, la optimización, la equidad, la eficiencia, la competencia, la estabilidad territorial y la regionalización, a los cuales ya se ha hecho mención en este informe, al analizar los fundamentos del proyecto.

	Sobre la optimalidad, comentó que se trata de un óptimo desde la perspectiva del país y no sólo desde el punto de vista de la inversión estatal, porque se considera el traslado de las personas.  

	Acerca de la competencia, señaló que la unidad básica que se utilizó fue la comuna, a excepción de la XI Región, en la que se subdividieron comunas, atendidas sus especiales condiciones geográficas.  

	La optimización no es global, sino por región.

	Los criterios enunciados sirvieron para la formulación de un modelo matemático. El modelo permite obtener una solución matemáticamente óptima, sin perjuicio de que la realidad determine ajustes.

	Destacó, como ventajas del modelo, su carácter plurianual (considera nueve años); permite adecuar la capacidad de atención para cada región; las soluciones del modelo son coherentes en el tiempo, permite obtener soluciones óptimas.

	La metodología del cálculo de la demanda considera el ingreso histórico de causas criminales por tribunal, la proyección de causas por tribunal, el cálculo del factor de ponderación poblacional, el cálculo de las causas ingresadas por comuna y el cálculo de la demanda para cada entidad.

	Demostró, con datos estadísticos, que la demanda de los tribunales ha aumentado y que también ha aumentado la capacidad de trabajo de los juzgados.

	El número de causas criminales ingresadas a primera instancia por cada cien habitantes era de tres causas en 1985 y de cuatro coma cinco en 1997.  Esto significa el 50% de aumento por habitante. Significa aumento de la demanda y de la carga de trabajo de los tribunales.

	La metodología de cálculo de la capacidad de atención considera la determinación de la frecuencia de causas según la materia, el cálculo de las probabilidades de transición, la estimación del tiempo demandado en cada etapa, el cálculo del tiempo promedio esperado y el cálculo del tiempo efectivo de desempeño de las entidades.

	Explicó que, en el caso de la XI Región se consideraron las dificultades del traslado, por lo que se la subdividió de manera distinta del resto del país.  

	En el caso de la Isla de Chiloé, se tomaron en cuenta el tiempo de traslado y el costo, igual que en el resto del país.  

	Manifestó que cada región posee circunstancias especiales y cualquier modificación de la fórmula utilizada es una adivinanza. La mejor adivinanza que se puede hacer ahora es la fórmula propuesta.  Las modificaciones podrían hacerse una vez que el modelo esté operando.

	Ante una consulta específica de si se ha considerado en el modelo la ubicación actual de los tribunales, que dice relación al elemento histórico del país, que tiene costumbres, tradiciones y estructuras en funcionamiento, o si se ha tenido en cuenta la ubicación del resto de la judicatura, particularmente de los juzgados de letras en lo civil, respondió negativamente.

	Lo que se hizo, aclaró, fue el modelo con sus resultados matemáticos.  Posteriormente, se hicieron mejoras del resultado del modelo matemático y, por último, se incorporó el escenario integrado, esto es, se integró la realidad actual, agregando las modificaciones que se estimaron necesarias para integrar el modelo con la realidad actual.

	El modelo calcula entre un millón y dos millones de variaciones para determinar el óptimo. El óptimo se obtiene de los supuestos y datos con los que se alimenta el modelo.  Lo que es posible hacer, desde el punto de vista de las decisiones políticas, es incorporar restricciones, tales como obligar al modelo a ubicar un tribunal en lo penal en un lugar diferente.  El modelo se corre con las restricciones y se puede determinar cuál es su costo.

	En la actualidad, se está trabajando en el modelo de optimización global, esto es, considerando todos los tribunales y organismos de justicia y estableciendo su interrelación. 

Criterios adoptados por la Comisión.

	Después de la exposición del señor Vrsalovic, hubo consenso en que el tema por resolver era cuán cerca o cuán lejos quedará la gente de los tribunales. 

	En lo relativo a los fiscales y a los jueces de garantías, la gente ganará, porque estarán cerca, serán de fácil acceso y podrán ser vistos.  

	En lo concerniente a los jueces en lo penal, la gente sentirá que perdió, porque se han alejado, lo que es complicado porque se trata de los tribunales que dictan los fallos.

	Se consideró importante hacer un esfuerzo por realizar un trabajo pedagógico que permita comunicar a las personas que la mayor cantidad de trámites, tales como la denuncia, el comienzo de la instrucción, la formalización de la instrucción, la audiencia preparatoria de la acusación y la acusación se efectúan ante el juez de garantías, esto es, en el tribunal que está más cerca de la gente, y que el fallo, que corresponderá a un procedimiento breve, se dictará en otro lugar.

	De esta forma, la percepción de la gente sobre el funcionamiento del sistema mejorará.

	En la actualidad, en el 90% de los casos las personas se encuentran con el juez de instrucción, esto es, con quien investiga, porque en nuestro país, el plenario, que es el juicio oral, no existe. Después de la notificación de la sentencia de primera instancia, las personas lo único que saben es que el asunto va a la Corte de Apelaciones, que es una suerte de caja negra con la que ellas no tienen vinculación. 

	Ahora, se encontrarán con el fiscal y con el juez de garantías, por lo que la percepción no se modificará, porque las personas accederán a una institución similar a la que hoy existe y tendrán, como contrapartida, más acceso y mayores facilidades. Existirá un juicio oral en el que podrán discutir y presentar pruebas, por lo que su visión del sistema debería cambiar en términos positivos.

	Distinta podría ser la percepción de los abogados en la materia, con los cuales no ha habido una mayor interacción ni comunicación.

--------

	Una idea generalizada en la Comisión fue que había que hacer un estudio detallado de la localización de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal.

	Respecto de los primeros, se observó que ellos aparecían diseminados a lo largo del territorio nacional, criterio que no se siguió con los tribunales orales en lo penal, en los que se observa un alto grado de concentración. Así, por ejemplo, se observó que en la I Región existen sólo en Arica e Iquique; en la II Región, sólo en Antofagasta; en la III, sólo en Copiapó; en la IV, en la Serena y Ovalle; en la V, sólo en San Felipe, Valparaíso y San Antonio; en la VI, sólo en Rancagua; en la VII, sólo en Talca; en la VIII, en Chillán, Concepción y Los Angeles; en la IX, sólo en Temuco; en la X, En Valdivia, Osorno, Puerto Montt y Ancud; en la XI, sólo en Coihaique, y en la XII, sólo en Punta Arenas.

	La situación anterior se revierte en la Región Metropolitana de Santiago, en la cual hay tribunales orales en lo penal en Colina, Conchalí, Independencia, Las Condes, Estación Central, Santiago, Ñuñoa, Maipú, San Miguel, Macul, La Florida, Puente Alto, San Bernardo, Melipilla y Talagante, esto es, un total de quince de estos tribunales.

--------

	En consideración a las aprensiones existentes sobre la localización de los tribunales, se acordó dejar pendiente el tema hasta que se dispusiera de los antecedentes necesarios para mejor resolver, posponiéndose la aprobación de la idea de legislar hasta que se resolviera esta materia.

Normas sobre personal y remuneraciones.

	A la espera de resolver el tema de la localización de los tribunales, se acordó revisar las normas relativas a personal y remuneraciones, las que fueron explicadas por los representantes del Ejecutivo.

	Las normas de personal y de remuneraciones están contenidas en los artículos 5º, 6º, 7º, 8º y 9º permanentes, y 1º y 2º transitorios, del proyecto, y en el artículo 11 del mismo, que modifica el Código Orgánico de Tribunales. Concretamente, en los artículos 23 (del comité de jueces); 24 (juez coordinador); 25 y 26(organización administrativa de los nuevos juzgados en lo penal); 267 (escalafón primario); 269 (escalafón secundario); 273, 276, 277 (calificaciones); 279, 282, 283, 284, 285 bis (nombramientos); 292, (escalafón de empleados).  

	El proyecto de ley crea categorías de jueces que no existen, que son los jueces de garantías y los jueces en lo penal.  Además, se crean categorías de profesionales que se harán cargo de la administración de los tribunales, que son el administrador y los encargados de las distintas unidades.

	Con el fin de no alterar la actual situación de los jueces y funcionarios del Poder Judicial, se mantiene la clásica distribución en tres niveles, que corresponden a una comuna o agrupación de comunas, a capital de provincia y a asiento de Corte de Apelaciones.

	El escalafón primario, contemplado en el artículo 267, se reemplaza en su integridad, con el fin de subsanar algunas omisiones, como son la no inclusión de los cargos de Presidente de la Corte Suprema y Presidente de las Cortes de Apelaciones, que, formalmente, son distintos de los Ministros, y para incorporar a los nuevos jueces, en las correspondientes categorías.

	A los administradores de los tribunales, a los subadministradores y a los jefes de las unidades se les incorporó en el escalafón secundario, que agrupa a los auxiliares de la administración de justicia. Estarán junto a los receptores, notarios, defensores públicos, asistentes sociales y bibliotecarios.  Se establece para ellos una nueva sexta serie, que se divide en categorías, lo que permite la existencia de una carrera dentro de la serie.

	En el escalafón de empleados del Poder Judicial se incorporan las cargos que no exigen profesión. Para tal efecto, se realizó una equivalencia entre los actuales cargos, que corresponden al oficial primero, oficial segundo, oficial tercero, oficial cuarto, oficial de sala y auxiliares, con los cargos de ejecutivo de sala, administrativos primero, etcétera.  

	Para ellos también hay carrera funcionaria.  Los nuevos cargos se introducen en el esquema existente y no se crea un escalafón especial para el personal de los nuevos juzgados.

	Se establecen, para los nuevos tribunales, plantas esquemáticas, lo que permite resolver el tema de manera uniforme para todos los juzgados que se crean mediante la iniciativa legislativa en discusión.  Así, no es necesario señalar, en cada caso, la planta que corresponde a un tribunal en particular.

	No se detalla el tipo de cargos que integrarán cada uno de los tribunales, sino que se indica el número de funcionarios, por escalafón, que servirán los tribunales.  

	Esta metodología, que es nueva, se funda en una petición expresa del Ministerio de Hacienda, destinada a flexibilizar el manejo interno de cada tribunal.  

	De esta forma, cada tribunal podrá determinar, con algún grado de libertad, la composición interna de su personal.  Será el juez coordinador, según el informe del administrador del tribunal, el que determinará a qué unidad de trabajo destinará al personal.

	La norma se aplica a los juzgados de garantías y a los tribunales orales en lo penal. 

	La diferencia es que en los juzgados de garantías se construye a partir del juez y en el caso de los juzgados en lo penal se construye a partir de cada sala.

	Los jueces de los juzgados que se suprimen pasan automáticamente a ser jueces de garantías y pueden concursar para ser jueces en lo penal.

	El secretario de un juzgado de letras puede optar por permanecer en el sistema antiguo, como secretario, o capacitarse y trasladarse al nuevo sistema.  

	El pronóstico del Gobierno es que los secretarios de los veinte juzgados de letras que son afectados por las modificaciones y los setenta y cinco secretarios de los actuales juzgados del crimen serán jueces de garantías, tomando en cuenta que se necesitará un importante número de jueces.

	De esta forma, los secretarios no serán beneficiados con una norma de convertibilidad inmediata, no obstante que es una reivindicación que han planteado. Esto no se puede hacer, porque altera la lógica del Escalafón Judicial.

	Si el secretario quiere ser juez de garantías, deberá concursar. La ley aumenta las expectativas de los secretarios y, en la realidad, incrementará sus remuneraciones.

	Respecto de los empleados, como se crean más de tres mil cargos para funcionarios administrativos, algunos de ellos podrán ser provistos por los actuales funcionarios, que tienen un derecho preferente a postular al cargo, siempre que aprueben un curso habilitante que impartirá la Academia Judicial.

	Ha de tenerse presente que en el nuevo sistema no hay cargos análogos al de los actuarios, de manera que, si éstos quieren ingresar en él, deberán capacitarse, ya que deberán ejercer labores distintas de las que cumplen actualmente.

	Se explicó que el universo de empleados del Poder Judicial asciende a cuatro mil personas y los afectados por la reforma son mil, esto es, el 25%.  

	En el nuevo sistema se crean tres mil cargos, a los cuales podrán postular esos mil, quienes también podrán ocupar las vacantes del antiguo sistema.  Hay más oportunidades laborales para los empleados que para los jueces.  

	Evidentemente, debe efectuarse un proceso de selección, ya que no todas las personas sirven para desempeñar todas las funciones.

	Si estos funcionarios no quedaren, se estaría configurando una causal de supresión de empleo, que como tal otorga derecho a una indemnización equivalente a seis meses de remuneraciones, conforme al Estatuto Administrativo.

--------

	El proyecto de ley crea juzgados de distinto tamaño, que se darán normas de trabajo para organizar de mejor forma el recurso humano.

	Con todo, no debe olvidarse que las instrucciones generales respecto a cómo se administra el sistema judicial emanan de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.  

	El administrador, que, en alguna forma, vendrá a reemplazar a los secretarios de los juzgados de letras, es nombrado y removido por los jueces.  Quien toma formalmente las decisiones es el juez coordinador.  El administrador recomienda y el juez decide.

	Lo delicado de este cargo es que las decisiones que tome no pueden afectar la labor jurisdiccional de los jueces.  Se supone que el administrador constituye un apoyo de la labor jurisdiccional de los jueces.

	En los juzgados de letras que cumplirán funciones como juzgados de garantías, no habrá administrador del tribunal, por lo cual la idea es efectuar una redistribución de las funciones de los oficiales, de entre los cuales uno realizará las funciones de tal.

	En lo relativo a los nombramientos, se modifica, fundamentalmente, el órgano que toma la decisión, porque se reemplaza a la Corte de Apelaciones por el comité de jueces.  

	Además, se establecen normas sobre la remoción de los funcionarios de los nuevos juzgados.

	Se explicó, luego, el diseño organizacional de los nuevos tribunales y las tareas que deberán cumplir cada una de las unidades administrativas, materia que en el mensaje aparece contenida en el artículo 501 del Código Orgánico de Tribunales, y en el proyecto aprobado por la Comisión, en los artículos 25 y 26 del referido Código. 

--------

	Sobre las remuneraciones, se explicó que las normas propuestas las asocian a los cargos. 

	En el caso de los jueces no hubo necesidad de efectuar agregaciones, porque se les ubica en el grado correspondiente, según se desempeñen a nivel de comuna o agrupación de comunas, de capital de provincia o de asiento de Corte de Apelaciones.

	En el caso del escalafón secundario, en el que se integra a los administradores, subadministradores y jefes de unidades, fue necesario construir una equivalencia de remuneraciones, incorporándoseles en el escalafón superior para los efectos de las remuneraciones. Se les ordena en una sucesión que permite la carrera funcionaria.

Acuerdos adoptados por la Comisión.

	En general, las normas sobre personal y remuneraciones merecieron diversas observaciones a la subcomisión y a la Comisión, todas las cuales fueron recogidas en el texto aprobado.

	En lo que respecta a la remoción del personal, el criterio de la Comisión fue que había que considerar una fórmula más compleja de remoción del administrador, que lo pusiera en una situación distinta del resto de los funcionarios del tribunal, atendida su mayor responsabilidad. El administrador del tribunal tendrá que enfrentar a sus superiores y debe tener la posibilidad de emitir opinión sobre la forma de realizar los gastos.

	En atención a lo anterior, se acordó que la remoción del administrador debe ser acordada por el comité de jueces, a proposición del juez coordinador.

	Sobre el diseño organizacional de los nuevos tribunales, se observó que la ubicación de la norma, entre las disposiciones aplicables a la Corporación Administrativa del Poder Judicial, era inadecuada, por lo que se acordó trasladarla, quedando en definitiva ubicada entre los preceptos relativos a los tribunales orales en lo penal y a los juzgados de garantías.

	Al mismo tiempo, se acordó que la unidad de atención de público debía prestar especial atención, orientación e información a la víctima, al defensor y al imputado.

Se observó también la ausencia de normas para la instalación y funcionamiento de los nuevos juzgados de letras, así como para la formación de las ternas correspondientes.

Por tal razón, la Comisión aprobó, como artículo 1º transitorio, uno que se refiere a la instalación de los nuevos juzgados de letras que se vienen creando en el artículo 6º del mensaje ( artículo 2ª en el texto de la Comisión), y a la formación de las ternas correspondientes, siguiendo el modelo tradicional de otros proyectos que crean tribunales y que ya son ley de la República.

El artículo 1º transitorio, que paso a ser 2º, relativo a la instalación de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal, y a la formación de ternas y designación de los jueces y del personal,  fue complementado, modificado  y reordenado por la Comisión.

En primer lugar, agregó una normativa sobre la instalación de los nuevos tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías.

En segundo lugar, fijó reglas especiales para la designación de los jueces en los nuevos tribunales orales en lo penal y en los juzgados de garantías.

A los actuales jueces del crimen y los jueces de letras con competencia criminal, cuyos tribunales son suprimidos, se les otorga el derecho a optar a los cargos de jueces en lo penal o jueces de garantías dentro de su mismo territorio jurisdiccional, acogiendo una inquietud de la Asociación Nacional de Magistrados en tal sentido.

En el proyecto original pasaban a ocupar, por el solo ministerio de la ley, los cargos de jueces de garantías.

Disponen de un plazo de 180 días para optar respecto del momento en que el Código Procesal Penal haya de entrar en vigencia en la región de que se trate.

Si no obstan, pasan a ejercer, por el solo ministerio de la ley, los cargos de jueces de garantías dentro de su mismo territorio jurisdiccional.

En tercer lugar, se establece que la Corte de Apelaciones respectiva deberá determinar el juzgado y el momento en que cada juez pasará a ocupar su nueva posición, acorde con las necesidades de funcionamiento del sistema.

En cuarto lugar, se precisa la oportunidad y la forma de elaborar las ternas para proveer los cargos que quedaren sin ocupar en los tribunales orales en lo penal, y el nombramiento de los jueces.

En quinto lugar, se dispone que, una vez terminado el proceso anterior, se procederá a proveer los cargos de jueces de garantías sin llenar, de acuerdo con el mismo procedimiento anterior.

En sexto lugar, se exige a los postulantes a estos cargos, cumplir con los requisitos comunes y haber aprobado el  curso habilitante que la Academia Judicial impartirá al efecto.

En séptimo lugar, se permite la postulación de personas ajenas a la administración de justicia, si no hubiere postulantes que cumplan con los requisitos legales.

En octavo lugar, se precisa que los jueces conservarán la categoría, las remuneraciones y la antigüedad que poseyeren en el Escalafón Primario del Poder Judicial, sin solución de continuidad.

En noveno lugar, se faculta a la Corte de Apelaciones respectiva para ordenar que los jueces que sean designados en los tribunales orales en lo penal o en los juzgados de garantías, continúen desempeñando sus antiguos cargos hasta por dos años, si fuere necesario. Si fueren designados en juzgados pertenecientes a otra Corte, resuelve el Presidente de la Corte Suprema.

En décimo y último lugar, se permite a los empleados y oficiales de los juzgados del crimen y de los juzgados de letras que son suprimidos, postular a cargos en los nuevos tribunales orales en lo penal o en los juzgados de garantías, siempre que hayan aprobado el examen habilitante que al efecto les deberá tomar la Academia Judicial, caso en el cual preferirán a los postulantes externos.

	Sobre el tema de la eventual incorporación del personal de empleados y funcionarios de secretaría de los tribunales suprimidos al nuevo sistema, se acordó, a instancias de la Academia Judicial, exigirles aprobar un “examen” y no un “curso” habilitante” para tales efectos.

Gradualidad para el cierre y apertura de juzgados.

	El artículo 3º transitorio faculta a las Cortes de Apelaciones respectivas para determinar la fecha de cierre de los antiguos juzgados del crimen y la de apertura de los nuevos, así como para fijar las competencias territoriales de los juzgados del crimen que subsistan, al interior de las regiones, hasta que haya comenzado a regir plenamente el Código Procesal Penal.

	En la medida que en las causas que dichos tribunales tramitan se vayan dictando sentencias absolutorias o condenatorias o sobreseimientos de cualquier tipo, la Corte puede determinar el traspaso de causas entre ellos, de manera de racionalizar la distribución de causas antiguas y propender al cierre paulatino de los tribunales del antiguo sistema.

	Si la Corte nada  dice, se aplican los criterios que la disposición establece.

	Este artículo contiene normas de economía de escala. No tiene sentido mantener siempre abierto un tribunal del antiguo sistema si hay alguno cuya carga de trabajo sea lo suficientemente razonable como para añadirle las causas remanentes del antiguo sistema. Ese señor será un juez instructor para los efectos de las otras causas y un juez de garantías para los efectos de las nuevas.

	Después de dos años de entrada en vigencia del nuevo sistema, no debería haber ningún juez del crimen antiguo, salvo que la Corte de Apelaciones estimare que ello resultare indispensable, de acuerdo con lo dispuesto en la letra d) de este artículo.

	El cierre de estos juzgados se irá produciendo cada vez que el total de causas pendientes a la entrada en vigencia del Código Procesal Penal descienda del 50%, porcentaje que se determina a través de la estadística judicial que publica el Instituto Nacional de Estadísticas, que se refiere a las causas pendientes. Ése es el único parámetro que el propio Poder Judicial reconoce como válido.

Acuerdos adoptados por la Comisión.

	La Comisión adoptó los siguientes acuerdos respecto de este artículo.

	Reemplazar, en el inciso primero, la expresión “nuevos” por “tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías”.

	Eliminar, en el mismo inciso, la palabra “plenamente”, y reemplazar “sentencias absolutorias o condenatorias” por “sentencias definitivas”.

	Cambiar el encabezado del inciso segundo: “En caso que la Corte de Apelaciones no disponga lo contrario, se aplicarán los siguientes criterios” por “Las Cortes de Apelaciones tendrán presente, en el ejercicio de las atribuciones de que trata este artículo, los siguientes criterios orientadores”.

	Agregar, en la letra a) del inciso segundo, a continuación de la expresión “Código Procesal Penal”, la frase “de conformidad a la estadística judicial”.

	Agregar, en el referido inciso, la siguiente letra e):

	“e) Los juzgados de letras que se suprimen por esta ley, dejarán de funcionar al inicio de entrada en vigencia del Código Procesal Penal en la región de que se trate, traspasándose sus causas a los demás juzgados de letras de la misma jurisdicción, según la proporción que determine la Corte de Apelaciones respectiva.”

Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal.

	Esta Comisión obedece a la necesidad de establecer una coordinación interinstitucional para la implementación del nuevo proceso penal, entre el Ministerio Público, el Poder Judicial, la Defensoría Penal Pública y el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Justicia.

	Su labor fundamental es realizar los estudios y proposiciones técnicas que faciliten la puesta en marcha del nuevo sistema procesal penal, y hacer el seguimiento y evaluación del mismo.

	La integran el Ministro de Justicia, el Presidente de la Corte Suprema, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, un ministro de la Corte Suprema, un Fiscal Regional y el Subsecretario de Justicia.

	Sesiona una vez al mes, adopta sus decisiones por unanimidad y puede delegar parte de sus atribuciones en un Comité Ejecutivo.

Acuerdos adoptados por la Comisión.

	La Comisión observó que la normativa relativa a esta Comisión estaba contemplada, en iguales términos, tanto en el artículo 3º permanente como en el artículo 3º transitorio.

	Ante esa dualidad, optó por suprimir el artículo 3º permanente.

	Se reparó en la no inclusión del Defensor Penal Público entre los miembros de la Comisión, lo que, según los representantes del Ejecutivo se debió a una omisión, la que se acordó reparar, incluyéndolo expresamente.

	Llamó la atención que esta Comisión no tuviera un Presidente, cometido que se acordó recayera en el Ministro de Justicia.

	Se discutió acerca de la forma en que la Comisión debería adoptar sus resoluciones, por unanimidad o simple mayoría, optándose, en definitiva, por no establecer norma alguna al respecto, dado que la Comisión tiene facultades para fijar las reglas para su organización y funcionamiento.

	La existencia de un Comité Ejecutivo generó algunas dudas en la Comisión, la que decidió eliminarlo y establecer, en su reemplazo, un Secretario Ejecutivo.

	La norma que establece la disolución de la Comisión al término del quinto año de funcionamiento, fue rerredactada, con el fin de darle una mayor claridad. La disolución conlleva la supresión del cargo de Secretario Ejecutivo, y operará por el solo ministerio de la ley.

Aprobación en general del proyecto.

	Pendientes el estudio de las normas adecuatorias, que se analizarían por la subcomisión, y el tema de la localización de los juzgados, la Comisión acordó aprobar la idea de legislar, por la unanimidad de los Diputados presentes, los señores Cornejo, don Aldo; Bustos, don Juan; Coloma, Elgueta, y Walker, don Ignacio; y de las señoras Guzmán, Sciaraffia y Soto.

	Sin perjuicio de dicha aprobación, se dejó expresa constancia que no se compartía la distribución de los juzgados contemplada en el proyecto del Ejecutivo, la que debería ser modificada, de acuerdo con los criterios que más adelante se expresarán.

Localización de juzgados. �

	Las sesiones siguientes fueron destinadas, precisamente, al estudio de la localización de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías.

	Para los efectos de adoptar sus resoluciones, la Comisión tuvo en vista ciertos criterios orientadores relativos a la población, la distancia entre las localidades, las dificultades de acceso a las mismas, el porcentaje de utilización de los juzgados y la proyección de causas criminales que atenderá cada juzgado.

	Con el fin de facilitar la adopción de acuerdos, los representantes del Ejecutivo hicieron una exposición sobre las diferentes regiones, agrupadas en bloques, apoyándose en diversos gráficos y cuadros integrados en los que estaban localizados los juzgados de garantías, los tribunales orales en lo penal y las fiscalías del Ministerio Público.

	El primer bloque incluyó las Regiones I a IV. El segundo, las Regiones V a XII. El tercero, la Región Metropolitana de Santiago.

I a IV Región

	En relación con los cuadros integrados relativos a los tribunales orales en lo penal y a los juzgados de garantías situados en las Regiones I a IV, se hizo saber que para su localización se había tenido en consideración que el 60% de las causas de que conocen los juzgados con competencia común corresponde a causas penales y de ese porcentaje, el 44% corresponde a causas por infracción de la ley de Alcoholes, las que en su gran mayoría pasarían al conocimiento de la justicia de policía local, de acuerdo con un proyecto de ley en tramitación.

	Por lo mismo, en esos lugares se mantiene el juzgado actual, con competencia en las otras materias, distintas de la penal. No se creará un juzgado de garantías, porque el número de causas de que conoce el juez al año es, en algunos casos, inferior a doscientas.  El promedio calculado es que un juzgado de garantías conocerá mil ochocientas causas al año.

	El Diputado señor Coloma fue partidario de aplicar, como criterio, que en los lugares en los que exista un juzgado con competencia en lo penal debe crearse un juzgado de garantías.

	Los representantes del Gobierno, sin emitir un pronunciamiento específico sobre la proposición, estimaron que, de adoptarse ese criterio, debería aplicarse de manera uniforme a todos los casos en los que se diera la misma situación.

	La Diputada señora Guzmán pidió observar la situación de Freirina y Vallenar con mayor detención.  Freirina cuenta en la actualidad con un juzgado de letras con competencia en lo penal y en el futuro el juzgado de garantías estará ubicado en Vallenar.

	El Diputado señor Coloma  indicó que si se creara un juzgado de garantías en Combarbalá, que no está considerado por el proyecto, podría tener competencia, además, en la comuna de Monte Patria.

	A lo anterior, los representantes del Ejecutivo hicieron presente que las comunicaciones de Monte Patria son más expeditas con Ovalle que con Combarbalá.

	El Diputado señor Cornejo, don Aldo, por especial encargo de la Diputada señora Sciaraffia, doña Antonella, observó que, en la comuna de Pozo Almonte no se considera un juzgado en lo penal.

	Al margen de lo anterior, llama la atención sobre el número de jueces en lo penal en Antofagasta, que es de 16, en circunstancias que las salas se componen de tres jueces cada una. 

	El Diputado señor Coloma estimó complejo que en la II Región no se considere un juzgado en lo penal con asiento en Calama, que tendría competencia sobre la provincia de El Loa, ya que esa localidad concentra el 40% de las causas criminales de la región.  

	En la II Región se considera sólo un juzgado en lo penal, ubicado en la ciudad de Antofagasta.  Se debe tener en cuenta la población de Calama y la distancia entre esa ciudad y Antofagasta.

	De un modo en particular, se analizó la situación de Freirina, Ovalle, Illapel y Combarbalá.

	El juzgado de Freirina conoce, actualmente, ciento ochenta y seis causas criminales.  Un juez es capaz de juzgar entre dos mil y dos mil quinientas causas en un año. El porcentaje de utilización del juzgado es del 43%.

	La ubicación del tribunal oral en lo penal en Ovalle y no en Illapel, obedece al hecho de que la primera ciudad tiene mejores condiciones de acceso. 

	En Ovalle hay aproximadamente dos mil cuatrocientas causas y en la Serena se siguen seis mil causas.

	El juzgado de letras de Combarbalá conoce de doscientas sesenta causas criminales y el porcentaje de utilización del tribunal es del 38%.

	En definitiva, se planteó la posibilidad de crear un tribunal oral en lo penal con asiento en Calama, Huasco e Illapel; y tribunales de garantías en Freirina y Combarbalá.

--------

	La Diputada señora Guzmán consideró necesario compilar antecedentes, sobre todo de derecho comparado, respecto de la posibilidad de establecer juzgados itinerantes. 

	El Diputado señor Elgueta señaló que en la ley sobre Juzgados de Policía Local existe una norma, que no se cumple, que faculta a los jueces de policía local para instalarse ciertos días del mes en las localidades donde hay una población superior a determinado número de habitantes.

	El Diputado señor Walker, don Ignacio, manifestó que podrían presentarse incompatibilidades entre el cumplimiento de los plazos establecidos en el procedimiento y el momento en que al tribunal itinerante le corresponda instalarse en una determinada localidad.  Prefiere, en lo personal,  examinar con mayor detención la posibilidad de aumentar los juzgados en lo penal.

	Los representantes del Ejecutivo hicieron saber que no sólo se debe pensar en el traslado de los jueces y funcionarios, sino también en toda la infraestructura que es necesaria para que se realicen las audiencias.

	No hubo resolución alguna sobre el tema de los tribunales itinerantes.

Regiones V a XII

Como observación de carácter general, cabe señalar que en el proyecto del Ejecutivo los tribunales en lo penal están concentrados en San Felipe, San Antonio y Valparaíso.

El Diputado señor Walker, don Ignacio, estimó que en la V Región interior era necesario efectuar una modificación para obtener  mayor equilibrio en el nivel de la región.

Propuso, junto al Diputado señor Bustos, don Juan, disminuir un tribunal oral en lo penal en Valparaíso y otro en San Felipe. En el primer caso, se le sacaría el conocimiento de las causas de Puchuncaví, Quintero, Quillota, Limache y Olmué. En el otro, San Felipe no conocería las causas de La Ligua, Papudo, Zapallar, Petorca y Cabildo, es decir, de toda la provincia de Petorca.

Las dos salas, que se sacarían de Valparaíso y San Felipe, se deberían instalar en Quillota, con lo cual se lograría un equilibrio perfecto.

El Diputado señor Coloma manifestó que lo importante era definir algunos criterios para todas las regiones del país, de manera de lograr una mejor administración con lo que hay, es decir, sin aumentar el número de tribunales orales.

Para tal efecto, sugirió incorporar el concepto provincial, por ejemplo, estableciendo que en cada provincia que tenga más de cien mil habitantes habrá un tribunal oral en lo penal. Lo mismo debería ocurrir en toda ciudad que tenga más de doscientos mil habitantes.

De acuerdo con ese criterio, sería lógico que en la V Región Viña del Mar contara con un tribunal oral en lo penal.

La Diputada señora Soto, doña Laura, adhirió a la proposición anterior.

El Diputado señor Rincón estuvo también de acuerdo en reforzar los aspectos provinciales y comunales, tomando en consideración las formas de desplazamiento de las gente.

El Diputado señor Bartolucci adhirió a lo que se ha planteado, también desde una perspectiva estratégica, de modo que la gente no quede con la impresión de que le retiraron los juzgados del crimen.

Los representantes del Ejecutivo, frente a las proposiciones planteadas por los señores Diputados, expresaron que el Gobierno admite flexibilizaciones y perfeccionamientos que vayan en la línea del acceso a la justicia y de mantener el criterio de no eliminar juzgados en lugares en que ya existían.

Más allá de si resulta razonable el tema de las provincias, lo importante no es recibir proposiciones individuales de los Diputados, sino que la Comisión llegue a un cierto modelo que abarque el conjunto de las regiones, y consensuar un mapa de distribución, el cual se podría discutir con la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado. 

En la VI Región, se observó una fuerte concentración en la capital regional, que es Rancagua. El tribunal oral en lo penal, con asiento en esa ciudad, tiene competencia sobre toda la Región.

Los representantes del Ejecutivo hicieron saber que en la VI Región hay más fiscalías que juzgados de garantías porque existen localidades, tales como Las Cabras, a las que no resulta necesario llevar un juez de garantías, debido a la cantidad de causas que se conocen en ellas. La distancia y los accesos hacen que, al menos, la fiscalía, es decir, el lugar donde ingresa el problema penal, esté más cerca de la gente.

El Diputado señor Pérez, don Aníbal, señaló que el criterio más importante por considerar es el acercamiento de la justicia a la gente. Sin embargo, en el caso de la VI Región, el hecho de crear solamente un tribunal oral en lo penal, donde existen cerca de seiscientos mil habitantes y en que la distancia entre la capital de la región, que es Rancagua, y comunas importantes, es superior a los 180 ó 200 kilómetros, se produce el efecto contrario.

Propuso ubicar alguna sala en Santa Cruz, que es una comuna equidistante de la serie de comunas que estarían bajo la jurisdicción de ese tribunal oral en lo penal, el cual atendería a las provincias de Colchagua y Cardenal Caro.

El otro criterio que hay que analizar es el territorial, ya que existen comunas que no son vecinas unas con otras y aparecen unidas con un juzgado de garantías. Por lo mismo, estimó necesario reestudiar la agrupación de comunas que son atendidas por un juzgado de garantías.

El Diputado señor Rincón manifestó que, aparentemente, lo que geográficamente se ve como obvio, a la hora de conocer las carreteras no tiene nada que ver con la realidad. 

Por ejemplo, entre Coltauco y Las Cabras, nadie va a Las Cabras. La gente va a Doñihue o a Rancagua; entonces, la fiscalía allá tampoco tiene mucho sentido. 

Reafirmó el criterio de que, al margen de Rancagua, debería existir un tribunal oral en lo penal en Santa Cruz.

El Diputado señor Coloma indicó que los criterios son muy importantes. Si se acoge el provincial, le correspondería a la capital de la provincia de Colchagua, es decir, a San Fernando, tener un tribunal oral en lo penal.

En relación con la VII Región, se hizo saber que estaba cubierta con tres tribunales orales en lo penal, con diversos juzgados de garantías y, fundamentalmente, con fiscalías. 

Existen dos localidades en donde sólo existen fiscalías y no juzgados de garantías.

El hecho de que existan fiscalías que no tengan juzgados de garantía tiene una doble justificación, porque, en el marco del nuevo sistema, la fiscalía es el órgano que en el fondo representa a la víctima, lo cual genera una interacción para recabar antecedentes. Se tiene al órgano que persigue la responsabilidad criminal cerca de la gente.

Se debe considerar, además, que normalmente las ubicaciones de las fiscalías corresponden a los lugares en que existen tenencias de Carabineros de Chile. La fiscalía supone, como una definición explícita, el tema del control sobre la actividad policial en la jurisdicción respectiva.

El Diputado señor Bustos hizo presente la necesidad de que en aquellos lugares en que no exista juez de garantías y sólo funcione una fiscalía, las distancias entre ambas sean pequeñas.

El Diputado señor Coloma sugirió que, en vez de cinco salas en Talca, hubiera dos en Talca, dos en Curicó y una en Linares.

Reiteró el criterio planteado en sesiones anteriores en relación con la necesidad de que los lugares que cuenten con juzgados del crimen no los pierdan.

En relación con la VIII Región, se hizo saber que los tribunales orales en lo penal se ubican en Concepción, Los Ángeles y Chillán.

El Diputado señor Coloma fue de parecer de establecer un tribunal oral en lo penal en Talcahuano.

A la proposición anterior, los representantes del Ejecutivo contestaron expresando que si se considera el criterio de la población y el de no sacar juzgados de donde hoy existen, habría que considerar la variable de la distancia. Por ejemplo, si se habla de 50 kilómetros pavimentados con buenos servicios de transporte público, no tiene sentido apegarse estrictamente al criterio de la distribución provincial.

El Diputado señor Coloma retrucó diciendo que si bien esos podrían ser los  criterios a adoptar, ello supondría que la Región Metropolitana de Santiago no tendría por qué contar con diez juzgados distintos. No es consistente decir que la Región Metropolitana de Santiago se puede dividir y el resto del país, no.

Le pareció razonable que se dividiera  la Región Metropolitana de Santiago, pero opinó que ese mismo criterio debería aplicarse al resto del país.

El Diputado señor Rincón reafirmó la posición del Diputado Coloma respecto a la necesidad de que Talcahuano tenga un tribunal oral en lo penal, añadiendo su preocupación por Arauco, que tiene mucho más de cien mil habitantes.

En relación con la IX Región se hizo presente que se vuelve al hecho de la concentración, con la diferencia de que Temuco es el centro de la región. También existe el caso de cuatro localidades en que hay fiscalías sin que estén acompañadas de juzgados de garantía.

El Diputado señor Coloma señaló que, de acuerdo con el criterio que ha sustentado hasta el momento, Angol, capital de la provincia de Malleco, debería contar con un tribunal oral en lo penal, ya que esa provincia tiene más de doscientos mil habitantes.

Sobre la situación de Purén, se indicó que había un problema por resolver.

Por el nuevo artículo 15 del Código Orgánico de Tribunales se crea un juzgado de garantías en Purén. Por el artículo 15 bis del mismo Código, se señala que el juez de letras de Purén cumplirá las funciones de juez de garantías en la respectiva jurisdicción. En las enmiendas que se introducen en el artículo 36 del Código Orgánico de Tribunales, se agrega un acápite segundo nuevo, para incorporar precisamente un juzgado con asiento en la comuna de Purén, con jurisdicción sobre las comunas de Purén y Los Sauces. Por último, el artículo 6º del proyecto, crea un juez de letras en Purén, con competencia sobre las comunas de Purén y Los Sauces.

Los representantes del Ejecutivo expresaron que se había incurrido en un error al incorporar a Purén como juzgado de garantías. Es una de las situaciones en que el estudio de la Universidad Católica de Valparaíso planteó crear un juzgado de garantías. Pero, luego de analizar los antecedentes, el Ministerio se dio cuenta de que parecía más razonable crear un juzgado de letras al cual se le dotaría  con  la competencia de uno de garantías.

El Diputado señor Elgueta manifestó que estaba conforme con la distribución efectuada en esta zona, salvo el caso de Los Muermos, en donde es  necesario establecer un juzgado de garantías o, al menos, darle al actual juzgado de letras funciones de juzgado de garantías.

Agregó que el tribunal oral en lo penal quedará en Ancud. Como la capital de la provincia es Castro, se podría crear más de algún problema.

El Diputado señor Coloma indicó que en esta región se podría analizar la idea de la Diputada Guzmán acerca de los tribunales "itinerantes", es decir, que se puedan movilizar a distintos lugares.

En relación con las regiones XI y XII no se formularon observaciones.

Región Metropolitana de Santiago.

Como cuestión previa, hay que decir que el modelo de la Universidad Católica de Valparaíso no se refiere a la Región Metropolitana de Santiago. 

En tal virtud, la distribución que aparece en el proyecto la hizo el Ministerio de Justicia, más que por razones de distancias, basándose en criterios tales como número de causas y cantidad de población.

El Diputado señor Coloma expuso que resultaba aconsejable que la provincia de Talagante tuviera un tribunal oral en lo penal con dos salas, lo que se obtendría sacándole un juzgado a la provincia del Maipo y uno a la de Melipilla.

El Diputado señor Bustos, don Juan, señaló que los criterios de competencia y jurisdicción serán básicos para determinar dónde se encontrarán los tribunales orales en lo penal. El criterio de provincia podría ser discutible. Por ejemplo, dentro de ella existirá un pueblo que esté más cerca de una ciudad que de otra, con lo cual se tendrá que ser considerado el parámetro de la distancia y el de las vías de acceso.

---------

	A estas alturas del debate, la Comisión encomendó al Secretario que hiciera un cuadro con la distribución geográfica de los tribunales, de acuerdo con el Código Orgánico de Tribunales y el proyecto de ley que lo modifica.

--------

Dicho cuadro fue puesto a disposición de la Corporación y, por su intermedio, de todos los Diputados, con fecha 20 de enero de 1999, con el fin de que hicieran llegar las observaciones que la distribución les mereciere, con plazo hasta el día 9 de marzo recién pasado. 

--------

	Dentro del plazo recién indicado, hicieron llegar sus observaciones los Diputados Bustos, don Juan; Caraball, doña Eliana; Coloma, Elgueta, Muñoz, doña Adriana; Masferrer, Nuñez, Pérez, don Aníbal; Prokurica, Rincón y Sciaraffia, doña Antonella.

	El señor Bustos, don Juan, propuso crear una sala de tres jueces del tribunal oral en lo penal en la comuna de Quilpué, con competencia sobre las comunas de Quilpué y Villa Alemana.

	La señora Caraball propuso crear un tribunal oral en lo penal en San Ramón, integrado por tres jueces y con competencia sobre las comunas de San Ramón y El Bosque.

	De igual forma, propuso crear un juzgado de garantías en las comunas de San Ramón y El Bosque, con un juez cada uno y con competencia sobre la respectiva comuna.

	El señor Coloma hizo una proposición global, destinada a modificar la distribución de los tribunales orales en lo penal, pero manteniendo el número total de jueces.

	En la II Región, propuso crear un tribunal oral en lo penal en Calama, con tres jueces, restándole una sala al tribunal de Antofagasta.

	En la V Región, propuso crear un tribunal en Quillota, restándole una sala al tribunal de San Felipe. Otro en Viña del Mar, restándole dos salas a Valparaíso.

	En la VI Región, propuso crear un tribunal en San Fernando con dos salas, que se restan al tribunal de Rancagua.

	En la VII Región, propuso crear un tribunal de dos salas en Curicó, y uno de una sala en Linares, que se restan al tribunal de Talca.

	En la VIII Región, propuso crear un tribunal de dos salas en Talcahuano, que se restan al tribunal de Concepción.

	En la IX Región, propuso crear un tribunal de una sala en Angol, que se resta del tribunal de Temuco.

	En la Región Metropolitana de Santiago, propuso crear un tribunal de dos salas en Talagante, que se restan de los tribunales de San Bernardo y Melipilla.

	El señor Elgueta propuso que el tribunal de letras de Los Muermos asumiera como juez de garantías.

	La señora Muñoz, doña Adriana, propuso que el juez de letras de Combarbalá asumiera como juez de garantías en su respectiva jurisdicción.

	El señor Masferrer propuso crear un tribunal oral en lo penal en San Fernando, integrado por seis jueces, con competencia sobre las provincias de Colchagua y Cardenal Caro, que se restan del tribunal de Rancagua, que mantendría competencia sólo sobre la provincia de Cachapoal.

	Los señores Nuñez, Pérez, don Aníbal, y Rincón, hicieron una propuesta conjunta.

	Acorde con ella, el juzgado de garantías de Rancagua quedaría conformado por cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Rancagua, Machalí y Olivar. 

	El juzgado de garantías de San Vicente, quedaría conformado por dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Vicente, Pichidegua, Peumo y Las Cabras.

	El de Rengo, quedaría conformado por dos jueces y con competencia sobre las comunas de Quinta de Tilcoco, Rengo, Malloa y Requínoa.

	Se crearía uno en Doñihue, con un juez y con competencia sobre las comunas de Coltauco y Coinco.

	El juzgado de letras de Peumo dejaría de tener competencia como juez de garantías.

	El tribunal oral en lo penal de Rancagua quedaría conformado por nueve jueces y con competencia sobre la provincia de Cachapoal.

	Se crearía un tribunal en Santa Cruz, integrado por seis jueces, con competencia sobre las provincias de Colchagua y Cardenal Caro.

	El señor Prokurica propuso crear un tribunal oral en lo penal en Vallenar, con tres jueces, que se restan del tribunal de Copiapó, con competencia sobre todas las comunas de la provincia de Huasco.

	Llamó la atención, además, sobre el hecho de que en la III Región sólo los jueces de letras de Chañaral y Caldera asumirían como juzgados de garantías, no así el de Freirina, lo que le parece altamente inconveniente.

	La señora Sciaraffia, doña Antonella, pidió crear un tribunal oral en lo penal en Pozo Almonte, integrado por tres jueces, con competencia sobre las comunas de Huara, Colchane, Camiña, Pica y Pozo Almonte.

	Pidió, además, que el juez de letras de Pozo Almonte cumpliera funciones de juez de garantías en su jurisdicción.

Todas estas proposiciones fueron, posteriormente, analizadas y debatidas en la Comisión, con la asistencia de los representantes del Ejecutivo.

En la I Región, la Diputada señora Sciaraffia, al explicar su iniciativa sobre la creación de un juzgado oral en Pozo Almonte, señaló que hoy existe un juzgado de letras, al cual se le dan atribuciones de juez de garantías. 

Los magistrados de la zona manifestaron su inquietud porque Pozo Almonte tiene competencia sobre todas las comunas rurales de la provincia de Iquique, las cuales tienen un acceso complicado a la comuna de Iquique. Además, el tribunal que existe actualmente tendrá que actuar como juez de garantías y ver todas las demás causas, entre las cuales destaca el tema de las concesiones mineras y el tráfico de drogas. 

Por tal razón, se pide la creación de un juzgado especial de garantía o que se cree derechamente un tribunal oral en lo penal.

Los representantes del Ejecutivo expresaron que no compartían la idea de crear un tribunal oral en lo penal en la comuna de Pozo Almonte, porque, utilizando todos los criterios que se han usado para el resto del país, tales como el ingreso de causas y el porcentaje de utilización de tribunal, incluyendo la proyección al año 2005, ello se aparta de todos los parámetros.

El número de causas estimadas para el año 2005 es apenas de ochocientas. 

La proposición del Ejecutivo para Pozo Almonte fue que ahí funcione el juzgado de letras con atribuciones de juez de garantía.

La Diputada señora Guzmán expresó que se trata de los típicos casos en que debería funcionar una "sala itinerante", por lo que exigió que el Ejecutivo se pronunciara sobre su factibilidad.

El Diputado señor Coloma preguntó si habría diferencia entre un juzgado de garantías y un juez de letras que tenga atribuciones de juez de garantías.

Se aclaró por los representantes del Ejecutivo que no era lo mismo y que estos juzgados mixtos se crean porque, en rigor, no se justificaba tener un juzgado de garantías, porque el porcentaje de causas que iba a tener sería muy bajo y no justificaba el gasto.

Sobre la creación de un tribunal oral en lo penal en Calama, restándole uno a Antofagasta, se hizo saber que la proyección de causas criminales para Calama al año 2000 era de seis mil setecientas y para el año 2005 de ocho mil.

En Antofagasta, la proyección de causas para el año 2000 es de quince mil y para el año 2005 de dieciocho mil.

El Diputado señor Coloma, al referirse a la II Región, recordó que se acordó proponer al Ejecutivo que el actual juzgado de letras de Freirina pase a ser mixto, es decir, que pase a tener funciones de juez de garantías.

La Diputada señora Muñoz, doña Adriana, señaló que el actual juzgado de Combarbalá pierde su competencia en materia penal y, además, se plantea un traslado a Illapel. Ahí existe un problema de ubicación geográfica que hace imposible un buen funcionamiento.

Los representantes del Ejecutivo hicieron saber que esa inquietud estaba recogida  y que la idea era tener el mismo criterio que se utilizó para Freirina, es decir, un juzgado mixto.

El Diputado señor Walker, don Ignacio, respecto a la V Región, indicó  que la idea era establecer dos salas en San Felipe y dos en Quillota, quitándole una a Valparaíso y una a San Felipe.

Quillota pasaría a tener jurisdicción sobre La Ligua, Papudo, Zapallar, Petorca, Cabildo, La Calera, Nogales, La Cruz e Hijuelas, que de acuerdo al proyecto estaban en San Felipe, y sobre las comunas de Quintero, Puchuncaví, Quillota, Limache y Olmué.

El Diputado señor Coloma propuso, adicionalmente, establecer un tribunal oral en lo penal en la ciudad de Viña del Mar, con dos salas, que se restan a Valparaíso.

El Diputado señor Bartolucci precisó que si se crean tribunales orales en lo penal en Viña del Mar, resulta lógico que la gente de Quilpué y Villa Alemana litigue penalmente en Viña del Mar, a menos que se cree un tribunal en Quilpué.

En relación con la VI Región, los representantes del Ejecutivo recordaron que, de acuerdo con el esquema del Diputado Coloma, a Rancagua se le quitarían dos salas en lo penal, las cuales se instalarían en San Fernando.

El Diputado señor Rincón señaló que su propuesta es que, en vez de San Fernando, esas dos salas se instalen en Santa Cruz, porque se trata de una comuna que es el punto intermedio de las provincias de Colchagua y Cardenal Caro.

Respecto de los jueces de garantías, propuso que en Rancagua queden cuatro, con competencia sobre las comunas de Rancagua, Machalí y Olivar. En San Vicente, dos jueces de garantías con competencia sobre las comunas de San Vicente, Pichidegua, Peumo y Las Cabras. En Rengo, dos jueces de garantías con competencia sobre las comunas de Quinta de Tilcoco, Rengo, Malloa y Requínoa. En Doñihue debería haber un juez de garantías con competencia sobre las comunas de Coltauco, Doñihue y Coinco.

El Diputado señor Coloma  señaló que la propuesta del Diputado Rincón tiene el problema de que deja a Peumo sin juzgado y la Comisión asumió que en todos los lugares donde actualmente existen juzgados, ellos se mantendrían.

El Diputado señor Rincón expresó que compartía lo señalado por el Diputado Coloma. 

Lo importante es que el Ejecutivo esté dispuesto a realizar ese mayor gasto.

En relación con la VII Región, los representantes del Ejecutivo recordaron que la propuesta hecha en la Comisión era crear dos salas en Curicó, una en Linares y restarle tres a Talca.

El Diputado señor Coloma  preguntó sobre la situación de Curepto.

Los representantes del Ejecutivo le respondieron que allí el actual juzgado de letras pasaría a tener funciones de juez de garantías.

En relación con la VIII Región, el Diputado señor Coloma sugirió  que se podrían establecer dos salas en Talcahuano y una en Arauco. En ese caso, Concepción quedaría con tres salas.

En relación con la IX Región, los representantes del Ejecutivo recordaron que, de acuerdo con la propuesta del Diputado Coloma, habría que establecer una sala en lo penal en la comuna de Angol, la cual se sacaría de Temuco.

En relación con la X Región, el Diputado señor Coloma hizo saber que los Senadores y Diputados de la zona consideran más razonable que el juzgado oral en lo penal se ubique en Castro, en vez de en Ancud.

El Diputado señor Elgueta recordó que la capital de la provincia es Castro.

Los representantes del Ejecutivo dejaron constancia que no se habían efectuado proposiciones de modificación del proyecto del Ejecutivo respecto de las regiones IX y XII.

En relación con la Región Metropolitana de Santiago, los representantes del Ejecutivo explicaron que aquí no se ha considerado el factor distancia, sino que básicamente el porcentaje de utilización del tribunal. 

El 60% de los delitos del país se cometen en la Región Metropolitana.

Analizando los diferentes casos, señalaron que en Colina no hay  inconvenientes. Tendría dos salas, con competencia sobre Tiltil, Colina y Lampa. 

En Cordillera, habría tres salas para Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

En San Bernardo, la propuesta original del ministerio incorporaba cuatro salas, con jurisdicción sobre San Bernardo, Buin, Paine, Calera de Tango y Peñaflor. La idea del Diputado Coloma es bajarla a tres salas y sacar a Peñaflor, que pasa a integrar el nuevo juzgado de Talagante.

La provincia de Talagante tendría dos salas, de las cuales una se sacaría de Melipilla y otra de San Bernardo.

Melipilla, que en la propuesta del Ejecutivo tenía tres salas, quedaría con dos, sin Talagante, Isla de Maipo, El Monte y Padre Hurtado, los que pasarían a la jurisdicción del nuevo juzgado de Talagante.

La nueva propuesta implica hacer algunas adecuaciones en el territorio jurisdiccional de los juzgados de garantías, de manera de hacerlos coherentes con el juzgado en lo penal al cual llevarían sus causas.

La Diputada señora Guzmán preguntó cuál será el número de causas que corresponderá conocer a cada sala de los tribunales orales en lo penal.

Los representantes del Ejecutivo le respondieron que la estimación realizada en el estudio de la Universidad Católica de Valparaíso señala que el 10% de las causas que llegan a los tribunales de garantías pasarán a los tribunales orales en lo penal.

En términos muy globales, se atrevieron a decir que, de la proyección del total de causas criminales, entre cinco mil a seis mil corresponden a una sala.

Al tocar el tema de la provincia de Santiago, expresaron  que se había trabajado en torno al número de causas destinadas y, en función de eso, se había procedido a organizar la zona en un total de diez tribunales con competencia en lo penal. 

Teniendo presente la discusión efectuada en la Comisión y con el afán de privilegiar la ubicación de juzgados en lo penal en las distintas capitales de provincia, se optó por revisar la distribución que había en Santiago y, en el fondo, reducir de diez a siete los asientos jurisdiccionales.

Habría un Tribunal en la comuna de Santiago, con cinco salas, que tendrán jurisdicción sobre Santiago, Cerrillos, Lo Espejo y Pedro Aguirre Cerda. 

La primera gran modificación es Estación Central, en la que habría ocho salas. Maipú se mantiene con cuatro salas. Conchalí tomaría parte de Independencia y Recoleta, contando con siete salas.

A Las Condes, con ocho salas, se le agrega Providencia, Ñuñoa y La Reina, 

En San Miguel, habría ocho salas y asumirían la jurisdicción sobre San Joaquín y La Granja.

En La Florida estaría el tribunal más grande del país con nueve salas.

Agregaron que, en la actualidad, en el área de Santiago hay cuatro asientos jurisdiccionales en materia criminal. Éstos son Santiago, San Miguel, Pudahuel y La Florida.

Se discutió bastante la situación de Pudahuel. El problema que tiene es que las comunas que comprendería esa jurisdicción son Lo Prado, Estación Central, Pudahuel, Cerro Navia y Quinta Normal, y Pudahuel es la comuna más lejana. Actualmente, los tribunales están ubicados en el sector de San Pablo.

Se estimó que resultaba más fácil que los habitantes de esas comunas se trasladaran a Estación Central que a Pudahuel.

El Diputado señor Coloma  señaló que si así se acordaba, se iba a generar un problema, ya que históricamente ha existido tribunal en Pudahuel.

--------

Como consecuencia de las observaciones planteadas, los representantes del Ejecutivo se comprometieron a efectuar un nuevo análisis de esta materia.

--------

Atendido el sinnúmero de observaciones formuladas, la Comisión estimó pertinente efectuar una revisión final, con el objeto de facilitar la redacción de la indicación que presentará el Ejecutivo.

Los representantes del Ejecutivo explicaron que, en la I Región, se mantienen dos salas en lo penal con asiento en la comuna de Arica y tres en la comuna de Iquique.

En la II Región, se agrega una sala en la comuna de Calama y quedan tres en Antofagasta.

La III Región mantiene la composición de la propuesta inicial, es decir, tres salas en lo penal con asiento en la comuna de Copiapó.

Hacen presente que se descartó la idea de una sala en Vallenar porque se aparta de los parámetros contemplados en el nivel nacional, especialmente en lo referido al porcentaje de utilización del tribunal.

En la IV Región, se dispone la creación de cuatro salas en lo penal, tres con asiento en la comuna de La Serena y una en Ovalle.

La V región presenta modificaciones respecto de la propuesta inicial. En efecto, se crearán dos salas en San Felipe, cuatro en Valparaíso, dos en San Antonio, dos en Quillota y tres en Viña del Mar.

Respecto de la posibilidad de crear una sala en Quilpué, señalaron que se desechó esa opción, pero sus habitantes, en vez de litigar en Valparaíso, como era la propuesta inicial, lo harán en Viña del Mar.

En la VI Región, la nueva propuesta del Ejecutivo contempla tres salas con asiento en Rancagua y dos salas con asiento en Santa Cruz.

El Diputado señor Coloma pidió que se estudie cambiar el asiento de las salas de Santa Cruz a San Fernando, que es la capital de provincia.

En la VII Región se contemplan dos salas en Talca, una en Curicó y dos en Linares.

La razón está en el número de causas. Linares tiene un ingreso de doce mil quinientas causas y Curicó de doce mil.

Se estudiará la proyección de causas para tomar la decisión definitiva.

En la VIII Región, se propone crear dos salas en Los Angeles, dos en Chillán, cinco en Concepción, dos en Talcahuano y una en Arauco.

La Comisión estimó que resultaba  mejor ubicar una sala en la comuna de Cañete que en Arauco.

En la IX Región se ubicarán cuatro salas en Temuco y una en Angol.

En la X Región, se establecen dos salas en Valdivia, dos en Osorno, dos en Puerto Montt y una en Ancud.

El Diputado señor Elgueta señaló que el acuerdo de la Comisión es establecer una sala  en Castro en vez de Ancud.

En la XI Región habrá una sala con asiento en Coihaique.

La XII Región tendrá dos salas, con asiento en Punta Arenas.

El Diputado señor Espina, refiriéndose a la Región Metropolitana de Santiago, expresó que no le parecía adecuado que las comunas de Nuñoa y Providencia queden bajo la jurisdicción de los tribunales orales que se propone instalar en la comuna de Santiago.

El objetivo básico de esta nueva normativa es crear juzgados para que la gente pueda tener fácil acceso a ellos y todos saben que el gran problema actual es la concentración de los tribunales en Santiago.

Añadió que Ñuñoa y La Reina son comunas que están mucho más vinculadas. Recuerda que las comunas originales de Santiago eran Las Condes, que incluía a esa comuna y las que son actualmente Lo Barnechea y Vitacura; Ñuñoa, que agrupaba parte de Providencia, una parte de Macul y La Reina.

La división de las comunas se hizo para formar unidades más pequeñas.

El Diputado señor Walker, don Ignacio, señaló que se debía rescatar el principio inicial. 

Si bien Santiago se redujo, porque había muchas localidades con tribunales orales en lo penal, sin embargo, ello no puede llevar a que se afecten las proximidades naturales.

El Diputado señor Espina fue de parecer que se deben unir las comunas de Las Condes, Vitacura y Lo Barnechea bajo una misma jurisdicción. Por otra parte, se deben unir La Reina, Providencia y Ñuñoa con tribunales que tengan asiento en Ñuñoa.

El Diputado señor Bustos, don Juan, recordó que en la propuesta inicial del Ejecutivo, entre Ñuñoa y Macul sumaban diez salas. Posteriormente, se cambió aquello y puede observarse que Santiago de cinco sube a ocho salas y desaparecen Ñuñoa, Macul y Providencia, que son absorbidas por otras comunas, con lo cual se produce una dispersión.

Si se analiza el tema desde el punto de vista geográfico y desde el punto de vista de la población, se encuentra que entre Ñuñoa, Macul y Providencia casi no hay fronteras. Hay un ambiente geográfico común que se está destruyendo a través de esta propuesta, lo cual resulta ilógico.

Los representantes del Ejecutivo explicaron que esta última propuesta está fundamentada en los criterios utilizados para revisar todo el país. Hay que guardar algún nivel de concordancia, para no ser acusado de centralista o de que el nivel de satisfacción por vías de acceso y congestión será distinto para la Región Metropolitana que para el resto del país.

El análisis de que las comunas de Macul, Ñuñoa y Providencia sean una unidad geográfica y que tienen patrones culturales y cierta realidad histórica comunes, no tiene nada que ver con lo que se está analizando. 

Aquí se trata de colocar un tribunal oral que verá el 10% de las causas penales que ingresan en un lugar de relativo fácil acceso. Los accesos de Ñuñoa y Providencia hacia el centro de Santiago no tienen ninguna dificultad, más aún si se los compara con las dificultades de acceso de regiones aisladas, en que se tienen que recorrer 500 o 600 kilómetros.

Si se utilizara el mismo patrón que se pide para la Región Metropolitana se debería crear un número de tribunales superior en cinco veces al que efectivamente se propone.

El Diputado señor Espina señaló que sostener que es más fácil trasladarse de Ñuñoa o de Providencia al centro de Santiago es absolutamente equivocado. Si hay un punto de tremendo atascamiento es particularmente el acceso de las comunas de la zona oriente al centro. No hay duda de que es más fácil el desplazamiento de sur a norte que de oriente a poniente en Santiago. Tanto es así, que el tráfico se está desviando de sur a norte.

Lo correcto es que se aglutine la comuna de Las Condes como tal y, en otro centro, se agrupe a Ñuñoa, Providencia y La Reina, ubicando el punto intermedio de las tres, que es naturalmente la comuna de Ñuñoa.

El Diputado señor Luksic sostuvo que se debería incluir a Estación Central, Quinta Normal, Independencia y Recoleta en Santiago, lo cual permitiría configurar un polo que descentralizaría.

El Diputado señor Cardemil fue partidario de mantener dentro de las jurisdicciones los límites comunales intactos.

Añadió que Independencia y Recoleta podrían quedar en Santiago.

Los representantes del Ejecutivo indicaron que se ha intentado mantener un equilibrio en la totalidad de Santiago, de manera que no quede ninguna área sin cubrir con un tribunal cercano.

Si se mira el mapa de Santiago, se puede observar que hacia la zona norte se ha ubicado un tribunal en lo penal, de modo que esa gente no tenga que llegar al centro de Santiago.

En la zona poniente de Santiago hay otro gran núcleo donde se reúne al sector de Pudahuel, Cerro Navia y Lo Prado, donde existe un porcentaje muy alto de causas, con el añadido de que hoy en Pudahuel existen tribunales del crimen y, por tanto, se debe generar en torno a esa comuna otro núcleo de tribunales en lo penal.

En Maipú se necesita crear un tribunal en lo penal.

San Miguel, históricamente ha contado con los tribunales en lo penal, donde, además, existe una Corte de Apelaciones y requiere la generación de otro núcleo.

La Florida también necesita tribunales en lo penal. Entonces, van quedando sólo dos asientos para incorporar toda el área de Santiago. 

Es imposible pensar que se puedan tener asientos en Las Condes y en Ñuñoa, porque concentran en la zona oriente dos juzgados en lo penal que desnivelan el mapa que se intenta construir en torno a Santiago.

El Diputado señor Coloma dijo no compartir el criterio de que no pueda haber, al mismo tiempo, dos juzgados en Ñuñoa y Las Condes, porque serían muy cercanos. Pone, como ejemplo, el hecho de que Independencia está a quince cuadras de Santiago y existen dos asientos.

El Diputado señor Walker, don Ignacio, propuso revisar cada uno de los asientos de la Región Metropolitana de Santiago y así se acordó.

En Colina, la propuesta contempla dos salas con jurisdicción sobre las comunas de Tiltil, Colina y Lampa.

En San Bernardo, habrá tres salas, con jurisdicción sobre Calera de Tango, San Bernardo, Buin y Paine.

En Talagante, habrá dos salas, con jurisdicción sobre las comunas de Padre Hurtado, Peñaflor, El Monte, Isla de Maipo y Talagante.

En Melipilla, se propone crear una sala, con jurisdicción sobre las comunas de Curacaví, María Pinto, Melipilla, San Pedro y Alhué.

El Diputado señor Coloma estimó pertinente resaltar que existe un problema en esta propuesta del Ejecutivo, debido a que se disminuye un juzgado en la zona rural conformada por Melipilla, San Bernardo y Colina. En efecto, en las propuestas anteriores se creaban nueve juzgados y hoy sólo hay ocho, a lo cual los representantes del Ejecutivo indicaron que la razón es el número de causas que conocerán esos tribunales.

En todo caso, manifestaron su disposición a estudiar esa medida.

En Puente Alto, existirán tres salas, con jurisdicción sobre las comunas de San José de Maipo, Puente Alto y Pirque.

En Independencia, se propone la creación de siete, con jurisdicción sobre las comunas de Independencia, Recoleta, Quilicura, Huechuraba, Conchalí y Renca.

La Diputada señora Guzmán, refiriéndose al tribunal con asiento en la comuna de Independencia, dijo que Independencia y Recoleta tienen las principales vías públicas de conexión con Santiago, razón por la cual resultaría razonable que se las incluyera en el tribunal de Santiago.

El Diputado señor Luksic precisó que lo lógico sería que el asiento estuviera en Conchalí y no en Independencia. De Huechuraba a Independencia hay mucha distancia.

Los representantes del Ejecutivo quedaron de reestudiar este punto.

En La Florida se crean nueve salas, con jurisdicción sobre las comunas de Macul, Peñalolén y La Florida.

En San Miguel, habrá nueve salas, con jurisdicción sobre las comunas de San Miguel, San Ramón, La Pintana, La Cisterna, El Bosque, San Joaquín, La Granja, Lo espejo y Pedro Aguirre Cerda.

En Maipú se crean seis salas, con jurisdicción sobre las comunas de Maipú y Cerrillos.

En Pudahuel se propone la creación de seis salas, con jurisdicción sobre Lo Prado, Pudahuel y Cerro Navia.

Respecto de Las Condes, la propuesta del Ejecutivo es que se creen ocho salas con asiento en esa comuna y jurisdicción sobre Lo Barnechea, La Reina, Vitacura y Las Condes.

En Santiago, se propone crear ocho salas, con jurisdicción sobre las comunas de Santiago, Estación Central, Quinta Normal, Providencia y Ñuñoa.

La Comisión estimó necesario modificar ese criterio, estableciendo que habrá un tribunal con asiento en la comuna de Providencia, con jurisdicción sobre las comunas de Providencia, Ñuñoa, Las Condes, Vitacura, La Reina y Lo Barnechea.

En Santiago habría un tribunal con jurisdicción sobre las comunas de Santiago, Estación Central y Quinta Normal.

El Diputado señor Cardemil pidió  que se estudiara la posibilidad de incluir en Santiago a Independencia y Recoleta.

El Diputado señor Coloma insistió en la necesidad de restablecer la sala que con esta propuesta se le está quitando a la zona rural de la Región Metropolitana.

Añadió que se debe estudiar con precisión la competencia que tendrán las Cortes de Apelaciones. Por ejemplo, el juzgado civil que tiene competencia en Curacaví está ubicado en Casablanca y, en consecuencia , depende de la Corte de Apelaciones de Valparaíso. Sin embargo, con estos cambios, los jueces en lo penal pasarían a depender de la Corte de Apelaciones de San Miguel.

--------

Las observaciones y proposiciones anteriores fueron recogidas en una indicación del Ejecutivo, a la cual la Comisión prestó aprobación con modificaciones, quedando en definitiva la localización de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal establecida en los términos que se indican en el proyecto aprobado por la Comisión, que figura al final de este informe.

Jurisdicción militar.

	El proyecto original modifica algunos artículos relacionados con la competencia que, en forma indirecta, afectan la jurisdicción militar.

	Así, por ejemplo, se sustituye el artículo 163, con el fin de establecer que, si siendo muchos los imputados de un delito hubiere entre ellos individuos sometidos al fuero militar y otros que no lo estén, serán competentes los tribunales militares para juzgar a los primeros y los ordinarios a los segundos.

	La nueva disposición difiere del actual artículo 169, que se propone derogar, en virtud del cual, si siendo muchos los responsables de un delito o de varios delitos conexos, hubiere entre ellos individuos sometidos a los tribunales militares y otros que no lo estén, el tribunal competente para juzgar a los que gozan de fuero juzgará también a todos los demás.

La propuesta del Ejecutivo es que, si hay muchos imputados en un delito, los que tuvieren fuero militar van a los tribunales militares y los civiles van a los tribunales civiles. 

Los representantes del Ejecutivo explicaron que existen dos tipos de razones para esta modificación. Una, técnico-política, es que el ámbito de competencia de la justicia militar es excesivo. La otra, exclusivamente técnica, es que no tiene sentido establecer reglas de acumulación de causas en un sistema de índole acusatorio, porque sólo tiene lógica la acumulación en un sistema de instrucción formal, donde quien hace la investigación es el juez y, por tanto, se establecen reglas perentorias procedimentales para acumular causas. 

En el sistema futuro, las reglas de acumulación perderán sentido, ya que habrá un fiscal investigando, el que, además, hará una instrucción informal que no tendrá valor de prueba.

Después de un amplio debate sobre el tema, se acordó mantener el sistema exactamente como está ahora, a la espera del proyecto de ley que se ha anunciado y que resolverá, en su integridad, el tema de la justicia militar y su ámbito de competencia.

	Por la misma razón y para no innovar, se acordó mantener la norma que permite la existencia de ministros en visita extraordinaria cuando se tratare de la investigación de hechos o de pesquisar delitos cuyo conocimiento corresponda a la justicia militar, que puedan afectar las relaciones internacionales, o que produzcan alarma pública y exijan pronta represión por su gravedad y perjudiciales consecuencias.

	Como ha de recordarse, estas visitas extraordinarias desaparecen en el ámbito de la justicia procesal penal.

Como consecuencia de los acuerdos anteriores, se dejó sin efecto la sustitución del artículo 163 y la derogación del artículo 169.

Al mismo tiempo, se modificó el artículo 560, para regular el tema de las visitas extraordinarias en el ámbito de la justicia militar.

VI. Constancias reglamentarias. 

	Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace constar:

	1º Que las siguientes disposiciones tienen el carácter de orgánicas constitucionales, acorde con la reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitucional:

	Artículos 1º, 2º, 3º, 4º y 10 permanentes.

	Artículo 11, en cuanto modifica los siguientes artículos del Código Orgánico de Tribunales:

	Artículos 5º, 14, 15, 17, 18, 22, 23, 24, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 45, 46, 50, 51, 52, 53, 63, 98, 157, 158, 159 y 160.

	Artículos 1º, 2º, 3º y 6º transitorios.

	2º El proyecto no contiene disposiciones de quórum calificado.

	3º Que por su incidencia financiera y presupuestaria, deben ser conocidos por la Comisión de hacienda los artículos 1º, 2º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º, 10 y 12 permanentes; 1º, 2º, 3º y 4º transitorios.

	4º Que el proyecto de ley fue aprobado en general, por unanimidad.

	5º Que, en su oportunidad, se recabó informe de la Excma. Corte Suprema, en conformidad con lo establecido en el artículo 74 de la Constitución Política de la República, la que respondió en los términos que se han indicado en este informe.

	Atendida la circunstancia de que el proyecto ha sido objeto de modificaciones esenciales en este trámite reglamentario, se ha remitido nuevamente en informe a la Corte Suprema, acorde con lo preceptuado en el artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

VII. Texto del proyecto aprobado. 

	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os pueda dar a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente

�P R O Y E C T O   D E   L E Y:

	Artículo 1º.- Créase un juzgado de garantías �con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces de garantías y con la competencia que en cada caso se indican:

Primera Región de Tarapacá:

	Arica, con cinco jueces, con competencia sobre las comunas de General Lagos, Putré, Arica y Camarones.

	Iquique, con cinco jueces, con competencia sobre la misma comuna.

Segunda Región, de Antofagasta:

	Tocopilla, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Calama, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Calama, Ollagüe y San Pedro de Atacama. 

	Antofagasta, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Mejillones, Sierra Gorda y Antofagasta.

Tercera Región, de Atacama:

	Diego de Almagro, con un juez, con competencia en la misma comuna.

	Copiapó, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Copiapó y Tierra Amarilla.

	Vallenar, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Vallenar y Alto del Carmen.

Cuarta Región, de Coquimbo:

	La Serena, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de La Serena y La Higuera.

	Vicuña, con un juez, con competencia sobre las comunas de Vicuña y Paihuano.

	Coquimbo, con tres jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Ovalle, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Ovalle, Río Hurtado, Punitaqui y Monte Patria.

	Illapel, con un juez, con competencia sobre las comunas de Illapel y Salamanca.

Quinta Región, de Valparaíso:

	La Ligua, con un juez, con competencia sobre las comunas de La Ligua,  Cabildo, Papudo y Zapallar.

	Calera, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Nogales, Calera, La Cruz e Hijuelas.

	San Felipe, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Felipe, Catemu, Santa María, Panquehue y Llaillay. 

	Los Andes, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Esteban, Rinconada, Calle Larga y Los Andes.

	Quillota, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Limache, con un juez, con competencia sobre las comunas de Limache y Olmué.

	Viña del Mar, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Viña del Mar y Concón.

	Valparaíso, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Valparaíso y Juan Fernández.

	Quilpué, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Villa Alemana, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Casablanca, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	San Antonio, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Algarrobo, El Quisco, El Tabo, Cartagena, San Antonio y Santo Domingo.

Sexta Región, del Libertador General Bernardo O'Higgins:

	Graneros, con un juez, con competencia sobre las comunas de Mostazal, Graneros y Codegua.

	Rancagua, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Rancagua, Machalí, Coltauco, Doñihue, Coínco y Olivar.

	San Vicente, con un juez, con competencia sobre las comunas de Pichidegua y San Vicente.

	Rengo, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Requinoa, Quinta de Tilcoco, Malloa y Rengo.

	San Fernando, con dos jueces,  con competencia sobre las comunas de San Fernando, Placilla y Chimbarongo.

	Santa Cruz, con un juez, con competencia sobre las comunas de Santa Cruz,  Nancagua, Lolol y Chépica.

Séptima Región, del Maule:

	Curicó, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Teno, Rauco, Curicó, Romeral y Sagrada Familia.

	Molina, con un juez, con competencia sobre las comunas de Molina y Río Claro.

	Constitución, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Constitución y Empedrado.

	Talca, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Pencahue, Talca, Pelarco, San Clemente, Maule y San Rafael.

	San Javier, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Javier y Villa Alegre.

	Cauquenes, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Linares, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Colbún, Yerbas Buenas, Linares, Retiro y Longaví.

	Parral, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

Octava Región, del Bío Bío:

	San Carlos, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Carlos, Ñiquén y San Fabián.

	Chillán, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Nicolás, Chillán, Coihueco, Pinto y Chillán Viejo.

	Yungay, con un juez, con competencia sobre las comunas de El Carmen, Pemuco y Yungay.

	Tomé, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Talcahuano, con cuatro jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Concepción, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Penco, Concepción, San Pedro de la Paz y Chiguayante.

	Coronel, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Los Angeles, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Los Angeles y Quilleco.

	Arauco, con un juez,  con competencia sobre la misma comuna.

	Cañete, con un juez, con competencia sobre las comunas de Cañete, Contulmo y Tirúa.

Novena Región, de La Araucanía:

	Angol, con un juez, con competencia sobre las comunas de Angol y Renaico.

	Victoria, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Nueva Imperial, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Temuco, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Temuco, Vilcún, Melipeuco, Cunco y Padre Las Casas.

	Lautaro, con un juez, con competencia sobre las comunas de Galvarino, Perquenco y Lautaro.

	Pitrufquén, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Freire, Pitrufquén y Gorbea.

	Loncoche, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Villarrica, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

Décima Región, de Los Lagos:

	Mariquina, con un juez, con competencia sobre las comunas de Mariquina y Lanco.

	Valdivia, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Valdivia y Corral.

	Los Lagos, con un juez, con competencia sobre las comunas de Máfil, Los Lagos y Futrono.

	Osorno, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Juan de la Costa, San Pablo,  Osorno y Puyehue.

	Río Negro, con un juez, con competencia sobre las comunas de Río Negro, Puerto Octay y Purranque.

	Puerto Varas, con un juez, con competencia sobre las comunas de Fresia, Frutillar, Puerto Varas y Llanquihue.

	Puerto Montt, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Puerto Montt y Cochamó.

	Ancud, con un juez, con competencia sobre las comunas de Ancud y Quemchi.

	Castro, con un juez,  con competencia sobre las comunas de Dalcahue, Castro, Chonchi, Puqueldón y Queilén.

	Undécima Región de Aisén, del General Carlos Ibáñez del Campo:

	Coihaique, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Coihaique y Río Ibáñez.

	Duodécima Región, de Magallanes y la Antártica Chilena:

	Punta Arenas, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Laguna Blanca, San Gregorio, Río Verde, Punta Arenas, Navarino y Antártica.

Región Metropolitana de Santiago:

	Colina, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.

	Pudahuel, con seis jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Conchalí, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de Quilicura, Huechuraba, Renca y Conchalí.

	Independencia, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Independencia y Recoleta. 

	Las Condes, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Barnechea, Vitacura, Las Condes y La Reina.

	Cerro Navia, con once jueces, con competencia sobre las comunas de Cerro Navia y Lo Prado.

	Estación Central, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de Estación Central y Quinta Normal.

	Santiago, con nueve jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Ñuñoa, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de Providencia y Ñuñoa. 

	Maipú, con diecisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Maipú y Cerrillos.

	Pedro Aguirre Cerda, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Espejo y Pedro Aguirre Cerda.

	San Miguel, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de San Miguel, La Cisterna y El Bosque.

	San Joaquín, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Joaquín y La Granja.

	Macul, con once jueces, con competencia sobre las comunas de Macul y Peñalolén 

	La Florida, con catorce jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	La Pintana, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de San Ramón y La Pintana.

	Puente Alto, con siete jueces, con competencia en las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

	San Bernardo, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo y Calera de Tango.

	Buin, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Buin y Paine.

	Melipilla, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, San Pedro y Alhué.

	Curacaví, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de María Pinto y Curacaví.

	Talagante, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, El Monte e Isla de Maipo.

	Peñaflor, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Peñaflor y Padre Hurtado.

	Artículo 2º.- Créanse los siguientes juzgados de letras �, con asiento en las comunas y la competencia que se indica a continuación:

	Litueche, con competencia sobre las comunas de Navidad, Litueche y La Estrella.

	Peralillo, con competencia sobre las comunas de Marchihue, Paredones, Peralillo, Palmilla y Pumanque.

	Hualqui, con competencia sobre la misma comuna.

	Tucapel, con competencia sobre las comunas de Tucapel y Antuco.

	Toltén, con competencia sobre la misma comuna.

	Purén, con competencia sobre las comunas de Purén y Los Sauces.

	Hualaihué, con competencia sobre la misma comuna.

	Cisnes, con competencia sobre las comunas de Guaitecas, Cisnes y Lago Verde.

	Artículo 3º.- En los casos que se indican en este artículo, el juez de letras de la jurisdicción respectiva cumplirá, además de sus funciones propias,  las de juez de garantías, sin que el juzgado sea alterado en su organización ni en su funcionamiento, salvo en cuanto sea necesario para ejercer las nuevas atribuciones encomendadas al juez.�

	En la Primera Región de Tarapacá, el juez de letras de la comuna de Pozo Almonte.

	En la Segunda Región de Antofagasta, los jueces de letras de las comunas de María Elena y de Taltal.

	En la Tercera Región de Atacama, los jueces de letras de las comunas de Chañaral, Freirina  y Caldera.

	En la Cuarta Región de Coquimbo, los jueces de letras de las comunas de Andacollo, Combarbalá  y Los Vilos.

	En la Quinta Región de Valparaíso, los jueces de letras de las comunas de Quintero, Petorca, Putaendo e Isla de Pascua.

	En la Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, los jueces de letras de las comunas de Peumo, Litechue, Pichilemu y Peralillo.

	En la Séptima Región del Maule, los jueces de letras de las comunas de Licantén, Curepto y Chanco.

	En la Octava Región del Bío Bío, los jueces de letras de las comunas de Quirihue, Coelemu,  Bulnes, Florida, Hualqui, Lota, Santa Juana, Yumbel, Laja, Tucapel, Nacimiento, Mulchén, Santa Bárbara,  Lebu y Curanilahue. 

	En la Novena Región de la Araucanía, los jueces de letras de las comunas de Collipulli, Purén, Traiguén, Curacautín, Carahue, Toltén y Pucón.

	En la Décima Región de Los Lagos, los jueces de letras de las comunas de Panguipulli, Paillaco, La Unión, Río Bueno, Los Muermos, Maullín, Calbuco, Hualaihué, Chaitén, Quinchao y Quellón.

	En la Undécima Región del General Carlos Ibáñez del Campo, los jueces de letras de las comunas de Cisnes, Chile Chico, Aisén y Cochrane.

	En la Duodécima Región de Magallanes y Antártica Chilena, los jueces de letras de las comunas de Natales y Porvenir.

	Artículo 4º.- Créase un tribunal oral en lo penal � con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces en lo penal y con la competencia que en cada caso se indican:

Primera Región, de Tarapacá:

	Arica, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de General Lagos, Putré, Arica y Camarones.

	Iquique, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Huara, Camiña, Colchane, Iquique, Pozo Almonte y Pica.

Segunda Región, de Antofagasta:

	Calama, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Calama, Ollagüe y San Pedro de Atacama.

	Antofagasta, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas Tocopilla, María Elena, Mejillones, Sierra Gorda, Antofagasta y Taltal.

Tercera Región, de Atacama:

	Copiapó, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Chañaral, Diego de Almagro, Caldera, Copiapó, Tierra Amarilla, Huasco, Vallenar, Freirina y Alto del Carmen.

Cuarta Región, de Coquimbo:

	La Serena, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de La Higuera, Vicuña, La Serena, Coquimbo, Andacollo y Paihuano.

	Ovalle, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Ovalle, Río Hurtado, Punitaqui, Monte Patria, Combarbalá, Canela, Illapel, Los Vilos y Salamanca.



Quinta Región, de Valparaíso:

	San Felipe, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Putaendo, Catemu, San Felipe, Santa María, Panquehue, Llayllay, San Esteban, Rinconada, Calle Larga y Los Andes.

	Quillota, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de La Ligua, Petorca, Cabildo, Papudo, Zapallar, Nogales, Calera, La Cruz, Quillota, Hijuelas, Limache y Olmué.

	Viña del Mar, por nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Puchuncaví, Quintero, Viña del Mar, Villa Alemana, Quilpué y Concón.

	Valparaíso, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Juan Fernández, Valparaíso, Casablanca e Isla de Pascua.

	San Antonio, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Algarrobo, El Quisco, El Tabo, Cartagena, San Antonio y Santo Domingo.

Sexta Región, del Libertador General Bernardo O'Higgings:

	Rancagua, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Mostazal, Graneros, Codegua, Rancagua, Machalí, Las Cabras, Coltauco, Doñihue, Olivar, Coinco, Requinoa, Peumo, Quinta de Tilcoco, Pichidegua, San Vicente, Malloa y Rengo.

	Santa Cruz, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe, Paredones, Peralillo, Palmilla, San Fernando, Pumanque, Santa Cruz, Nancagua, Placilla, Lolol, Chépica y Chimbarongo.

Séptima Región, del Maule:

	Curicó, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Teno, Vichuquén, Hualañe, Rauco, Curicó, Romeral, Licantén, Sagrada Familia y Molina.

	Talca, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Curepto, Río Claro, Constitución, Pencahue, Talca, Pelarco, San Clemente, Maule, Empedrado y San Rafael.

	Linares, con seis jueces, con competencia sobre las comunas Chanco, Cauquenes, Pelluhue, San Javier, Villa Alegre, Colbún, Yerbas Buenas, Linares, Retiro, Longaví y Parral.

Octava Región, del Bío Bío:

	Chillán, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Cobquecura, Quirihue, Ninhue, San Carlos, Niquén, San Fabián, San Nicolás, Treguaco, Portezuelo, Chillán, Coihueco, Coelemu, Ranquil, Pinto, Quillón, Bulnes, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay y Chillán Viejo.

	Talcahuano, con tres jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Concepción, con quince jueces, con competencia sobre las comunas de Tomé, Penco, Florida, Concepción, Coronel, Hualqui, Lota, Santa Juana, San Pedro de la Paz y Chiguayante.

	Los Angeles, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Rosendo, Yumbel, Cabrero, Laja, Los Angeles, Tucapel, Antuco, Quilleco, Nacimiento, Negrete, Mulchén, Santa Bárbara y Quilaco.

	Cañete, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Arauco, Curalinahue, Lebu, Los Alamos, Cañete, Contulmo y Tirúa.

Novena Región, de La Araucanía:

	Angol, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Purén, Los Sauces, Ercilla, Lumaco, Traiguén y Victoria.

	Temuco, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Lonquimay, Curacautín, Galvarino, Perquenco, Carahue, Nueva Imperial, Temuco, Lautaro, Vilcún, Melipeuco, Saavedra, Teodoro Schmidt, Freire, Cunco, Toltén, Pitrufquén, Gorbea, Loncoche, Villarrica, Pucón, Curarrehue y Padre Las Casas.

Décima Región, de Los Lagos:

	Valdivia, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Mariquina, Lanco,  Panguipulli, Máfil, Valdivia, Los Lagos, Corral, Paillaco, Futrono, La Unión, Lago Ranco y Río Bueno.

	Osorno, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Juan de la Costa, San Pablo, Osorno, Puyehue, Río Negro, Puerto Octay y Purranque.

	Puerto Montt, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Fresia, Frutillar, Puerto Varas, Llanquihue, Los Muermos, Puerto Montt, Cochamó, Maullín, Calbuco, Hualaihue, Chaitén, Futalelfú y Palena.

	Ancud, con  tres jueces, con competencia sobre las comunas de Ancud, Quemchi, Dalcahue, Castro, Curaco de Velez, Quinchao, Chonchi, Puqueldón, Queilén y Quellón.

Undécima Región de Aysén, del General Carlos Ibáñez del Campo:

	Coihaique, con tres jueces, con competencia sobre todas las comunas de Guaitecas, Cisnes, Aisén, Lago Verde, Coihaique, Río Ibañez, Chile Chico, Cochrane, Tortel y O’Higgins.

Duodécima Región, de Magallanes y la Antártica Chilena:

	Punta Arenas, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Natales, Torres del Paine, Laguna Blanca, San Gregorio, Río Verde, Punta Arenas, Primavera, Porvenir, Timaukel, Navarino y Antártica.

Región Metropolitana de Santiago:

	Colina, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.

	Pudahuel, con dieciocho jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Prado, Cerro Navia y Pudahuel.

	Independencia, con veintiún jueces, con competencia sobre las comunas de Quilicura, Huechuraba, Renca, Conchalí, Independencia y Recoleta.

	Providencia, con veinticuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Barnechea, Vitacura, Las Condes, Providencia, Ñuñoa y La Reina.

	Santiago, con quince jueces, con competencia sobre las comunas de Quinta Normal, Estación Central y Santiago.

	Maipú, con dieciocho jueces, con competencia sobre las comunas de Maipú y Cerrillos.

	San Miguel, con veintisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Espejo, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel, San Joaquín, La Cisterna, San Ramón, La Granja, El Bosque y La Pintana.

	La Florida, con veintisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Macul, Peñalolén y La Florida.

	Puente Alto, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

	San Bernardo, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo, Calera de Tango, Buin y Paine.

	Melipilla, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, María Pinto, Curacaví, San Pedro y Alhué.

	Talagante, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, Peñaflor, El Monte, Isla de Maipo y Padre Hurtado.

	Artículo 5º.- Los tribunales que se crean en virtud del artículo 2º tendrán la siguiente planta de personal: un juez, un secretario, un oficial primero, dos oficiales segundos, dos oficiales terceros y un oficial de sala, con los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial que a cada cargo corresponde, sin perjuicio de los aumentos de dotación que la ley determine.

	Artículo 6º.- Los juzgados de garantías que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal, de acuerdo con el número de jueces de garantías que los conformen:

	Juzgados con un juez: un juez, un funcionario de la sexta serie del Escalafón Secundario y siete funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con dos jueces: dos jueces, dos funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario  y ocho funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con tres jueces: tres jueces, tres funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y ocho funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con cuatro jueces: cuatro jueces, tres funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y once funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con cinco jueces: cinco jueces, cuatro funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y dieciséis funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con seis jueces: seis jueces, cuatro funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y dieciséis funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con siete jueces: siete jueces, cuatro funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario del Poder Judicial y diecinueve funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con ocho jueces: ocho jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y veintitrés funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con  nueve jueces: nueve jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y veinticuatro funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con diez jueces: diez jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y veintiocho funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con once jueces: once jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y treinta y un funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con catorce jueces: catorce jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y treinta y cuatro funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con quince jueces: quince jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y treinta y siete funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con diecisiete jueces: diecisiete jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y treinta y siete funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial

	Artículo 7º.- Los tribunales orales en lo penal que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal, de acuerdo con el número de jueces en lo penal que los conformen:

	Juzgados con tres jueces: tres jueces, dos funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y ocho funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con seis jueces: seis jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y once funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con nueve jueces: nueve jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario  y catorce funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con doce jueces: doce jueces, seis funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y dieciocho funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con quince jueces: quince jueces, seis funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y veintisiete funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con dieciocho jueces: dieciocho jueces, seis funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario  y veintinueve funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con veintiún jueces: veintiún jueces, seis funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y treinta y tres funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con veinticuatro jueces: veinticuatro jueces, seis funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y treinta y cinco funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con veintisiete jueces: veintisiete jueces, seis funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y treinta y cinco funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Artículo 8º.- Los jueces y el personal directivo de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal que se crean por esta ley, tendrán los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Escalafón Superior del Poder Judicial que se indican a continuación:

	a) Los jueces, el grado correspondiente según el asiento del tribunal.

	b) Los administradores de tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado VII.

	c) Los administradores de tribunales asiento de capital de provincia y subadministrador de tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado VIII.

	d) Los administradores de tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, subadministrador de tribunales asiento de capital de provincia y jefes de unidades de tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado IX.

	e)Los subadministradores de tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas y jefes de unidades de tribunales asiento de capital de provincia, grado X.

	f) Los jefes de unidades de tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, grado XI.

	Artículo 9º.- El personal administrativo de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal que se crean por esta ley, tendrán los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, que se indican a continuación:

	a) Los ejecutivos de sala de juzgados asiento de Corte de Apelaciones, grado XI.

	b) Los ejecutivos de sala de juzgados asiento de capital de provincia y administrativos 1º de juzgados asiento de Corte de Apelaciones, grado XII.

	c) Los ejecutivos de sala de juzgados asiento de comuna o agrupación de comunas, administrativos 1º de juzgados asiento de capital de provincia y administrativos 2º de juzgados asiento de Corte de Apelaciones, grado XIII.

	d) Los administrativos 1º de juzgados asiento de comuna o agrupación de comunas, administrativos 2º de juzgados asiento de capital de provincia y administrativos 3º de juzgado asiento de Corte de Apelaciones, grado XIV.

	e) Los administrativos 2º de juzgados asiento de comuna o agrupación de comunas y administrativos 3º de juzgado asiento de capital de provincia, grado XV.

	f) Los administrativos 3º de juzgados asiento de comuna o agrupación de comunas, ayudantes de audiencias de juzgados asiento de Corte de Apelaciones, secretarias y telefonistas de juzgados asiento de Corte de Apelaciones, grado XVI.

	g) Los ayudantes de audiencias de juzgados asiento de capital de provincia, secretarias y telefonistas de juzgados asiento de capital de provincia y personal auxiliar de juzgados asiento de Corte de Apelaciones, grado XVII.

	h) Los ayudantes de audiencias de juzgados asiento de comuna o agrupación de comunas, secretarias y telefonistas de juzgados asiento de comuna o agrupación de comunas y personal auxiliar de juzgados asiento de capital de provincia y de comuna o agrupación de comunas, grado XVIII.

	Artículo 10.- Suprímense los actuales juzgados del crimen de Antofagasta, Valparaíso, Viña del Mar, Rancagua, Chillán, Concepción, Talcahuano, Temuco,  Santiago, San Miguel, Puente Alto, Talagante, Peñaflor, Melipilla, Buin y Colina. �

	Artículo 11.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:

Artículo 5º

	Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente: 

	"Integran el Poder Judicial, como tribunales ordinarios de justicia, la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones, los Presidentes y Ministros de Corte, los juzgados orales en lo penal, los juzgados de garantías y los juzgados de letras."

Artículo 11

	Reemplázase la expresión "los actos de instrucción" por "las actuaciones".

Título II

De los jueces de distrito y de los jueces de subdelegación

	Cámbiase la denominación del título por la siguiente: “De los juzgados de garantías y de los juzgados orales en lo penal”.

	Agréganse los siguientes párrafos, con la denominación y artículos que a continuación se señalan:

"Párrafo 1º

De los juzgados de garantías.

	Artículo 14.- Los juzgados de garantías estarán conformados por uno o más jueces con competencia en un mismo territorio jurisdiccional, que actúan y resuelven unipersonalmente los asuntos sometidos a su conocimiento.

	Corresponderá especialmente a los jueces de garantías:

	a) Asegurar los derechos del imputado y demás intervinientes durante la investigación y en el procedimiento penal, y resolver todas aquellas cuestiones que la ley someta a su decisión;

	b) Dirigir personalmente las audiencias que tengan lugar durante la investigación y  la audiencia de preparación del juicio oral;

	c) Dictar sentencia, cuando corresponda, en el procedimiento abreviado que contempla el Código Procesal Penal;

	d) Conocer y fallar las faltas penales de conformidad con el procedimiento contenido en el Libro IV, Título I del Código Procesal Penal, y

	e) Conocer y resolver los demás asuntos que otras leyes le encomienden.

	Artículo 15.- Existirá un juzgado de garantías con asiento en cada una de las siguientes  comunas del territorio de la República, con el número de jueces de garantías y con la competencia que en cada caso se indican:

Primera Región de Tarapacá:

	Arica, con cinco jueces, con competencia sobre las comunas de General Lagos, Putré, Arica y Camarones.

	Iquique, con cinco jueces, con competencia sobre la misma comuna.

Segunda Región, de Antofagasta:

	Tocopilla, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Calama, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Calama, Ollagüe y San Pedro de Atacama. 

	Antofagasta, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Mejillones, Sierra Gorda y Antofagasta.

Tercera Región, de Atacama:

	Diego de Almagro, con un juez, con competencia en la misma comuna.

	Copiapó, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Copiapó y Tierra Amarilla.

	Vallenar, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Vallenar y Alto del Carmen.

Cuarta Región, de Coquimbo:

	La Serena, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de La Serena y La Higuera.

	Vicuña, con un juez, con competencia sobre las comunas de Vicuña y Paihuano.

	Coquimbo, con tres jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Ovalle, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Ovalle, Río Hurtado, Punitaqui y Monte Patria.

	Illapel, con un juez, con competencia sobre las comunas de Illapel y Salamanca.

Quinta Región, de Valparaíso:

	La Ligua, con un juez, con competencia sobre las comunas de La Ligua,  Cabildo, Papudo y Zapallar.

	Calera, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Nogales, Calera, La Cruz e Hijuelas.

	San Felipe, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Felipe, Catemu, Santa María, Panquehue y Llaillay. 

	Los Andes, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Esteban, Rinconada, Calle Larga y Los Andes.

	Quillota, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Limache, con un juez, con competencia sobre las comunas de Limache y Olmué.

	Viña del Mar, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Viña del Mar y Concón.

	Valparaíso, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Valparaíso y Juan Fernández.

	Quilpué, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Villa Alemana, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Casablanca, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	San Antonio, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Algarrobo, El Quisco, El Tabo, Cartagena, San Antonio y Santo Domingo.

Sexta Región, del Libertador General Bernardo O'Higgins:

	Graneros, con un juez, con competencia sobre las comunas de Mostazal, Graneros y Codegua.

	Rancagua, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Rancagua, Machalí, Doñihue, Coínco y Olivar.

	San Vicente, con un juez, con competencia sobre las comunas de Coltauco,  Pichidegua y San Vicente.

	Rengo, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Requinoa, Quinta de Tilcoco, Malloa y Rengo.

	San Fernando, con dos jueces,  con competencia sobre las comunas de San Fernando, Placilla y Chimbarongo.

	Santa Cruz, con un juez, con competencia sobre las comunas de Santa Cruz,  Nancagua, Lolol y Chépica.

Séptima Región, del Maule:

	Curicó, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Teno, Rauco, Curicó, Romeral y Sagrada Familia.

	Molina, con un juez, con competencia sobre las comunas de Molina y Río Claro.

	Constitución, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Constitución y Empedrado.

	Talca, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Pencahue, Talca, Pelarco, San Clemente, Maule y San Rafael.

	San Javier, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Javier y Villa Alegre.

	Cauquenes, conformado por un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Linares, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Colbún, Yerbas Buenas, Linares, Retiro y Longaví.

	Parral, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

Octava Región, del Bío Bío:

	San Carlos, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Carlos, Ñiquén y San Fabián.

	Chillán, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Nicolás, Chillán, Coihueco, Pinto y Chillán Viejo.

	Yungay, con un juez, con competencia sobre las comunas de El Carmen, Pemuco y Yungay.

	Tomé, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Talcahuano, con cuatro jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Concepción, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Penco, Concepción, San Pedro de la Paz y Chiguayante.

	Coronel, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Los Angeles, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Los Angeles y Quilleco.

	Arauco, con un juez,  con competencia sobre la misma comuna.

	Cañete, con un juez, con competencia sobre las comunas de Cañete, Contulmo y Tirúa.

Novena Región, de La Araucanía:

	Angol, con un juez, con competencia sobre las comunas de Angol y Renaico.

	Victoria, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Nueva Imperial, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Temuco, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Temuco, Vilcún, Melipeuco, Cunco y Padre Las Casas.

	Lautaro, con un juez, con competencia sobre las comunas de Galvarino, Perquenco y Lautaro.

	Pitrufquén, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Freire, Pitrufquén y Gorbea.

	Loncoche, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Villarrica, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

Décima Región, de Los Lagos:

	Mariquina, con un juez, con competencia sobre las comunas de Mariquina y Lanco.

	Valdivia, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Valdivia y Corral.

	Los Lagos, con un juez, con competencia sobre las comunas de Máfil, Los Lagos y Futrono.

	Osorno, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Juan de la Costa, San Pablo,  Osorno y Puyehue.

	Río Negro, con un juez, con competencia sobre las comunas de Río Negro, Puerto Octay y Purranque.

	Puerto Varas, con un juez, con competencia sobre las comunas de Fresia, Frutillar, Puerto Varas y Llanquihue.

	Puerto Montt, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Puerto Montt y Cochamó.

	Ancud, con un juez, con competencia sobre las comunas de Ancud y Quemchi.

	Castro, con un juez,  con competencia sobre las comunas de Dalcahue, Castro, Chonchi, Puqueldón y Queilén.

	Undécima Región de Aisén, del General Carlos Ibáñez del Campo:

	Coihaique, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Coihaique y Río Ibáñez.

	Duodécima Región, de Magallanes y la Antártica Chilena:

	Punta Arenas, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Laguna Blanca, San Gregorio, Río Verde, Punta Arenas, Navarino y Antártica.

Región Metropolitana de Santiago:

	Colina, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.

	Pudahuel, con seis jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Conchalí, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de Quilicura, Huechuraba, Renca y Conchalí.

	Independencia, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Independencia y Recoleta. 

	Las Condes, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Barnechea, Vitacura, Las Condes y La Reina.

	Cerro Navia, con once jueces, con competencia sobre las comunas de Cerro Navia y Lo Prado.

	Estación Central, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de Estación Central y Quinta Normal.

	Santiago, con nueve jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Ñuñoa, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de Providencia y Ñuñoa. 

	Maipú, con diecisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Maipú y Cerrillos.

	Pedro Aguirre Cerda, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Espejo y Pedro Aguirre Cerda.

	San Miguel, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de San Miguel, La Cisterna y El Bosque.

	San Joaquín, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Joaquín y La Granja.

	Macul, con once jueces, con competencia sobre las comunas de Macul y Peñalolén 

	La Florida, con catorce jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	La Pintana, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de San Ramón y La Pintana.

	Puente Alto, con siete jueces, con competencia en las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

	San Bernardo, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo y Calera de Tango.

	Buin, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Buin y Paine.

	Melipilla, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, San Pedro y Alhué.

	Curacaví, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de María Pinto y Curacaví.

	Talagante, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, El Monte e Isla de Maipo.

	Peñaflor, con por tres jueces, con competencia sobre las comunas de Peñaflor y Padre Hurtado.

	Artículo 16.- La distribución de los casos entre los jueces de garantías que integren un mismo juzgado de garantías, se realizará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general que deberá ser anualmente aprobado por el comité de jueces del juzgado, a propuesta del juez coordinador.

Párrafo 2º

De los tribunales orales en lo penal. 

	Artículo 17.- Los juzgados orales en lo penal estarán integrados por una o más salas de tres jueces en lo penal.

	Corresponderá a los juzgados en lo penal: 

	a) Conocer y juzgar los juicios por crimen o simple delito;

	b) Resolver todos los incidentes que se promuevan durante el juicio oral; y,

	c) Conocer y resolver los demás asuntos que otras leyes les encomienden.

	Artículo 18.- Existirá un tribunal oral en lo penal �con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces y con la competencia que en cada caso se indican: 

Primera Región, de Tarapacá:

	Arica, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de General Lagos, Putré, Arica y Camarones.

	Iquique, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Huara, Camiña, Colchane, Iquique, Pozo Almonte y Pica.

Segunda Región, de Antofagasta:

	Calama, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Calama, Ollagüe y San Pedro de Atacama.

	Antofagasta, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas Tocopilla, María Elena, Mejillones, Sierra Gorda, Antofagasta y Taltal.

Tercera Región, de Atacama:

	Copiapó, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Chañaral, Diego de Almagro, Caldera, Copiapó, Tierra Amarilla, Huasco, Vallenar, Freirina y Alto del Carmen.

Cuarta Región, de Coquimbo:

	La Serena, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de La Higuera, Vicuña, La Serena, Coquimbo, Andacollo y Paihuano.

	Ovalle, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Ovalle, Río Hurtado, Punitaqui, Monte Patria, Combarbalá, Canela, Illapel, Los Vilos y Salamanca.

Quinta Región, de Valparaíso:

	San Felipe, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Putaendo, Catemu, San Felipe, Santa María, Panquehue, Llayllay, San Esteban, Rinconada, Calle Larga y Los Andes.

	Quillota, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de La Ligua, Petorca, Cabildo, Papudo, Zapallar, Nogales, Calera, La Cruz, Quillota, Hijuelas, Limache y Olmué.

	Viña del Mar, por nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Puchuncaví, Quintero, Viña del Mar, Villa Alemana, Quilpué y Concón.

	Valparaíso, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Juan Fernández, Valparaíso, Casablanca e Isla de Pascua.

	San Antonio, integrado por seis jueces, con competencia sobre las comunas de Algarrobo, El Quisco, El Tabo, Cartagena, San Antonio y Santo Domingo.

Sexta Región, del Libertador General Bernardo O'Higgings:

	Rancagua, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Mostazal, Graneros, Codegua, Rancagua, Machalí, Las Cabras, Coltauco, Doñihue, Olivar, Coinco, Requinoa, Peumo, Quinta de Tilcoco, Pichidegua, San Vicente, Malloa y Rengo.

	Santa Cruz, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe, Paredones, Peralillo, Palmilla, San Fernando, Pumanque, Santa Cruz, Nancagua, Placilla, Lolol, Chépica y Chimbarongo.

Séptima Región, del Maule:

	Curicó, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Teno, Vichuquén, Hualañe, Rauco, Curicó, Romeral, Licantén, Sagrada Familia y Molina.

	Talca, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Curepto, Río Claro, Constitución, Pencahue, Talca, Pelarco, San Clemente, Maule, Empedrado y San Rafael.

	Linares, con seis jueces, con competencia sobre las comunas Chanco, Cauquenes, Pelluhue, San Javier, Villa Alegre, Colbún, Yerbas Buenas, Linares, Retiro, Longaví y Parral.

Octava Región, del Bío Bío:

	Chillán, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Cobquecura, Quirihue, Ninhue, San Carlos, Niquén, San Fabián, San Nicolás, Treguaco, Portezuelo, Chillán, Coihueco, Coelemu, Ranquil, Pinto, Quillón, Bulnes, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay y Chillán Viejo.

	Talcahuano, con tres jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Concepción, con quince jueces, con competencia sobre las comunas de Tomé, Penco, Florida, Concepción, Coronel, Hualqui, Lota, Santa Juana, San Pedro de la Paz y Chiguayante.

	Los Angeles, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Rosendo, Yumbel, Cabrero, Laja, Los Angeles, Tucapel, Antuco, Quilleco, Nacimiento, Negrete, Mulchén, Santa Bárbara y Quilaco.

	Cañete, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Arauco, Curalinahue, Lebu, Los Alamos, Cañete, Contulmo y Tirúa.

Novena Región, de La Araucanía:

	Angol, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Purén, Los Sauces, Ercilla, Lumaco, Traiguén y Victoria.

	Temuco, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Lonquimay, Curacautín, Galvarino, Perquenco, Carahue, Nueva Imperial, Temuco, Lautaro, Vilcún, Melipeuco, Saavedra, Teodoro Schmidt, Freire, Cunco, Toltén, Pitrufquén, Gorbea, Loncoche, Villarrica, Pucón, Curarrehue y Padre Las Casas.

Décima Región, de Los Lagos:

	Valdivia, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Mariquina, Lanco,  Panguipulli, Máfil, Valdivia, Los Lagos, Corral, Paillaco, Futrono, La Unión, Lago Ranco y Río Bueno.

	Osorno, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Juan de la Costa, San Pablo, Osorno, Puyehue, Río Negro, Puerto Octay y Purranque.

	Puerto Montt, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Fresia, Frutillar, Puerto Varas, Llanquihue, Los Muermos, Puerto Montt, Cochamó, Maullín, Calbuco, Hualaihue, Chaitén, Futalelfú y Palena.

	Ancud, con  tres jueces, con competencia sobre las comunas de Ancud, Quemchi, Dalcahue, Castro, Curaco de Velez, Quinchao, Chonchi, Puqueldón, Queilén y Quellón.

Undécima Región de Aysén, del General Carlos Ibáñez del Campo:

	Coihaique, con tres jueces, con competencia sobre todas las comunas de Guaitecas, Cisnes, Aisén, Lago Verde, Coihaique, Río Ibañez, Chile Chico, Cochrane, Tortel y O’Higgins.

Duodécima Región, de Magallanes y la Antártica Chilena:

	Punta Arenas, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Natales, Torres del Paine, Laguna Blanca, San Gregorio, Río Verde, Punta Arenas, Primavera, Porvenir, Timaukel, Navarino y Antártica.

Región Metropolitana de Santiago:

	Colina, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.

	Pudahuel, con dieciocho jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Prado, Cerro Navia y Pudahuel.

	Independencia, con veintiún jueces, con competencia sobre las comunas de Quilicura, Huechuraba, Renca, Conchalí, Independencia y Recoleta.

	Providencia, con veinticuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Barnechea, Vitacura, Las Condes, Providencia, Ñuñoa y La Reina.

	Santiago, con quince jueces, con competencia sobre las comunas de Quinta Normal, Estación Central y Santiago.

	Maipú, con dieciocho jueces, con competencia sobre las comunas de Maipú y Cerrillos.

	San Miguel, con veintisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Espejo, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel, San Joaquín, La Cisterna, San Ramón, La Granja, El Bosque y La Pintana.

	La Florida, con veintisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Macul, Peñalolén y La Florida.

	Puente Alto, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

	San Bernardo, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo, Calera de Tango, Buin y Paine.

	Melipilla, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, María Pinto, Curacaví, San Pedro y Alhué.

	Talagante, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, Peñaflor, El Monte, Isla de Maipo y Padre Hurtado.

	Artículo 19.- Los tribunales orales en lo penal se organizarán con una administración común y conocerán de los juicios en salas integradas por tres de sus miembros.

	La integración de las salas de estos tribunales y la distribución de los casos entre ellas, se realizará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general que deberá ser anualmente aprobado por el comité de jueces del tribunal, a propuesta del juez coordinador.

	Artículo 20.- Se aplicarán, en lo que no resulte contrario a las normas del Código Procesal Penal y a las expresamente contempladas en este párrafo, las normas sobre acuerdos en las Cortes de Apelaciones contenidas en los artículos 72, 81, 83, 84, 85 y 89 de este Código.

	Sólo podrán concurrir a las decisiones del tribunal oral en lo penal los jueces que hubieren asistido a la totalidad del juicio oral.

	La decisión deberá ser adoptada por la mayoría de los miembros de la sala.

	Si pronunciada la decisión de condena y antes de la dictación de la sentencia alguno o algunos de los jueces en lo penal que concurrieron al juicio falleciere, fuere destituido, suspendido de sus funciones o se imposibilitare por enfermedad que se prolongare más allá del plazo a que se refiere el artículo 42 del Código Procesal Penal, se dictará sentencia por los demás jueces que concurrieron al fallo, salvo en el caso de decisión condenatoria que aplique una o más penas privativas de libertad que por sí solas o en conjunto fueren superiores a la pena de crimen, en cuyo caso procederá realizar un nuevo juicio oral.

	Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, todos los jueces que hubieren asistido al juicio oral deberán concurrir a la dictación de la sentencia, aunque hubieren cesado en sus funciones, salvo que, a juicio de los jueces restantes, se encontraren física o moralmente imposibilitados para intervenir en él.

	Cuando existiere dispersión de votos en relación a los fundamentos de la sentencia condenatoria o a la determinación de la pena, el juez que sostuviere la opinión más desfavorable al condenado deberá optar por alguna de las otras.

	Si se produjere desacuerdo acerca de cuál es la opinión que favorece más al imputado, prevalecerá la que cuente con el voto del Presidente de la sala.

	Artículo 21.- El tribunal  oral en lo penal podrá imponer la pena de muerte sólo si existe acuerdo unánime de todos sus miembros. Cuando resulte simple mayoría, se aplicará la pena inmediatamente inferior en grado.

	Si el tribunal pronuncia una condena a muerte procederá, a continuación, a deliberar sobre si el condenado parece digno de indulgencia y qué pena proporcionada a su culpabilidad podría sustituir a la de muerte. El resultado de esta deliberación será consignado en un oficio que el tribunal remitirá oportunamente al Ministerio de Justicia, junto con una copia de la sentencia definitiva. 

	El Ministerio hará llegar los antecedentes al Presidente de la República a fin de que resuelva si ha o no lugar a la conmutación de pena o al indulto.

Párrafo 3º

Del Comité de Jueces

	Artículo 22.- Existirá en cada juzgado de garantías, de composición plural, y en cada tribunal oral en lo penal, un comité de jueces, que estará integrado en la forma siguiente:

	En aquellos juzgados o tribunales compuestos por cinco jueces o menos, el comité de jueces se conformará por todos ellos.

	En aquellos juzgados o tribunales conformados por más de cinco jueces, el comité de jueces lo compondrán los cinco jueces que sean designados por la mayoría del tribunal, renovándose en forma parcial y cada dos años, mediante un sistema rotativo que promueva la participación de todos ellos en dichas funciones, pudiendo ser reelegidos. 

	Los acuerdos del comité de jueces se adoptarán por mayoría de votos, decidiendo en caso de empate el voto del juez coordinador.

	Artículo 23.- Al comité de jueces corresponderá:

	a) Aprobar los procedimientos objetivos y generales a que se refieren los artículos 16 y 19, en su caso;

	b) Designar, de la terna que le presente el juez coordinador, al administrador del tribunal;

	c) Evaluar la gestión del administrador del tribunal y calificarlo anualmente;

	d) Resolver acerca de la remoción del administrador del tribunal, a solicitud del juez coordinador; 

	e) Conocer de la apelación en contra de la resolución del juez coordinador que remueva al subadministrador, a los jefes de unidades y al personal de empleados del tribunal, y

	f) Decidir el proyecto de plan presupuestario anual que le presente el juez coordinador, para ser propuesto a la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

	En los juzgados de garantías integrados por un solo juez, las atribuciones indicadas en las letras b), c), d) y e) corresponderán a la Corte de Apelaciones respectiva.

	La atribución de la letra f) quedará radicada en el mismo juez.

Párrafo 4º

Del Juez Coordinador

	Artículo 24.- En los juzgados de garantías en los que sirvan dos o más jueces de garantías, y en cada tribunal oral en lo penal, habrá un juez coordinador, que será electo por  los jueces que sirvan en el tribunal. Durará dos años en el cargo, y podrá ser reelecto por los períodos siguientes.

	Al juez coordinador le corresponderá velar por el adecuado funcionamiento del juzgado. 

	En cumplimiento de esta función, tendrá los siguientes deberes y atribuciones:

	a) Relacionarse con la Corporación Administrativa del Poder Judicial en todas las materias relativas a la competencia de ésta;

	b) Proponer al comité de jueces el procedimiento objetivo y general a que se refieren los artículos 16 y 19. 

	c) Elaborar anualmente una cuenta de la gestión jurisdiccional del juzgado;

	d) Aprobar tanto el diseño de la gestión administrativa del tribunal, como la propuesta de designación, evaluación y calificación del personal que le presente el administrador del tribunal;

	e) Presentar al comité de jueces, una terna para la designación del administrador del tribunal, así como la evaluación anual de su gestión;

	f) Aprobar, por resolución fundada, la remoción del subadministrador, de los jefes de unidades y del personal de empleados del tribunal, a propuesta del administrador;

	g) Proponer al comité de jueces la remoción del administrador del tribunal;

	h) Presidir el comité de jueces, e

	i) Todas las demás que señale la ley o que sean propias de la naturaleza de sus funciones.

	Habiendo varios jueces, el desempeño de las funciones de juez coordinador del juzgado podrá significar una reducción, total o parcial, del trabajo jurisdiccional del respectivo juez, en proporción al tiempo que deba invertir en el cumplimiento de las tareas propias del cargo, según determine el comité de jueces.

Párrafo 5º

De la organización administrativa de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal

	Artículo 25.- Para el cumplimiento eficaz y eficiente de las funciones que se les encomiendan, los juzgados de garantías y los tribunales orales en lo penal contarán con las siguientes unidades:

	1.- Unidad de Atención de Público, que tendrá como función otorgar una adecuada atención, orientación e información al público que concurra al juzgado, especialmente a la víctima, al defensor y al imputado, recibir la información que éstos entreguen, y manejar la correspondencia del juzgado.

	2.- Unidad de Servicios, que asumirá las labores de contabilidad y de apoyo a la actividad administrativa del tribunal, y la coordinación y abastecimiento de todas las necesidades físicas y materiales para la realización de las audiencias penales.

	3.- Unidad de Administración de Causas, que tendrá a su cargo toda la labor relativa al manejo de causas y registros del proceso penal en el juzgado, incluidas las relativas al manejo de las fechas y salas para las audiencias; al archivo judicial básico y al número de rol de las causas nuevas; a la primera audiencia judicial de los detenidos; a la actualización diaria de la base de datos que contenga las causas del juzgado; a las estadísticas básicas del juzgado; al soporte técnico de la red computacional del juzgado y, en general,  asesorar al administrador del tribunal en la adquisición de nuevas tecnologías para el flujo y manejo de la información.

	4.- Unidad de Sala, que tendrá como función principal el apoyo a la realización de las audiencias. 

	5.- Unidad de Testigos y Peritos, cuyo objetivo será asumir la adecuada y rápida atención, información y orientación a los testigos y peritos citados a declarar en el transcurso de un juicio oral. Esta unidad se organizará solamente en los juzgados en lo penal.

	Artículo 26.- La Corporación Administrativa del Poder Judicial determinará, conforme con el inciso segundo del artículo 498, las funciones que corresponden a cada uno de los cargos de la planta del personal de empleados de los  tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías.”

Artículo 28 �

	Reemplázase, en sus acápites segundo y cuarto, la expresión "cuatro" por "tres".

Artículo 29

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B.

Artículo 30

	Reemplázase, en el acápite cuarto, la expresión "cuatro" por "tres".

Artículo 31

 	Reemplázase, en los acápites segundo y tercero, la expresión "tres" por "dos".

Artículo 32

	Elimínase la letra B pasando la actual letra C a ser letra B.

Artículo 33

	Elimínase la letra B pasando la actual letra C a ser letra B.

	Reemplázanse los acápites sexto y final de la letra C, que ha pasado a ser B, por los siguientes:

	“Un juzgado con asiento en la comuna de Santa Cruz, con jurisdicción sobre las comunas de Santa Cruz, Chépica y Lolol.

	Un juzgado con asiento en la comuna de Pichilemu, con jurisdicción sobre la misma comuna.

	Un juzgado con asiento en la comuna de Litueche, con jurisdicción sobre las comunas de Navidad, Litueche y La Estrella.

	Un juzgado con asiento en la comuna de Peralillo, con jurisdicción sobre las comunes de Marchihue, Paredones, Pumanque, Palmilla y Peralillo.”

Artículo 34 

	Reemplázase, en el acápite octavo, la expresión "tres" por "dos".

Artículo 35

	Suprímese, en el acápite tercero de la letra A, la expresión "Hualqui", y la coma (,) que la precede.

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B. 

-	Reemplázase, en el acápite primero de la letra C, que ha pasado a ser B, la expresión "Dos juzgados" por "Un juzgado".

	Elimínase, en el acápite segundo de la misma letra, la expresión "y Tucapel", reemplazándose la coma (,) que precede a la palabra “Pemuco” por la conjunción “y”.

	Elimínase, en el acápite sexto de la misma letra, la expresión "y Antuco", reemplazándose la coma (,) que antecede a la palabra “Pemuco” por la conjunción “y”.

	Reemplázase, en los acápites dieciséis y dieciocho de la misma letra, la expresión "Dos juzgados", por "Un juzgado".

	Agréganse, a la referida letra, los siguientes acápites finales:

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Hualqui, con jurisdicción sobre la misma comuna, y

	Un juzgado con asiento en la comuna de Tucapel, con jurisdicción sobre las comunas de Tucapel y Antuco".

Artículo 36

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B.

	Elimínase, en el primer acápite de la letra C, que ha pasado a ser B, la expresión "Los Sauces y Purén", reemplazando la coma (,) existente entre "Angol" y "Renaico", por la conjunción "y".

	Agrégase un acápite segundo nuevo, del siguiente tenor: 

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Purén, con jurisdicción sobre las comunas de Purén y Los Sauces."

	Elimínase,  en el acápite séptimo, que ha pasado a ser octavo, la expresión “y Toltén”, reemplazando la coma (,) existente entre "Pitrufquén" y "Gorbea", por la conjunción "y".

	Intercálase, como acápite séptimo nuevo, el siguiente:

	“Un juzgado con asiento en la comuna de Toltén, con jurisdicción sobre la misma comuna.”

Artículo 37

	Reemplázase, en sus acápites segundo y noveno, la expresión "Cuatro" por "Dos".

	Reemplázase, en su acápite once, la frase “con jurisdicción sobre las comunas de Puerto Montt, Cochamó y Hualaihué”, por la siguiente: "con jurisdicción sobre las comunas de Puerto Montt y Cochamó".

	Reemplázase, en su acápite doce, la expresión "Dos juzgados" por "Un juzgado".

	Agrégase, como acápite final, el siguiente: 

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Hualaihué, con jurisdicción sobre la misma comuna."

Artículo 38

	Reemplázanse, en el acápite primero, la expresión “Décima Primera” por “Undécima”.

	Reemplázase,  en el acápite segundo, la expresión "Dos juzgados" por "Un juzgado" y, en la parte final del mismo acápite, la expresión "la provincia de Coihaique" por "Coihaique y Río Ibáñez."

	Reemplázase,  en el acápite tercero, la expresión "las comunas de la provincia de Aisén", por "la misma comuna".

	Reemplázase, en el acápite cuarto, la expresión "las comunas de la provincia General Carrera", por "de la misma comuna".

	Agrégase el siguiente nuevo acápite final: 

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Cisnes, con jurisdicción sobre las comunas de Cisnes, Guaitecas y Lago Verde."

Artículo 39

	Reemplázanse, en el acápite primero, la expresión “Décimo Segunda” por “Duodécima”.

	Reemplázase, en el acápite segundo, la expresión "Cuatro" por "Dos".

Artículo 40

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B.

	Sustitúyese, en el acápite quinto de la letra C, que pasó a ser B, la expresión "Dos juzgados" por "Un juzgado".

Artículo 43

	Elimínase el inciso primero.

	Sustitúyese el actual inciso tercero, que pasa a ser el segundo, por el siguiente:

	"Los juzgados civiles de la Región Metropolitana de Santiago a los cuales se fije un territorio jurisdiccional exclusivo, podrán practicar, en los asuntos sometidos a su conocimiento,  actuaciones en cualesquiera de las comunas que la integran.”

	Sustitúyese el inciso cuarto, que pasa a ser tercero, por el siguiente:

	"Con el acuerdo previo de la Corte de Apelaciones que corresponda, y por no más de una vez al año, el Presidente de la República podrá modificar los límites de la jurisdicción territorial de los juzgados a que se refiere el inciso primero."

Artículo 45

	Deróganse las letras d), e) y f).

Artículo 46

	Reemplázase por el siguiente:

	"Artículo 46.- Los jueces de letras que cumplan, además de sus funciones propias, las de juez de garantías, tendrán la competencia señalada en el artículo 14 de este Código.

Artículo 50

	Elimínase el numeral 1º.

	Sustitúyese el párrafo primero del Nº 2, por el siguiente: 

	"De las causas civiles en que sean parte o tengan interés el Presidente de la República, los ex Presidentes de la República, los Ministros de Estado, los Intendentes y Gobernadores, los Agentes Diplomáticos chilenos, los Embajadores y los Ministros Diplomáticos acreditados con el Gobierno de la República o en tránsito por su territorio, los Arzobispos, los Obispos, los Vicarios Generales, los Provisores y los Vicarios Capitulares."

	Elimínase el Nº 3º.

	Sustitúyese el Nº 4º, por el siguiente:

	"4º De las demandas civiles que se entablen contra los jueces de letras para hacer efectiva la responsabilidad civil resultante del ejercicio de sus funciones ministeriales."

Artículo 51

	Elimínase, en el Nº 2º, la expresión "acusaciones o", y agrégase la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".

Artículo 52

	Reemplázanse, al final del Nº 2º, la coma (,) y la conjunción “y” por un punto (.) aparte, e intercálase, como Nº 3º, pasando el actual a ser Nº 4º, el siguiente:

	“3º De la extradición pasiva.”

Artículo 53 

	Elimínase, en el Nº 2º, la expresión "acusaciones o", y agrégase la expresión “judiciales” a continuación de la palabra “fiscales”.

	Suprímense, en el Nº 3º, la expresión “de extradición pasiva” y la coma (,) que la antecede.

Artículo 58

	Agréganse, después de las palabras "fiscales" y “fiscal”, las palabras “judiciales” y “judicial”, respectivamente.



Artículo 62

	Agrégase, en el inciso primero,  a continuación de la expresión "fiscales" la expresión "judiciales”.

Artículo 63

	Sustitúyese por el siguiente:

	“Artículo 63.- Las Cortes de Apelaciones conocerán:

	1º En única instancia:

	a) De los recursos de casación en la forma que se interpongan en contra de las sentencias dictadas por los jueces de letras de su territorio jurisdiccional o por uno de sus ministros;

	b) De los recursos de casación en materia penal interpuestos en contra de las sentencias definitivas dictadas por un juzgado unipersonal y de las que corresponda, cuando se las remita la Corte Suprema, y

	c) De los recursos de queja que se deduzcan en contra de jueces de letras, jueces de policía local, jueces árbitros y órganos que ejerzan jurisdicción, dentro de su territorio jurisdiccional.

	2º En primera instancia:

	a) De los desafueros de Diputados y Senadores;

	b) De los recursos de amparo y protección, y 

	c) De los procesos por amovilidad que se entablen en contra de los jueces de letras.

	3º En segunda instancia:

	a) De las causas civiles y del trabajo y de los actos no contenciosos de que hayan conocido en primera los jueces de letras de su territorio jurisdiccional o uno de sus ministros, y

	b) De las apelaciones interpuestas en contra de las resoluciones dictadas por un juez de garantías.

	4º De las consultas de las sentencias civiles dictadas por los jueces de letras.

	5º De los demás asuntos que otras leyes les encomienden.

	Contra las resoluciones que recaigan sobre los recursos a que se refieren la letra b) del número 1º y la letra b) del número 3º, no procederá recurso alguno, salvo el de revisión, en su caso, y el de aclaración, rectificación o enmienda que establece el artículo 182 del Código de Procedimiento Civil.”

Artículo 66

	Elimínase, en el inciso sexto,  la expresión "acusaciones y", y agrégase, a continuación de la expresión "fiscal" la palabra “judicial".

Artículo 69

	Reemplázase los incisos tercero, cuarto y quinto por el siguientes: 

	"En la tabla deberá designarse un día de la semana, a lo menos, para conocer de las apelaciones y casaciones a que se refieren la letra b) del número 1º y la letra b) del número 3º del artículo 63, sin perjuicio de la preferencia que la ley o el tribunal les acuerden.

	Sin embargo, los recursos de amparo y las apelaciones relativas a la libertad de los imputados serán de competencia de la sala que haya conocido por primera vez del recurso o de la apelación.

	Serán agregados extraordinariamente a la tabla del día siguiente hábil al de su ingreso al tribunal, o el mismo día, en casos urgentes: 1º las apelaciones relativas a la libertad de los imputados; 2º los recursos de amparo, y 3º las demás que determinen las leyes."

	Elimínase el inciso sexto.

Artículo 73

	Derógase.

Artículo 74

	Sustitúyese por el siguiente: 

	"Artículo 74.- Si, con ocasión de algún recurso de su competencia en materia criminal, se produce una dispersión de votos entre los miembros del tribunal, se seguirá la regla señalada en el artículo 20 para los juzgados orales en lo penal."

Artículo 88

	Derógase. 

Artículo 97

	Sustitúyese por el siguiente:

	"Artículo 97.- Las sentencias que dicte la Corte Suprema al fallar los recursos de casación en materia penal, de casación de fondo y forma en las demás materias, de queja, de protección, de amparo y de revisión no son susceptibles de recurso alguno, salvo el de aclaración, rectificación y enmienda que establece el artículo 182 del Código de Procedimiento Civil.

	Toda reposición o reconsideración a las resoluciones a que se refiere este artículo es inadmisible y será rechazada de plano por el Presidente de la Corte, salvo la reposición que se establece en los artículos 778, 781 y 782 del Código de Procedimiento Civil."

Artículo 98

	Sustitúyese su Nº 1º por el siguiente:

	"1º De los recursos de casación interpuestos en contra de las sentencias definitivas dictadas por los tribunales orales en lo penal, y de los recursos de casación en el fondo, en los demás casos;”

Artículo 102

	Agréganse, en el inciso primero, a continuación de las expresiones "fiscal" y “fiscales”, las palabras “judicial” y “judiciales”, respectivamente.

Artículo 103

	Sustitúyese por el siguiente: 

	"Artículo 103.- Es aplicable a la Corte Suprema lo dispuesto para los acuerdos de los juzgados orales en lo penal, en el artículo 20, y de las Cortes de Apelaciones, en los artículos 72, 74 y siguientes, hasta el 89 inclusive.

Artículo 157

	Sustitúyese por el siguiente:

	“Artículo 157.- Será competente para juzgar un delito el tribunal en cuyo territorio se hubiere cometido el hecho que da motivo al proceso.

	Durante la etapa de investigación del Ministerio Público será competente el juzgado de garantías del lugar de la comisión del hecho investigado.

	Esta competencia, así como la de las Cortes de Apelaciones, no se alterará por razón de haber sido comprometidos por el hecho investigado los intereses fiscales.

	Si el imputado fuere detenido o aprehendido en un territorio jurisdiccional distinto de aquél en que se hubiere cometido el hecho investigado, el ministerio público deberá conducirlo, dentro de los plazos previstos en el Código Procesal Penal, ante el juzgado de garantías del lugar de comisión del hecho. 

	El delito se considerará cometido en el lugar donde se hubiere dado comienzo a su ejecución.”

Artículo 158

	Reemplázase por el siguiente:

	"Artículo 158.- Si no se pudiere establecer con precisión en qué comuna se ha cometido el delito, será competente el tribunal cuya intervención se solicitare en primer término, con tal que lo sea de alguna de las comunas respecto de las cuales se suscitare la duda."

Artículo 159

	Reemplázase por el siguiente:

	"Artículo 159.- Si una misma persona hubiere cometido varios delitos en diversos territorios jurisdiccionales, serán competentes para conocer de ellos los tribunales de las comunas en que se cometió cada delito, con independencia de su gravedad.

	Con todo, a petición del imputado o del ministerio público, el juez de garantías podrá decretar el juzgamiento conjunto, de todos o parte de ellos, de conformidad al Código Procesal Penal."

Artículo 160

	Reemplázase por el siguiente:

	"Artículo 160.- Tratándose de un hecho en el que hubieren intervenido varias personas en calidad de autores o partícipes, el juez de garantías podrá requerir al ministerio público su acusación conjunta, a menos que ello no fuere posible dado el estado de la investigación o cuando ello pudiere provocar graves dificultades en la organización o el desarrollo del juicio."

Artículo 161

	Reemplázase por el siguiente:

	"Artículo 161.- Cuando se disponga la acumulación de juicios será competente para su juzgamiento el tribunal del lugar en el cual se hubiere producido la primera formalización de la instrucción."

Artículo 164

	Reemplázase por el siguiente:

	"Artículo 164.- Cuando se dictaren distintas sentencias condenatorias en contra de un mismo imputado, los tribunales que dictaren los fallos posteriores al primero no podrán considerar circunstancias modificatorias que de haberse acumulado los procesos no se hubieren podido tomar en cuenta. Deberán, asimismo, regular la pena de modo tal que el conjunto de penas no pueda exceder de aquella que hubiere correspondido de haberse juzgado conjuntamente los delitos.

	En los casos del inciso anterior, el tribunal que dictare la última sentencia deberá modificarla, de oficio o a petición del afectado, a objeto de adecuarla a lo establecido en el mismo inciso."

Artículos 165, 168,  170 y 170 bis

	Deróganse.

Artículo 171

	Reemplázase por el siguiente:

	"Artículo 171.- La acción encaminada a reparar las consecuencias civiles del hecho punible podrá ejercitarse ante el tribunal que conozca del respectivo proceso criminal, de conformidad al Código Procesal Penal.

	Una vez deducida la demanda civil ante el tribunal competente en lo criminal, subsistirá la competencia de éste aunque después alguna de las partes sea declarada en quiebra."

Artículo 173

	Sustitúyese en el inciso primero la expresión "juez del crimen” por “tribunal con competencia en lo criminal”.

7. Reglas que determinan la distribución de causas en aquellas comunas o agrupaciones de comunas en cuyo territorio existan dos o más jueces con igual competencia.

	Sustitúyese la palabra “jueces” por “tribunales”.

Artículo 175

	Agrégase en  el inciso  primero, a continuación de la expresión "más de un juez de letras”, la frase “con igual competencia, a excepción de lo criminal”.

Artículo 179

	Elimínase en el inciso primero la frase "proceder de oficio en determinados casos, ni".

Artículo 206

	Agrégase, como artículo 206, nuevo, el siguiente:

	"Artículo 206.- En todos los casos en que el juez de garantías falte o no pueda intervenir en determinadas causas, será subrogado por otro juez de garantías del mismo tribunal.

	Si el juzgado de garantías contare con un solo juez, éste será subrogado por el juez del juzgado con competencia común de la misma comuna o agrupación de comunas, y a falta de éste, por el secretario letrado de este último."

Artículo 207

	Agrégase, como artículo 207, nuevo, el siguiente:

	"Artículo 207.- Cuando no pueda tener lugar lo dispuesto en el artículo precedente, la subrogación se hará por un juez de garantías de la comuna más cercana. A falta de éste, se aplicarán análogamente las reglas previstas en el artículo anterior."

Artículo 208

	Agrégase, como artículo 208, nuevo, el siguiente:

	"Artículo 208.- En defecto de todos los designados en los artículos 206 y 207, la subrogación se hará por los jueces de garantía de las restantes comunas de la misma jurisdicción de la Corte de Apelaciones a la cual pertenecen, conforme a criterios de cercanía territorial, esto es, con aquellos cuya ciudad de asiento sean más fáciles y rápidas las comunicaciones, según el orden que determine la referida Corte cada dos años."

Artículo 209

	Agrégase, como artículo 209, nuevo, el siguiente:

	"Artículo 209.- Cuando no resultare aplicable ninguna de las reglas anteriores, actuará como subrogante un juez de garantías, a falta de éste un juez de letras con competencia común o, en defecto de ambos, el secretario letrado de este último, que dependan de una Corte de Apelaciones distinta. Regirán con este objeto las reglas previstas por los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 216."

Artículo 210

	Agrégase, como artículo 210, nuevo, el siguiente:

	"Artículo 210.- En todos los casos previstos en las normas precedentes el juez de garantías subrogante se constituirá en el juzgado que se subroga."

Artículo 210 bis

	Agrégase el siguiente artículo nuevo:

	"Artículo 210 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 206 a 209, los jueces de garantías no podrán ser llamados a subrogar a otros jueces."

Artículo 210 bis A

	Agrégase el siguiente artículo nuevo:

	" Artículo 210 bis.- En todos los casos en que un tribunal oral  en lo penal no pudiere constituirse conforme a la ley por falta de jueces pertenecientes al mismo, se convocará por el Presidente de la sala como subrogante a un juez perteneciente a algún tribunal oral en lo penal de la misma jurisdicción, para lo cual se aplicarán análogamente los criterios de cercanía territorial previstos en el artículo 208. Para estos fines, se considerará el lugar en el que deba realizarse el juicio oral de que se trate.

	Cuando ello no resultare posible, sea porque los jueces pertenecientes a otros tribunales orales en lo penal no pudieren conocer de la causa respectiva o por razones de funcionamiento de éstos, actuará como subrogante un juez perteneciente a algún tribunal oral en lo penal que dependa de una Corte de Apelaciones distinta. Regirán, con tal fin, las reglas previstas en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 216.

	En defecto de las reglas precedentes, resultará aplicable lo dispuesto en el artículo 213 o si ello no resultare posible, se postergará la realización del juicio oral hasta la oportunidad más próxima en que alguna de tales disposiciones resultare aplicable."

Artículo 210 bis B

	Agrégase el siguiente artículo nuevo:

	" Artículo 210 bis B.- Sin perjuicio de los previsto en el artículo precedente, los jueces pertenecientes a los tribunales orales en lo penal no podrán ser llamados a subrogar a otros jueces."

Artículo 230

	Reemplázase la expresión "ministerio público" por "fiscal judicial”.

Artículo 248

	Agrégase el siguiente artículo nuevo:

	"Artículo 248.- Para todos los efectos de este Código se entenderá que las referencias hechas a los jueces letrados o jueces de letras incluyen también a los jueces de garantías y a los jueces de los tribunales en lo penal, salvo los casos en que la ley señale expresamente lo contrario."

Artículo 253

	Reemplázase en el inciso primero la expresión “fiscal de Corte de Apelaciones” por “fiscal judicial de Corte de Apelaciones”.

Artículo 256

	Sustitúyese su Nº  5º por el siguiente:

	"5º Aquellos respecto de quien se hubiere dictado auto de apertura del juicio oral."

Artículo 257

	Agrégase la expresión "fiscales" a continuación de la palabra “judiciales”.

Artículo 259

	Agrégase, en el inciso primero, la expresión "judicial" a continuación de la palabra “fiscal”.

Artículo 260

	Agrégase, en el inciso primero, la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".

Artículo 265

	Agréganse, en el inciso primero, las expresiones "judicial" y "judiciales" a continuación de las palabras "fiscal" y "fiscales", respectivamente.

	Agrégase, en el inciso tercero,  la expresión "judiciales" a continuación de la palabra “fiscales”.

Artículo 267

	Reemplázase por el siguiente:

	"Artículo 267.- El Escalafón Primario tendrá las siguientes categorías:

	Primera Categoría: Presidente, ministros y fiscal judicial de la Corte Suprema.

	Segunda Categoría: Presidente, ministros y fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones, y relatores y secretario de la Corte Suprema.

	Tercera Categoría: Jueces en lo penal de juzgados de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, jueces de garantías de juzgados de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, jueces letrados de juzgados de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, y relatores y secretarios de Corte de Apelaciones.

	Cuarta Categoría: Jueces en lo penal de juzgados de ciudad asiento de capital de provincia, jueces de garantías de juzgados de ciudad asiento de capital de provincia, jueces letrados de juzgados de ciudad capital de provincia.

	Quinta Categoría: Jueces en lo penal de juzgados de comuna o agrupación de comunas, jueces de garantías de juzgados de comuna o agrupación de comunas, jueces letrados de juzgados de comuna o agrupación de comunas y secretarios de juzgados de letras de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.

	Sexta Categoría: Secretarios de juzgados de letras de capital de provincia, prosecretario de la Corte Suprema y secretario abogado del fiscal de ese mismo tribunal.

	Séptima Categoría: Secretarios de juzgados de letras de comuna o agrupación de comunas.

	Los relatores de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones se incorporarán a las categorías que respectivamente se les asignan en los términos del artículo 285."

Artículo 269

	Agrégase al final del inciso primero, una serie nueva:

	"Sexta Serie: Administradores, subadministradores y jefes de unidades de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías."

	Intercálase, en el inciso segundo, entre comas (,), la frase “con excepción de la sexta”.

	Agrégase el siguiente inciso final: 

	"La sexta serie, tendrá las siguientes categorías:

	Primera categoría: Administrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.

	Segunda Categoría: Administrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de capital de provincia y subadministrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.

	Tercera categoría: Administrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas, subadministrador de tribunales orales  en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de capital de provincia, y jefe de unidad de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.

	Cuarta categoría: Subadministrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas, y jefe de unidad de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de capital de provincia.

	Quinta categoría: Jefe de unidad de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas."

Artículo 273

	Agrégase, en el inciso primero, la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".

	Agrégase, en el inciso cuarto, letra c), la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".

	Agrégase, en el mismo inciso, letra d), la expresión "judiciales" a continuación de la palabra "fiscales". 

	Agrégase, en el inciso final, a continuación de la expresión “su presidente” la frase “o en su defecto, el secretario más antiguo de cualquiera de los tribunales cuyos jueces integren la comisión”.

Artículo 276

	Agrégase, en las letras a), b) y c) del inciso octavo, la expresión "judicial" a continuación de la expresión "fiscal".

Artículo 277

	Sustitúyese,  en el inciso primero, la expresión “Secretario del tribunal” por “secretario o administrador del tribunal”.

	Agrégase, en los incisos segundo y tercero,  la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".

Artículo 279

	Agrégase, en el inciso primero, la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".

	Agrégase, en el inciso segundo, la expresión "o el administrador" a continuación de la expresión "secretario”.

Artículo 282

	Agrégase, en el inciso segundo, la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal”.

Artículo 283

	Agrégase la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal”.

Artículo 284

	Agrégase, en el inciso primero, letra a), a continuación de la expresión "fiscales" la palabra "judiciales".

	Reemplázase, en el inciso primero, letras a) y b), la expresión "con el juez de letras civil o criminal" por la expresión "con el juez de letras, el juez en lo penal o el juez de garantías".

	Agrégase, en el inciso primero, letra d), a continuación de la expresión "fiscal"  la palabra "judicial".

Artículo 285 bis

	Agrégase, en el inciso final, a continuación de la expresión "fiscal" la palabra "judicial". 



Artículo 292

	Agrégase, en la segunda categoría, a continuación de "Corte de Apelaciones", la frase "Ejecutivos de sala de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de Corte de Apelaciones".

	Agrégase, en la tercera categoría, a continuación de las expresiones "mismos tribunales" la frase "Administrativos 1º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de Corte de Apelaciones y Ejecutivos de sala de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de capital de provincia".

	Agrégase, en la cuarta categoría, a continuación de "Valparaíso,", la frase "Administrativo 2º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, Administrativo 1º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de capital de provincia, y Ejecutivo de sala de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas,".

	Agrégase, en la quinta categoría, a continuación de los dos puntos, la frase "Administrativo 3º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, Administrativo 2º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de capital de provincia, y Administrativo 1º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas,".

	Agrégase, en la sexta categoría, a continuación de los dos puntos, la frase "Administrativo 3º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de capital de provincia, Administrativo 2º y 3º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas, Ayudante de audiencia de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, telefonista y secretaria ejecutiva de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de Corte de Apelaciones,".

	Agrégase, en la séptima categoría, a continuación de la expresión "letras,", la frase "Ayudante de audiencia de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de capital de provincia y de comuna o agrupación de comunas, telefonista y secretaria ejecutiva de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantías de ciudad asiento de capital de provincia y de comuna o agrupación de comunas,”.

Artículo 295

	Sustitúyese su letra f) por la siguiente:

	"f) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos, ni hallarse condenado o haber sido objeto de un auto de apertura en lo penal  por crimen o simple delito."

Artículo 303

	Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la expresión "fiscales", la palabra "judiciales".

Artículo 312

	Intercálanse, como  incisos segundo y tercero, los siguientes:

	“Los jueces integrantes de tribunales orales en lo penal tendrán obligación de asistir a su despacho por 44 horas semanales.

	"Los jueces de garantías deberán asistir a su despacho por 44 horas semanales, debiendo establecerse un sistema o turno que permita la disponibilidad de un juez de garantías en la jurisdicción fuera del horario normal de atención de los tribunales.”

Artículo 330

	Reemplázase, en el inciso tercero,  la expresión "u oficial del ministerio público de orden inferior" por la expresión "o funcionario de los fiscales judiciales de orden inferior". 

	Reemplázase, en el mismo inciso, la expresión "al oficial del ministerio público o al tribunal a quien corresponda" por la expresión "al ministerio público".

Artículo 332

	Sustitúyese el párrafo segundo del Nº 1, por el siguiente:

	"En cuanto a los jueces condenados se estará a lo establecido en el Nº 6 del artículo 256;".

Artículo 335

	Sustitúyese el Nº 1º por el siguiente:

	"1º Por encontrarse ejecutoriada la sentencia que declara haber lugar a la querella de capítulos en delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, y tratándose de delitos comunes, desde que se emite el auto de apertura del juicio oral."

Artículo 336

	Sustitúyese el número “39” por “48”.

Artículo 338

	Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión "oficial del ministerio público" por "fiscal judicial".

	Reemplázase, en el inciso segundo, "ministerio público" y "ministerio" por "fiscal judicial”. 

Artículo 339

	Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

	"Artículo 339.- Los tribunales procederán en estas causas breve y sumariamente, oyendo al juez imputado y al fiscal judicial, y las fallarán apreciando la prueba conforme a la sana crítica."

	Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión "fiscal", la palabra "judicial".

Título XI

Los auxiliares de la administración de justicia

1. Ministerio Público

	Reemplázase el epígrafe del párrafo 1 por el siguiente:

"1. Fiscalía judicial"



Artículo 350

	Sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 

	"Artículo 350.- La fiscalía judicial será ejercida por el fiscal judicial de la Corte Suprema, que será el jefe del servicio, y por los fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones."

	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".

	Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión "del ministerio público" por "de la fiscalía judicial”.

Artículo 351

	Derógase.

Artículo 352

	Agrégase, a continuación de la expresión "fiscales", la palabra "judiciales".

Artículo 353

	Agréganse las expresiones "judicial" y "judiciales" a continuación de las expresiones "fiscal" y "fiscales" respectivamente.

	Elimínase el Nº  2º.

	Reemplázase, en el Nº 3º, la expresión “oficial del ministerio público”  por “fiscal judicial”.

	Sustitúyese, en el inciso final, la expresión “Nº 4, del artículo 72” por “Nº 15º del artículo 32”

Artículo 354

	Sustitúyese por el siguiente: 

	"Artículo 354.- Los fiscales judiciales obran, según la naturaleza de los negocios, o como parte principal, o como terceros, o como auxiliares del juez.”.

Artículo 355

	Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión "ministerio público" por "alguno de los fiscales judiciales".

Artículo 356

	Derógase.

Artículo 357

	Sustitúyese el encabezado por el siguiente:

	"Artículo 357.- Debe ser oída la fiscalía judicial:" 

	Elimínase el Nº 1º.

Artículo 358

	Sustitúyese el encabezado por el siguiente:

	"Artículo 358.- En segunda instancia no se oirá a la fiscalía judicial:"

	Elimínanse los números  4º y 5º.





Artículo 359

	Sustitúyese la expresión "oficial del ministerio público" por "fiscal judicial". 

	Agrégase, al final del artículo,  la frase “a excepción de la competencia en lo criminal”.

Artículo 360

	Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “El ministerio público” por “La fiscalía judicial”.

Artículo 361

	Sustitúyese la expresión “oficiales del ministerio público” por “fiscales judiciales”.

Artículo 362

	Sustitúyese la expresión “oficiales del ministerio público” por “fiscales judiciales”.

Artículo 363

	Agrégase, a continuación de la expresión "fiscal", la palabra “judicial”.

Artículo 364

	Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".

	Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión "fiscales", la palabra "judiciales".

Artículo 379

	Agrégase, a continuación de la expresión "juzgados", la expresión "de letras en lo civil".

Artículo 380

	Agrégase, a continuación de la expresión “juzgados” ,la expresión “de letras en lo civil”.

Artículo 382

	Derógase su inciso primero.

	Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente: 

	"Las rebeldías deberán ser declaradas por el secretario del juzgado de letras, de conformidad al Código de Procedimiento Civil o a las normas procesales especiales que corresponda.".

	Elimínase, en el inciso tercero, la siguiente frase: "Las órdenes de citación a testigos o a inculpados, las que se den a la prefectura respectiva o a carabineros para que procedan a practicar investigaciones;", colocando en mayúsculas el artículo “lo”, que sigue a continuación de la frase suprimida. 

	Agrégase, en el mismo inciso, a continuación de la expresión "del juzgado" la expresión "de letras".

Artículo 384

	Elimínase el párrafo segundo del Nº 1º.



Artículo 386

	Sustitúyese la expresión "los tribunales colegiados" por la expresión  "las cortes”.

Artículo 389

	Agrégase, a continuación de este artículo, el siguiente nuevo párrafo 4 bis, con los artículos que a continuación se señalan:

"Párrafo 4º bis

Los administradores de tribunales con competencia en lo criminal

	Artículo 389 bis.- Los administradores de tribunales con competencia en lo criminal son funcionarios auxiliares de la administración de justicia encargados de organizar y controlar la gestión administrativa necesaria para el adecuado funcionamiento de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías.

	Artículo 389 bis A..- Corresponde a los administradores de estos tribunales:

	a) Dirigir las labores administrativas propias del funcionamiento del tribunal. 

	b) Proponer para la resolución del juez coordinador, la designación y remoción del subadministrador, de los jefes de unidades y del personal de empleados del tribunal. 

	c) Evaluar al personal a su cargo.

	d) Adquirir y abastecer de materiales de trabajo al tribunal, en conformidad con el plan presupuestario aprobado para el año respectivo.

	e) Distribuir los casos a los jueces o a las salas que integran el respectivo tribunal, conforme con el procedimiento objetivo y general aprobado.

	f) Llevar la contabilidad y administrar la cuenta corriente del tribunal.

	g) Dar cuenta al juez coordinador del tribunal acerca de la gestión administrativa del mismo y formular las proposiciones que estime pertinentes.

	h) Elaborar un plan presupuestario anual, que deberá ser presentado al juez coordinador a más tardar en el mes de mayo del año anterior al ejercicio correspondiente. 

	El plan deberá contener una propuesta detallada de la inversión de los recursos que requerirá el tribunal en el ejercicio siguiente.

	i) Ejercer las demás funciones que le sean asignadas por el comité de jueces o que determinen las leyes.

	Para el cumplimiento de sus funciones, el administrador del tribunal se atendrá a las políticas generales de selección de personal, de evaluación, de administración de recursos materiales y de personal, de diseño y análisis de la información estadística y demás que dicte el Consejo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en el ejercicio de sus atribuciones propias.

	Artículo 389 bis B.- Para ser administrador de un tribunal con competencia en lo criminal se requiere poseer un título profesional relacionado con las áreas de administración y gestión, otorgado por una universidad, de una carrera con a lo menos ocho semestres de duración. Excepcionalmente, en los juzgados de garantías de asiento de comuna o agrupación de comunas, la Corte de Apelaciones respectiva podrá autorizar el nombramiento de un administrador con un título técnico de nivel superior o título profesional de las mismas áreas, de una carrera con una duración menor a la señalada.

	Artículo 389 bis C.- Los administradores de tribunales con competencia en lo criminal serán designados de una terna que elabore el juez coordinador, a través de concurso público de oposición y antecedentes, que será resuelto por el comité de jueces del respectivo tribunal.

	Artículo 389 bis D.- Las disposiciones contenidas en el Título XII de este Código serán aplicables a los administradores de los tribunales con competencia en lo criminal en cuanto no se opongan a la naturaleza de sus funciones.

	Artículo 389 bis E.- El administrador podrá proponer al juez coordinador la remoción del subadministrador, de los jefes de unidades y del personal, cuando se estime, en el proceso de calificación respectivo, que no han cumplido eficazmente sus funciones o, en cualquier tiempo, cuando hubieren incurrido en faltas graves al servicio. 

	En este último caso, el juez coordinador, de oficio o a petición del administrador, iniciará el procedimiento administrativo de remoción, el que contemplará un justo y debido proceso, debiendo en forma previa formular los cargos administrativos en que consistan las faltas graves al servicio. 

	El afectado tendrá un plazo de cinco días hábiles para formular los descargos respectivos, al término de los cuales el juez coordinador resolverá sin más trámite. 

	De la resolución podrá apelarse ante el comité de jueces, dentro del término de tres días hábiles y fatales, debiendo éste resolver dentro de los cinco días siguientes. Tratándose de la resolución de jueces que integran un juzgado unipersonal, conocerá de la apelación la Corte de Apelaciones respectiva. 

	Las notificaciones se practicarán personalmente en el lugar de trabajo, o mediante carta certificada dirigida al domicilio que el funcionario tenga registrado en el tribunal, contándose los plazos en este último caso al tercero día de despachada.

	La remoción del administrador del tribunal podrá ser solicitada por el juez coordinador y será resuelta por el comité de jueces, con apelación a la Corte de Apelaciones respectiva.”

Artículo 393 bis

	Introdúcese  el siguiente artículo 393 bis, nuevo:

	"Artículo 393 bis.- Las notificaciones que deban practicarse en los procesos criminales estarán entregadas a los funcionarios del tribunal que conozca de ellos, los que serán designados para cumplir dichas funciones, en carácter de receptores ad hoc, por el juez coordinador, a propuesta del administrador."

Artículo 436

	Sustitúyese la expresión "a la autoridad judicial de que dependa" por "al ministerio público”.

Artículo 455

	Sustitúyese, en el párrafo segundo del número 1º,  letra a), la expresión "expediente" por "registro".

Artículo 458

	Agrégase, en el inciso tercero, la expresión "judicial" a continuación de la expresión "fiscal".

Artículo 459

	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "oficiales del ministerio público" por la expresión "fiscales judiciales".

Artículo 461

	Agrégase la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal”.

Artículo 464

	Reemplázase la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".

Artículo 469

	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".

Artículo 470

	Reemplázase,  en el inciso tercero, la expresión "del ministerio público" por "de fiscales judiciales".

Artículo 471

	Agrégase, en el inciso tercero, la expresión "judicial" a continuación de la expresión "fiscal".

Artículo 472

	Agrégase la expresión "judicial" a continuación de la expresión "fiscal”.

Artículo 480

	Agrégase, en el inciso primero, la expresión "judiciales" a continuación de la expresión "fiscales".

Artículo 481

	Agrégase,  en el inciso primero, la expresión "judiciales" a continuación de la expresión "fiscales".

Artículo 483

	Reemplázase la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".

Artículo 484

	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".

Artículo 486

	Reemplázase la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".

Artículo 494

	Agrégase,  en el inciso segundo, la expresión "judiciales" a continuación de la expresión "fiscales".

	Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".

Artículo 495

	Agrégase la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".

Artículo 498

	Agrégase, en el inciso primero,  la expresión "judiciales" a continuación de la expresión "fiscales".

Artículo 499

	Agrégase, en el inciso segundo, la expresión “judiciales” a continuación de la expresión “fiscales”.

Artículo 503

	Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

	"El secretario abogado del fiscal judicial de la Corte Suprema, los oficiales de los fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones y los oficiales de los defensores públicos que tengan título de abogado no podrán ejercer su profesión respecto de los asuntos en que, de conformidad a los artículos 356, 357 y 366, los fiscales judiciales o los defensores públicos deban intervenir, en su caso."

Artículo 506

	Sustitúyese el Nº 6º por el siguiente:

	“6º Dictar, conforme a las directrices generales que le imparta la Corte Suprema,  políticas de selección de personal, de evaluación, de administración de recursos materiales y de personal, de indicadores de gestión, de diseño y análisis de la información estadística,  y la aprobación de los presupuestos que le presenten los tribunales.” 

Artículo 516

	Agrégase, en el inciso segundo, la expresión "o del administrador” a continuación de la expresión “secretario”.

Artículo 517

	Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase "Los secretarios de las Cortes y de los juzgados" por "Los secretarios de las Cortes y los secretarios o administradores de los tribunales".

Artículo 523

	Reemplázase,  en el Nº 3º, la expresión "estar actualmente procesado" por "ni haberse dictado a su respecto auto de apertura del juicio oral".

Artículo 539

	Agrégase, en el inciso primero,  la expresión "judiciales" a continuación de la expresión "fiscales".

Artículo 541

	Agrégase, en el inciso primero, la expresión "judicial" a continuación de la expresión "fiscal".

Artículo 560

	Sustitúyese su Nº  1º por el siguiente:

	"1º.- Cuando se tratare de causas civiles que puedan afectar las relaciones internacionales y que sean de competencia de los tribunales de justicia;"

	Elimínase el Nº  2º.

	Agrégase, como Nº 2º, nuevo, el siguiente:

	“2º Cuando se tratare de la investigación de hechos o de pesquisar delitos cuyo conocimiento corresponda a la justicia militar, que puedan afectar las relaciones internacionales, o que produzcan alarma pública y exijan pronta represión por su gravedad y perjudiciales consecuencias, y”

Artículo 567

	Sustitúyese por  el siguiente:

	"Artículo 567.- El último día hábil de cada semana, un juez de garantías, designado por el comité de jueces del tribunal de la respectiva jurisdicción, visitará la cárcel o el establecimiento en que se encuentren los detenidos o presos a fin de indagar si sufren tratos indebidos, si se les coarta la libertad de defensa o si se prolonga ilegalmente la tramitación de su proceso.”



Artículo 568

	Reemplázase la expresión “oficiales” por “fiscales”.

Artículo 569

	Sustitúyese por el siguiente:

	"Artículo 569.- En el acto de la visita deberán ser presentados todos los presos y detenidos por instrucciones o procesos en substanciación que así lo soliciten, y aquellos cuya detención no se hubiere comunicado aún al juez.”.

Artículo 570

	Sustitúyese por el siguiente:

	"Artículo 570.- Iniciada la visita, un auxiliar judicial dará lectura al estado que llevará preparado para ese efecto y en que se expresará el nombre de cada uno de los presos y detenidos, el delito que se les imputa, el estado en que se encuentra y la fecha de inicio de la privación de libertad.”.

Artículo 571

	Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “para la defensa de sus juicios” por la expresión “en la defensa en la instrucción o juicio en que intervinieren”.

Artículo 572

	Sustitúyese la expresión “procesados” por “reclusos”.

Artículo 573

	Sustitúyese la expresión “incompetentemente juzgado” por “preso”.

Artículo 574

	Sustitúyese la expresión “procesados” por “detenidos o presos” y la expresión “juzgado” por “tribunal”.

Artículo 577

	Reemplázase por el siguiente:

	"Artículo 577.- Todo jefe de establecimiento en que se encuentren individuos detenidos o presos dará cuenta inmediata al fiscal del ministerio público respectivo, de la muerte o fuga de alguno de ellos y de cualquier enfermedad que exija la traslación de un enfermo a un hospital u otro establecimiento."

Artículo 578

	Sustitúyese la expresión “procesados” por “internos”.

Artículo 580

	Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

	"Artículo 580.- En las comunas asiento de una Corte de Apelaciones constituirán la visita un ministro de la misma, un juez de tribunal oral en lo penal y un juez de garantías. El ministro será designado por turno anual, comenzando por el menos antiguo."

	Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

	"En las demás comunas, constituirán las visitas un juez de garantías, designado por la Corte de Apelaciones de acuerdo a un turno mensual, y el auxiliar judicial más antiguo, si hay más de uno o, por último, el auxiliar del juez de garantías que se designare, si éste no sirviere un juzgado de letras."

	Sustitúyese, en el inciso cuarto, la expresión "juez del crimen más antiguo" por "juez de garantías”.

Artículo 581

	Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión ", el ministro que designe y el fiscal de la Corte Suprema" por "y el ministro que designe".

	Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión ", el ministro y el fiscal de la Corte de Apelaciones" por "y el ministro".



Artículo 582

	Sustitúyense las expresiones "procesados" por "sometidos a prisión preventiva".

Artículo 583

	Sustitúyese la expresión "procesado" por "recluso".

Artículo 584

	Sustitúyese la expresiones "secretario" por "auxiliar".

Artículo 586

	Elimínase en el Nº  3º la expresión "y los motivos del retardo o paralización que alguna de ellas sufriere,".

Artículo 587

	Sustitúyese la expresión “los tribunales colegiados” por “las cortes”.

Artículo 588

	Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión "los tribunales colegiados" por "las cortes".

	Artículo 12.- El mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley se financiará con los recursos asignados al Poder Judicial en la ley de Presupuestos del Sector Público del año correspondiente.

Artículos transitorios

	Artículo 1º.- La instalación de los tribunales que se crean en el artículo 2º, como, asimismo, la presentación de las ternas correspondientes a su personal, se efectuarán en la medida que el presupuesto del Poder Judicial contemple el gasto pertinente y la Corporación Administrativa del Poder Judicial ponga a disposición de las respectivas Cortes de Apelaciones los locales destinados al funcionamiento de estos tribunales.

Artículo 2º.- La instalación de los nuevos tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías se efectuará con a lo menos treinta días de antelación a la fecha de entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal en la región de que se trate, para lo cual la Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá poner a disposición de las respectivas Cortes de Apelaciones los locales destinados al funcionamiento de estos tribunales.

	La designación de los jueces en ellos se regirá por las reglas comunes, en lo que no sean modificadas o complementadas por las normas siguientes:

1) Los jueces del crimen y los jueces de letras con competencia criminal cuyos tribunales son suprimidos por esta ley, podrán optar, con una anticipación de a lo menos ciento ochenta días respecto del momento en que el Código Procesal Penal haya de entrar en vigencia en la región de que se trate, a los cargos de jueces en lo penal o jueces de garantías dentro de su mismo territorio jurisdiccional.

	Si nada dijeren dentro de dicho plazo, pasarán a ejercer, por el solo ministerio de la ley, los cargos de jueces de garantías dentro de su mismo territorio jurisdiccional.

	2) La Corte de Apelaciones respectiva deberá determinar el juzgado y el momento en que cada juez pasará a ocupar su nueva posición de acuerdo con las necesidades de funcionamiento del sistema.

	3) Para proveer los cargos que quedaren sin ocupar en los tribunales orales en lo penal, la Corte de Apelaciones respectiva deberá, con una anticipación de a lo menos ciento cincuenta días respecto del momento en que el Código Procesal Penal haya de entrar en vigencia en la región de que se trate, elaborar las ternas con los postulantes que cumplan los requisitos exigidos por el Código Orgánico de Tribunales para llenar los cargos vacantes, según las categorías respectivas. 

	La Corte podrá elaborar ternas simultáneas, de manera de que el procedimiento respectivo concluya dentro del plazo antes señalado. 

	El Presidente de la República procederá a la designación de los nuevos jueces dentro del plazo de quince días desde que reciba las ternas respectivas.

	4) Una vez producidas las designaciones de jueces en lo penal,  se procederá a llenar los cargos que quedaren sin ocupar en los juzgados de garantías, de acuerdo con el mismo procedimiento dispuesto para los jueces en lo penal.

	5) Para optar o postular a los cargos de jueces en lo penal y jueces de garantías, con arreglo a lo previsto en los números 3 y 4 de este artículo, los postulantes, además de cumplir con los requisitos comunes, deberán haber aprobado el curso habilitante que la Academia Judicial impartirá al efecto.

	6) En casos excepcionales, cuando no hubiere postulantes que cumplan los requisitos establecidos en la letra b) del artículo 284 del Código Orgánico de Tribunales, resultará aplicable la regla contenida en la letra c) de la misma disposición. 

	7) Los jueces a que se refieren los números anteriores conservarán la categoría, las remuneraciones y la antigüedad que poseyeren en el Escalafón Primario del Poder Judicial, sin solución de continuidad.

	8) Los jueces de letras que sean designados para cumplir funciones en los tribunales orales en lo penal y en los juzgados de garantía deberán, cuando la Corte de Apelaciones correspondiente al mismo territorio jurisdiccional así lo ordene, continuar desempeñando sus antiguos cargos en la medida en que ello resulte necesario y por un período que no exceda de dos años. Tratándose de jueces que sean designados en juzgados que pertenezcan al territorio jurisdiccional de una Corte de Apelaciones diversa, dicha resolución la adoptará el Presidente de la Corte Suprema.

9) Los empleados u oficiales de secretaría de los juzgados del crimen y de los juzgados de letras que son suprimidos por esta ley, podrán postular para ingresar a cumplir funciones en los tribunales orales en lo penal y en los juzgados de garantías, siempre que hayan aprobado el examen habilitante que al efecto les deberá tomar la Academia Judicial, caso en el cual preferirán a los postulantes externos a la carrera judicial.

Artículo 3º.- Facúltase a la Corte de Apelaciones respectiva para determinar las fechas de cierre de los antiguos juzgados del crimen y las de apertura de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías, así como para fijar las competencias territoriales de los juzgados del crimen que subsistan, al interior de las regiones, hasta que haya comenzado a regir el Código Procesal Penal. En la medida que en las causas que dichos tribunales tramitan se vayan dictando sentencias definitivas o sobreseimientos de cualquier tipo, la Corte de Apelaciones respectiva podrá determinar el traspaso de causas entre ellos, de manera de racionalizar la distribución de causas antiguas y propender, conforme se indica en estas disposiciones transitorias, al cierre paulatino de los tribunales del antiguo sistema. 

Las Cortes de Apelaciones tendrán presente, en el ejercicio de las atribuciones de que trata este artículo, los siguientes criterios orientadores:

	a)  Los juzgados del crimen que, en virtud de las disposiciones permanentes de este Código, sean suprimidos, irán siendo cerrados cada vez que el porcentaje total de causas pendientes a la fecha de entrada en vigencia del Código Procesal Penal, de conformidad a la estadística judicial, descienda del cincuenta por ciento, pasando las causas pendientes al juzgado que subsista en el mismo territorio jurisdiccional.

 	b) Al término del primer año de vigencia del Código Procesal Penal en la jurisdicción respectiva, se cerrarán los juzgados del crimen impares.

 	c) Al término del segundo año de vigencia del Código Procesal Penal en la jurisdicción respectiva, se cerrarán todos los juzgados del crimen que se mantengan en funcionamiento y las causas pendientes que subsistan a esa fecha, serán traspasadas al juzgado de garantías de la misma jurisdicción, para que sean asumidas por el   juez de garantías que el comité de jueces de dicho tribunal designe, quien asumirá en calidad de   juez del crimen.

 	d) Las Cortes de Apelaciones, excepcionalmente, al término de los dos años, podrán mantener subsistente un juzgado del crimen por cada jurisdicción, para que siga conociendo de las causas pendientes, hasta por un período que en ningún caso podrá ser superior a dos años más, al cabo de los cuales se deberá cumplir la regla señalada en la letra anterior.

e) Los juzgados de letras que se suprimen por esta ley, dejarán de funcionar al inicio de entrada en vigencia del Código Procesal Penal en la región de que se trate, traspasándose sus causas a los demás juzgados de letras de la misma jurisdicción, según la proporción que determine la Corte de Apelaciones respectiva.

	Artículo 4º.- La implementación del nuevo proceso penal requerirá de una coordinación interinstitucional que involucre, a lo menos, vinculaciones permanentes entre el Ministerio Público, el Poder Judicial, la Defensoría Penal Pública y el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Justicia, a niveles superiores y técnicos, que permita el adecuado funcionamiento de las fiscalías y los nuevos tribunales orales en lo penal y juzgados de garantías, en el marco de la gradualidad que ordena la Constitución Política del Estado en su disposición transitoria trigesimasexta, y la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, en el artículo quinto transitorio.

	Para estos efectos, constitúyese una Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, la que tendrá como función principal realizar los estudios y proposiciones técnicas que faciliten la puesta en marcha del nuevo sistema procesal penal y la acción mancomunada con tal fin de las instituciones en ella representadas, así como hacer el seguimiento y evaluación del proceso de implementación de la reforma procesal penal. 

	Dicha Comisión estará integrada por el Ministro de Justicia, quien la presidirá, por el  Presidente de la Corte Suprema, por el por el Fiscal Nacional del Ministerio Público, por el Defensor Penal Público, por un Ministro de la Corte Suprema elegido por el pleno de ese tribunal, por un Fiscal Regional elegido por el Consejo del Ministerio Público, y por el Subsecretario de Justicia.

	La Comisión de Coordinación sesionará a lo menos una vez al mes. 

	La Comisión de Coordinación tendrá un Secretario Ejecutivo, que será designado por ésta y participará en sus reuniones con derecho a voz pero no a voto.

	Para el cumplimiento de sus funciones, el Secretario Ejecutivo podrá contratar hasta cuatro profesionales que se integrarán a dicha Secretaría, sin perjuicio de constituir equipos de trabajo interinstitucionales, integrados por representantes de las diversas instituciones involucradas.

	La Comisión de Coordinación se disolverá, suprimiéndose el cargo de Secretario Ejecutivo, por el sólo ministerio de la ley, al término del quinto año de funcionamiento.

Para regular, en lo no contemplado en esta ley, su organización y funcionamiento, la Comisión de Coordinación dictará un reglamento, dentro del plazo de 30 días de constituida.

	Artículo 5º.- El Ministerio de Justicia, en conjunto con el Consejo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, se coordinará con los Ministerios de Hacienda, de Planificación y Cooperación y de Obras Públicas, con la finalidad de acordar los procedimientos administrativos más eficaces tendientes a obtener, en los plazos contenidos en el artículo 5º transitorio de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, la aprobación presupuestaria y técnica de los proyectos de inversión y la construcción de los nuevos tribunales que contempla esta ley.

 	Artículo 6º.- Durante el período en que se encuentren vigentes las normas del antiguo Código de Procedimiento Penal y del Código Procesal Penal, en aquellos casos en que no se pueda establecer con precisión el lugar en que acaeció el o los hechos que fijan la competencia del tribunal y ese hecho pudiere haber ocurrido en un lugar en que rija el nuevo Código Procesal Penal o en uno en que ello no acontezca, serán competentes para investigarlo y juzgarlo los órganos existentes en la región en que ya esté rigiendo el nuevo sistema.

	Artículo 7º.- Las comunicaciones de cualquier especie, expedidas por los tribunales del crimen subsistentes, se regirán por lo dispuesto en el párrafo 2º, título III, del Libro Primero del Código Procesal Penal. Lo mismo ocurrirá con las comunicaciones que otras autoridades u organismos deban hacer llegar a dichos tribunales."

VII. Diputado Informante. 

	Se designó Diputado Informante al señor Elgueta Barrientos, don Sergio.

	Sala de la Comisión, a 20 de abril de 1999.

















	Acordado en sesiones de fechas 15 de diciembre de 1998, 5, 12, 13, 19 y 20, de enero; 2, 9, 16 y 31 de marzo; 7, 14 y 20 de abril de 1999, bajo la presidencia de los señores Aldo Cornejo González y Sergio Elgueta Barrientos, y con la asistencia de los Diputados Francisco Bartolucci Johnston, Juan Bustos Ramírez, Alberto Cardemil Herrera, Juan Antonio Coloma Correa, Alberto Espina Otero, Pía Guzmán Mena, Zarko Luksic Sandoval,  Aníbal Pérez Lobos, Sergio Ojeda Uribe, Ricardo Rincón González, Antonella Sciaraffia Estrada, Laura Soto González, Salvador Urrutia Cárdenas e Ignacio Walker Prieto.













Adrián Álvarez Álvarez,

Abogado Secretario de la Comisión.





� El mensaje, signado con el Nº 53-339, de 3 de noviembre de 1998, ingresó a trámite legislativo el 11 del mismo mes, dándose cuenta de él el mismo día. Esta suscrito por S.E. el Presidente de la República, don Eduardo Frei Ruiz-Tagle, la Ministra de Justicia, doña María Soledad Alvear Valenzuela y por el Ministro de Hacienda don Eduardo Aninat Ureta.

� Hizo la presentación oficial del proyecto en nombre del Gobierno.

� A los mecanismos anteriores habría que agregar, en virtud de los acuerdos adoptados por la Comisión, la creación de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Defensoría Penal Pública. La entrada en vigencia de esta última condiciona la aplicación gradual de la reforma procesal penal, según lo resuelto por la Cámara de Diputados al aprobar el proyecto de ley orgánica constitucional del Ministerio Público (BOL. 2152-07), art. 4º transitorio.

� Vuestra Comisión acordó denominarlos “tribunales orales en lo penal”

� Como ya se dijera, la Comisión cambio la denominación de estos juzgados por la de “tribunales orales en lo penal”, que es la que se seguirá utilizando de aquí en adelante.

� La Comisión lo ha dividido en cinco párrafos, que tratan de los juzgados de garantías, de los tribunales orales en lo penal, del comité de jueces, del juez coordinador y de la organización administrativa de estos juzgados y tribunales.

� Artículos 1º y 4º en el proyecto aprobado por la Comisión. 

� En el proyecto aprobado por vuestra Comisión esta cantidad se eleva de 48 a 59.

� Esta cifra sube en el proyecto aprobado de 6 a 8: Litueche, Peralillo, Hualqui, Tucapel, Toltén, Purén, Hualaihué, Cisnes.(art. 6ª del Mensaje y 2º del proyecto aprobado.

� Se crean 95 juzgados de garantías, con un total de 350 jueces de garantías. En el proyecto aprobado bajan a 91, con un total de 347 jueces de garantías. A cambio de ellos, se crean más juzgados de letras, a los cuales se asigna la calidad de juzgados de garantías.

Se crean 35 tribunales orales en lo penal, con un total de 378 jueces en lo penal. 

En el proyecto aprobado por la Comisión, estos se elevan a 42, manteniéndose el número de jueces en lo penal.

� Arts. 16 y 19 del Código Orgánico de Tribunales (C.O.T). 

La Comisión ha uniformado ambos preceptos, con el fin de que sea el comité de jueces, a propuestas del juez coordinador, el que apruebe el procedimiento.

� Arts. 26 y 26 bis del mensaje. Arts. 22 y 23 en el proyecto aprobado por la Comisión.La Comisión ha modificado las atribuciones del comité de jueces, al cual corresponderá aprobar los procedimientos objetivos y generales a que se refieren los artículos 16 y 19, en su caso; designar, de la terna que le presente el juez coordinador, al administrador del tribunal; evaluar la gestión del administrador del tribunal y calificarlo anualmente; resolver acerca de la remoción del administrador del tribunal, a solicitud del juez coordinador; conocer de la apelación en contra de la resolución del juez coordinador que remueva al subadministrador, a los jefes de unidades y al personal de empleados del tribunal, y decidir el proyecto de plan presupuestario anual que le presente el juez coordinador, para ser propuesto a la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

� Arts. 17, 18 y 22 del mensaje. Artículo 24 del proyecto aprobado por la Comisión.

La Comisión ha modificado las atribuciones del juez coordinador, acorde con las nuevas funciones que se confirieran al comité de jueces. Es así como ahora el juez coordinador no aprobará el procedimiento objetivo y general de distribución de los casos e integración de salas. Tan solo lo propondrá al comité de jueces, el cual lo aprobará.

Asimismo, no removerá al administrador, sino que propondrá tal medida al comité de jueces. 

�  Véase el artículo 389 bis A del C.O.T.

� Artículo 501 del C.O.T., según el mensaje. Artículo 25 del mismo Código, en el proyecto aprobado por la Comisión, la que estimó pertinente enfatizar la atención que se debe prestar a la víctima, al defensor y al imputado.

� Se suprimen 75 juzgados del crimen y 19 de letras con competencia común. 

En Arica, Iquique y Copiapó, de cuatro juzgados se baja a tres. En La Serena, Coquimbo y Linares se baja de tres a dos. En Santa Cruz, San Carlos, Coronel, Arauco, Puerto Varas, Coihaique y Buin  se baja de dos a uno. En Valdivia, Osorno y Punta Arenas de cuatro se baja a dos. 

Falta precisar qué juzgados de letras con competencia común serán los eliminados, para lo cual el Ejecutivo se comprometió a proponer un artículo específico sobre la materia, previas conversaciones con la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

Ver artículos 28 al 40 del C.O.T.

� De las disposiciones indicadas, que eran modificadas en el proyecto original, la Comisión acordó no introducir enmiendas en el artículo 163 y no derogar el artículo 169, por referirse a materias propias de la justicia militar, las que, según se informó, serían abordadas en un proyecto de ley específico, en elaboración.

� La Comisión acordó hacer la misma modificación en la letra a), para los efectos de las ternas para proveer los cargos de ministros y fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones y secretario de la Corte Suprema. Además, acordó incluir para los efectos de las ternas, a los jueces en lo penal.

� La Comisión ha modificado esta disposición, con el fin de establecer un sistema o turno que permita la disponibilidad de un juez de garantías en la jurisdicción, fuera del horario normal de atención de los tribunales.

� Arts. 389 bis a 389 bis E del C.O.T.

� En el nuevo Código Procesal Penal no existe auto de procesamiento ni procesados.

� En la apreciación de la prueba en conciencia, se autoriza a los jueces para hacer de ella una apreciación racional, con recta intención, sin estar obligados a someterse a las normas legales establecidas para valorarlas. 

El sistema de la sana crítica combina los sistemas legal y el de la libre convicción y en él se deben respetar los medios de prueba y la forma de rendirla, pero su valoración y apreciación son flexibles, permitiendo la ponderación y la evaluación por el juez conforme a las reglas de la lógica, de las máximas de experiencia y de la equidad. Los tres elementos de este sistema descansan en la ciencia, la conciencia y la experiencia.

� La Comisión no estuvo de acuerdo con la disposición y la cambió por otra en virtud de la cual las notificaciones en procesos criminales estarán entregadas a los funcionarios del tribunal que conozca de ellos, los que serán designados para cumplir dichas funciones, en carácter de receptores ad hoc, por el juez coordinador, a propuesta del administrador.

La idea es asegurar que esas notificaciones sean practicadas con los funcionarios disponibles del tribunal.

En materia de notificaciones, se está estudiando la manera de aprovechar, además, algunos recursos técnicos para efectos de notificaciones, sin menoscabar el derecho a la defensa. De ahí ha surgido la idea de dejar abierto en el Código Procesal Penal  que las notificaciones puedan ser practicadas por vía tecnológica, tales como fax, video conferencia y otras similares.

� La Comisión observó que había un cierto grado de contradicción entre los dos preceptos transcritos, razón por la cual prefirió no agregar un inciso final y, en cambio, reemplazar el Nº 6, por el siguiente: “6º Dictar, conforme a las directrices generales que le imparta la Corte Suprema,  políticas de selección de personal, de evaluación, de administración de recursos materiales y de personal, de indicadores de gestión, de diseño y análisis de la información estadística,  y la aprobación de los presupuestos que le presenten los tribunales.”

� La Comisión estimó pertinente agregar un nuevo caso, para permitir la designación de ministros en visita: “Cuando se tratare de la investigación de hechos o de pesquisar delitos cuyo conocimiento corresponda a la justicia militar, que puedan afectar las relaciones internacionales, o que produzcan alarma pública y exijan pronta represión por su gravedad y perjudiciales consecuencias”.

� La Comisión cambió la disposición, estableciendo que la visita la practicará un juez de garantías designado por el comité de jueces del tribunal y que ella tendrá una  finalidad adicional a las indicadas: indagar si se les coarta la libertad de defensa.

Para regular la participación de los fiscales del ministerio público, se modifica en tal sentido el artículo 568, evitando así que esta materia deba ser tratada en otro cuerpo normativo.

� La Comisión aprobó todas estas normas, salvo la del artículo 569, en el cual, en vez de la obligación de presentar a todos los detenidos o presos ante el juez, se dispone que se presentarán aquellos que lo soliciten.

El resto de los artículos son objeto de modificaciones puntuales, con el fin de cambiar algunos términos, como “procesados” por “reclusos” ,o “detenidos o presos”, o “internos”; o “incompetentemente juzgado” por “preso”.

� La materialización de estas proposiciones obligó a modificar también los artículos 581, 582, 583 y 584.

� En esta parte del informe, se reproducen, en forma resumida, las intervenciones de los señores Diputados y Diputadas y de los representantes del Ejecutivo, por la trascendencia que tiene el tema de la localización de los nuevos tribunales en lo penal y, además, por cuanto gracias a esas intervenciones se lograron substanciales avances  en esta materia.

� Se crean  91 juzgados de garantías, con un total de 347 jueces de garantías.

� Se crean 8 juzgados de letras.

� A 59 juzgados de letras con competencia común se les asigna, además, la función de juez de garantías.

� El proyecto original los denomina juzgados en lo penal. Se crean 42 tribunales orales en lo penal con un total de 378 jueces en lo penal.

� Los juzgados del crimen que se suprimen son 75. 

� Se crean 42 tribunales orales en lo penal, con un total de 378 jueces en lo penal.

� Los artículos 28 al 40 indican los juzgados de letras existentes en Chile, divididos en civiles, del crimen y con competencia común.

En la actualidad, hay 64 juzgados civiles; 75 del crimen, que se suprimen, y 144 con competencia común, de los cuales se suprimen 19 y se crean 8.

A los juzgados anteriores hay que sumar 47 juzgados de letras de menores y 20 juzgados de letras del trabajo.
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